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I N F O R M A T I V O
Estimado Asociado:

Como es de su conocimiento, gracias a nues-

tros asociados que mantienen sus cuotas gre-

miales al día, el Colegio de Abogados puede 

realizar diversas actividades de interés profe-

sional, como seminarios y charlas, publicar las 

ponencias autorizadas por los expositores, in-

crementar la Biblioteca de la Orden con nuevas 

publicaciones y mantener suscripciones al Dia-

rio Oficial, Gaceta Jurídica, Manual de Consul-

tas Laborales, Manual de Consultas Tributarias 

y Estudios Constitucionales, entre otros.

Asimismo, nos es grato informar que ya se 

encuentra a disposición de nuestros asocia-

dos con sus cuotas gremiales al día la trans-

cripción de charlas dictadas en el ciclo “Los 

Martes al  Colegio”.

Respecto al pago de las cuotas gremiales, es-

tas pueden ser pagadas a nombre del Colegio 

de Abogados de Chile, Rut: 82.598.500-K, a 

través de las siguientes modalidades:

• Mediante transferencia o depósito a la 

cuenta corriente del Banco SCOTIABANK 

Nº71-07001-02. Una vez realizada la tran-

sacción, por favor envíe por correo electró-

nico el comprobante indicando su nombre a:

contabilidad@colegioabogados.cl
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• Directamente en nuestras oficinas de Ahu-

mada 341, oficina 207, Santiago, de 09:00 a 

18:00 horas.

• Mediante Webpay, con tarjeta de crédito o  

Redcompra, en nuestro sitio web: 

www.abogados.cl

• Recaudación directa a su domicilio comer-

cial, con cheque cruzado y nominativo a la or-

den de Colegio de Abogados de Chile. Para 

hacer uso de esta nueva opción, le agradece-

remos nos la informe por correo electrónico 

a secretaria@colegioabogados.cl y/o tesore-

ria@colegioabogados.cl (día, hora y lugar de 

recaudación).

Los colegiados que deseen suscribir el pago 

de las cuotas gremiales a través de sus tar-

jetas de crédito, podrán llenar un mandato y 

las cuotas les serán cargadas a la tarjeta de 

crédito que indiquen, en los meses de enero y 

julio de cada año.

Agradeciendo su participación y apoyo en 

nuestras actividades, le saluda afectuosa-

mente,

Consejo General

Colegio de Abogados de Chile
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zado, “se arreglan en el camino” provocando 
tensiones, encono y el continuo hostigamiento 
de vencedores contra vencidos.

Esa pasión telúrica por hacer cimbrear a ca-
ñonazos instituciones enteras que proveen de  
estabilidad y seguridad al crecimiento de una 
economía que siempre se debe al servicio de 
las personas, es producto más que nada de la 
falta de detección oportuna del pillaje de algu-
nos malhechores, a quienes se debe sancionar 
con firmeza, sin fueros ni privilegios, sin que im-
porte “que sea cura, colchonero, rey de bastos, 

caradura o polizón”.
Esa capacidad casi patológica por romper con nuestro pa-

sado, tratando de forjar una identidad incompatible o inversa 
con nuestra cultura de generaciones, enrevesada entre la so-
briedad y la malicia, el respeto y la ironía, lejos de estimular 
nuestra convivencia organizada se divorcia de ella con es-
cándalo. 

Finalmente, esa tentación de insistir inútilmente en hacer 
cuajar instituciones jurídicas importadas que no funcionan ni 
se adaptan para nada en nuestro medio y que, a pesar de 
los alardes y gargareos incansables de originalidad de sus 
autores, continúan disciplinadamente en un camino disloca-
do y contrahecho, cuya confusión abismal por nivelarnos con 
algún ambiguo ranking foráneo, recuerda “Igual que en la vi-
driera irrespetuosa de los cambalaches se ha mezclao la vida, 
y herida por un sable sin remaches ves llorar la Biblia junto a 
un calefón”. 

Por esta razón preocupa a este gremio, como actor relevan-
te y atento a los latidos de la realidad del país, cómo afrontar 
los retos de estos tiempos, sin quedarnos secuestrados sim-
plemente, aguantando la indignación y el desencanto.

Necesitamos recuperar la ilusión y el anhelo por regenerar 
la confianza en las instituciones. Más que nada, el respeto y 
admiración a sus líderes como testimonios de permanencia 
histórica, superando la paradojal sentencia que consigna el 
famoso tango como remate: “¡Todo es igual! ¡Nada es mejor! 
¡Lo mismo un burro que un gran profesor!...¡Dale nomás! ¡Dale 
que va! ¡Que allá en el horno nos vamos a encontrar!”

Editorial

Arturo Prado Puga
Director

LEX

Sin duda cuando el gran compositor Santos 
Discépolo estrenó los versos del tango “Cam-
balache”, no pudo adivinar jamás la universa-
lidad y permanencia simbólica de su implaca-
ble mensaje. En pocas estrofas denuncia los 
desbordes de la realidad actual, vaticinando: 
“Que el mundo fue y será una porquería”... (¡En 
el quinientos seis y en el dos mil también!)…
“Vivimos revolcaos en un merengue y en un 
mismo lodo todos manoseaos”.

Con esta alegoría sonora queremos resaltar 
la cara visible del problema de descomposi-
ción y perplejidad por el que atraviesa este país y junto a él, la 
frágil corteza moral imperante.

Por el gran teatro de los telediarios se ventilan toda clase 
de pasiones y espectáculos a los que nadie está ajeno “¡Cual-
quiera es un señor!” y “¡Cualquiera es un ladrón!: el político 
aprovechador; el empresario bribonzuelo; el delincuente rein-
cidente que finalmente cae, es atado a un árbol y sobre el que 
recae toda la garra y la frustración colectiva producto de la 
amarga y lacerante sensación de impunidad, cuando el “que 
no llora no mama y el que no afana es un gil”.

Registra también la brecha -por no decir la zanja- insosla-
yable entre lo que queremos y aspiramos como sociedad y la 
realidad que una y otra vez nos desconcierta.

Ciertamente, hemos consolidado nuestra democracia plu-
ral y nos hemos integrado al mundo global. Sin embargo, 
hemos sumergido la conciencia que es el tronco imprescindi-
ble, donde están los referentes morales que admiramos; los 
principios de la ética cotidiana que aplicamos y los valores 
cívicos, que todos debemos estar dispuestos a servir y a 
mantener sanos y limpios, ya que forman el pilar básico de 
nuestra convivencia.

La respuesta a ello es la tentación de reformarlo todo y 
corregir las grietas, los fallos y también los abusos del sis-
tema de algunas golondrinas marginales, anteponiendo una 
empresa de demolición formal que utiliza el rodillo para de-
rrumbar y amenazar el  desarrollo y el bienestar que con tanto 
sacrificio hemos alcanzado para desalojar la pobreza.

Esa impaciencia por dictar nuevas leyes atolondradas, “de 
tiro corto”, cargadas de pólvora y que en lugar de ser la ex-
presión vertebrada de un consenso y un reencuentro aterri-

“Recuerdo de Cambalache”
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Eutanasia Legal
La muerte del médico y militante socialista Manuel Almeyda, en enero de 2014, quien 

gravemente enfermo y con 89 años decidió dejar de comer los días previos a su fallecimiento, 

debido a lo que calificó como una vida “insufrible e indigna”, reabrió el debate sobre la 

eutanasia legal en Chile. ¿Es legítimo el derecho a morir, o bien legislar sobre esta materia 

constituye un atentado a los derechos humanos? 

“Autorizar la eutanasia 
voluntaria y activa no 
equivale a tomar partido 
por la muerte”

AGUSTÍN SQUELLA NARDUCCI
Abogado

¿Es partidario de establecer una legislación 
que otorgue a un paciente terminal o incurable 
el derecho a morir cuando así lo decida, sin alar-
gar la vida innecesariamente y permitiendo una 
muerte digna?

Soy partidario es de que el tema se discuta y que 
los proyectos de ley sobre la materia no se archiven 
en virtud de algún artículo del reglamento interno de 
las cámaras, como de hecho se hizo en la de diputa-
dos, hace algunos años, cuando los parlamentarios 
que se opusieron a debatir se tomaron luego una 
fotografía y se autodenominaron, patéticamente, 
“Bancada por la vida”. ¡Como si hubiera una banca-
da por la muerte!

Autorizar la eutanasia voluntaria y activa no equi-
vale a tomar partido por la muerte, sino a promover, 
cuando se pueda, una buena muerte, una muerte 
digna, una muerte no acompañada de sufrimientos 
que es posible evitar. A nadie se le escapa que en 
asuntos que comprometen convicciones morales 
hondas de las personas no es cosa de legislar de la 
noche a la mañana, pero tampoco se trata de para-
petarse en esas convicciones y negarse siquiera a 
discutir los asuntos.

¿La elección sobre el derecho a morir debiera 
radicar en el propio afectado y no ser una imposi-
ción desde el Estado?

En el propio afectado, desde luego. El Estado no 
puede imponer la eutanasia, porque esta tiene que 
ser voluntaria, aunque tampoco debería impedirla y 
castigar al que lleve a cabo la acción destinada a 
cumplir la voluntad de quien la pide.
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y, por esa vía, la derrota final), dicho planteamiento 
hace creer, abusivamente, que de la eutanasia vo-
luntaria se pasará necesariamente a la involuntaria 
e incluso a la eugenesia, esto es, a la eliminación 
de individuos que solo tienen discapacidades para 
vivir mejor y no padecimientos prolongados que les 
tornen insoportable el solo hecho de vivir.

Al legislar en contra de la eutanasia legal, ¿se 
confunde el derecho a la vida con el derecho a 
vivir?

A lo que tenemos derecho es a continuar nuestra 
vida, a que nadie nos prive de 
ella, salvo nosotros mismos o 
la persona a quien lo hayamos 
pedido de manera consciente, 
seria, reiterada y en circuns-
tancias que hagan entendi-
ble que se desee poner fin a 
la vida. Hay la vida natural, 
fisiológica, esa cuyo término 
certifican los médicos, pero 
hay también la vida artificial, 
es decir, la persona, lo que 
cada cual ha hecho de sí mis-
mo a partir de su existencia natural. Cuando termi-
na la vida natural concluye también la artificial. Pero 
¿qué pasa cuando ha terminado irremediablemente 
la vida artificial y solo subsiste la natural en medio 
de padecimientos cruelmente dolorosos e indignos? 
¿Qué sucede cuando solo queda un cuerpo que late 
con dolor, sin mayor conciencia de sí mismo ni de 
los demás, y la persona concluyó hace ya rato?

En la tesis de la pendiente resbaladiza hay dema-
siado moralismo y ninguna compasión. Se sacrifica 
el presente de una persona real por un futuro colec-
tivo improbable. ¿Puede una moral prescindir de la 
compasión? ¿Es más importante normar la condi-
ción humana que comprenderla, festejarla y, llegado 
el caso, compadecerla?

En determinadas circunstancias, que es preciso 
definir muy bien, la eutanasia es parte del contrato 
de indulgencia mutua que nos debemos los seres 
humanos.

“Es el temor a la pista resbala-

diza, al “por algo se empieza”, y 

constituye lo que se llama la “tesis 

catastrofista”, la misma que esgri-

men los sectores conservadores  

cada vez que se aprueba una ley 

que va contra sus creencias”.

¿Es lícito dejar morir a un paciente incapaz de 
tomar decisiones, no aplicándole o suspendién-
dole un tratamiento inútil? ¿Sus parientes o los 
médicos que lo atienden estarían autorizados 
moralmente para tomar esa decisión?

Son los pacientes quienes deben decidir. Es su vo-
luntad la que debe prevalecer. Y cuando esa volun-
tad no puede expresarse, debería primar la opinión 
de la familia y no la de los médicos, aunque dispo-
niendo de la información que estos últimos puedan 
dar. ¿Quién podría discutir hoy que un paciente o su 
familia, debidamente asesorados en la parte médica, 
tengan derecho a exigir el término de tratamientos 
inútiles? Pero las complicaciones morales, sobre las 
que es preciso deliberar y no ocultar bajo la alfom-
bra, comienzan cuando de dejar simplemente morir 
a alguien, pasamos a la cuestión que interesa aquí: 
provocar anticipadamente la muerte de quien así lo 
ha pedido en atención a su condición terminal y do-
lorosa o a una situación degradante que le lleva a 
quitar conscientemente el valor que daba a su vida.

Uno de los argumentos en contra de la eutana-
sia legal es que estimula una “pendiente peligro-
sa” en contra del derecho a la vida en otros cam-
pos, potenciando las eutanasias ilegales ¿Está 
de acuerdo con esa afirmación?

Ese es el temor a la pista resbaladiza, al “por algo 
se empieza”, y constituye lo que se llama la “tesis 
catastrofista”, la misma que esgrimen los sectores 
conservadores  cada vez que se aprueba una ley que 
va contra sus creencias. Así pasó con la ley de ma-
trimonio civil, la de registro civil, la de cementerios 
laicos, la de igualdad de los hijos nacidos dentro o 
fuera del matrimonio, la de divorcio. Según esa tesis, 
los hombres y mujeres somos tan malos y estúpidos 
que siempre que se nos ofrezca la mano vamos a 
tomarnos el codo. Sin perjuicio de que se trata de 
la tesis  de los conservadores estratégicos (vamos 
a perder finalmente la batalla contra la libertad y la 
autonomía moral de las personas, pero tratemos de 
prolongar la guerra, artificialmente y aunque no es-
temos muy convencidos, puesto que de esa manera 
postergamos también los futuros debates morales 
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¿Es partidario de establecer una legislación 
que otorgue a un paciente terminal o incurable 
el derecho a morir cuando así lo decida, sin alar-
gar la vida innecesariamente y permitiendo una 
muerte digna?

No lo soy. La vida humana es un don muy supe-
rior al ámbito de la potestad humana, en la medida 
en que somos incapaces de causarla o conservar-
la indefinidamente, como si fuera un producto de 
nuestro ingenio. Fruto de esta inabarcabilidad de la 
vida, no es posible ejercer sobre ella los atributos 
del dominio pleno, que incluye la disposición.

 Así, la muerte digna se relaciona más con el de-
bido respeto a la vida propia o ajena en todas sus 
fases, antes que con evitar los padecimientos aso-
ciados a ella. De hecho, puede haber mucha dig-
nidad en el dolor y en el sufrimiento: el padecer se 
hace digno justamente por la elección de la vida por 
sobre la muerte. La expresión “alargar la vida inne-

cesariamente” es del todo impropia. ¿Quién tiene 
la capacidad de decir que una vida, o una parte de 
ella, es innecesaria? Atribuirse la autoridad de juz-
gar en esto es una concesión al totalitarismo. Una 
cosa muy distinta es no extender innecesariamente 
tratamientos médicos inútiles o desproporciona-
dos, pues la limitación del esfuerzo terapéutico es 
parte de la lex artis del médico, y de un adecuado 
tratamiento de la enfermedad terminal.

¿La elección sobre el derecho a morir debiera 
radicar en el propio afectado y no ser una impo-
sición desde el Estado?

Tomando como base la respuesta anterior, ni el 
afectado tiene derecho a pedir su propia muerte, ni 
el Estado puede decretarla. No existe un derecho a 
morir. Lo que existe más bien es el deber de cada 
individuo de conservar su vida, y el Estado debe 
cautelar que las personas cuenten con los medios 
para que ello sea posible. Una ley que autorizara la 
eutansia sería un contrasentido en relación con tal 
deber, pero también respecto del interés social en 
la vida humana, en la medida en que esta no es solo 
un bien individual, sino también para la comunidad.

¿Es lícito dejar morir a un paciente incapaz de 
tomar decisiones, no aplicándole o suspendién-
dole un tratamiento inútil? ¿Sus parientes o los 
médicos que lo atienden estarían autorizados 
moralmente para tomar esa decisión?

Habría que clarificar un poco los términos. Si el 
tratamiento es dudoso en cuanto a su resultado y 
comporta grandes sufrimientos o gastos ruinosos, 
nos encontramos frente a lo que la doctrina llama 
actualmente “tratamientos desproporcionados”, los 
que no son exigibles si se cumplen las condiciones 
antes descritas. En este caso, los que se encuentran 
en posición de garantizar el bienestar del paciente 
podrían llegar a tomar la decisión de no continuar 
ese tratamiento, lo que en ningún caso puede con-
sistir en la realización de acciones positivas desti-
nadas a terminar con su vida.

Uno de los argumentos en contra de la euta-
nasia legal es que estimula una “pendiente peli-
grosa” en contra del derecho a la vida en otros 
campos, potenciando las eutanasias ilegales 

“No existe el derecho a 
terminar con ninguna vida”

RAÚL MADRID RAMÍREZ
Abogado
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¿Está de acuerdo con esa afirmación?
El respeto a la vida es una totalidad. Como re-

cuerda Heidegger, sólo existe una realidad que no 
es susceptible de apropiación en el mundo que co-
nocemos, y esa es la realidad humana. Dicha na-
turaleza ajena a la dominación debe ser aceptada 
como un continuo, desde el inicio de la vida hasta la 
muerte. Lo que usted llama una “pendiente peligro-
sa” es una forma de expresar que cualquier apertura 
de disponibilidad sobre el otro significa su disponibi-
lidad por completo. Es labor del derecho consagrar 
la protección general de esta integridad, no decons-
truirla permitiendo excepciones, por muy pequeñas 
que estas parezcan. No hay excepción pequeña 
cuando se trata de la vida humana, cualquiera de 
ellas supone en definitiva su negación. Además, 
como se encuentra acreditado, en los países que 
han legalizado la eutanasia como manifestación de 
voluntad individual, esta se ha comenzado a auto-
rizar paulatinamente respecto de pacientes que no 
están en condiciones de expresar su parecer, incluso 
niños, como es el caso de Holanda.

Al legislar en contra de la eutanasia legal, ¿se 
confunde el derecho a la vida con el derecho a vivir?

La cuestión no es, por lo tanto, legislar en con-
tra de la eutanasia, sino a favor de la integridad de 
la vida. Esto significa que basta con afirmar esta 
integridad a través de la Constitución y la ley, no 
es necesario legislar específicamente sobre la eu-
tanasia, ni sobre ninguna forma de apropiación de 
la realidad humana. 

En este sentido, no veo conflicto alguno entre 
ambas figuras por causa de la prohibición de la eu-
tanasia, o, lo que es lo mismo, por la protección 
de la vida del paciente terminal o sujeto a padeci-
mientos. Legislar contra la eutanasia es una acción 
que considera de modo unívoco el significado de la 

vida, y por lo tanto no constituye una “confusión” 
entre, por una parte, el derecho a continuar vivien-
do (como exigencia respecto de terceros) y el de-
recho a vivir (entendido como la capacidad de vivir 
mientras se desee). El derecho a la vida no puede 
sino incluir el derecho a vivir esa vida en todos sus 
extremos, porque, como se explicaba antes, no 
existe el derecho a terminar con ninguna vida, ya 
sea propia o ajena, con la excepción del caso de la 
legítima defensa, y siempre y cuando se cumplan 
sus condiciones.

“Puede haber mucha dignidad en el 

dolor y en el sufrimiento: el padecer 

se hace digno justamente por la elec-

ción de la vida por sobre la muerte”.

LEX
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D e r e c h o  J u D i c i a l

Es este un título provocativo sobre experiencias 
vinculadas al derecho y la justicia en los ámbitos del 
ejercicio privado y público de la profesión, y sobre 
otras experiencias laterales asociadas al ejercicio de 
la abogacía entre los múltiples beneficios y disfrutes 
que me ha proporcionado la profesión legal. 

Me refiero al rol litigante del abogado, el más co-
nocido de la opinión pública, en el contexto de una 
sociedad sociológicamente legalista y de crecientes 
y complejos conflictos propios de la modernidad, 
conducidos automáticamente a los tribunales de 
justicia. Y ello, con la consecuencia natural e his-
tórica de superación con creces de la demanda a 
la oferta de los servicios judiciales ofrecidos por el 
Estado a través de los jueces y sus negativos alcan-
ces. Rol litigante y protagónico del abogado que es 
coherente con la ley que define su función: “defen-
der ante los tribunales de justicia los derechos de las 
partes litigantes” (artículo 520 del Código Orgánico 
de Tribunales),  concepto que omite las importantes 

Fui abogado, pero me rehabilité

Formados en la universidad, con énfasis 

en el aprendizaje del derecho sustantivo y 

de los procedimientos adversariales como 

herramientas para competir, los abogados 

promueven, prolongan a veces abusiva-

mente y transforman los pleitos en térmi-

nos parecidos al ejercicio de la política.

Luis Bates Hidalgo 
Abogado

De la cultura del litigio        
                        a la de los acuerdos
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funciones que cumple en otros ámbitos públicos y 
privados, nacionales o internacionales. 

Formados en la universidad, con énfasis en el 
aprendizaje del derecho sustantivo y de los proce-
dimientos adversariales como herramientas para 
competir, los abogados promueven, prolongan a ve-
ces abusivamente y transforman los pleitos en tér-
minos parecidos al ejercicio de la política. Es decir, 
en guerras sin efusión de sangre, con ganadores y 
perdedores y altos costos en dinero, psicológicos y 
de tiempo para las partes que representan. Hacién-
dose cargo de estas realidades, en épocas y con-
textos socioculturales diferentes, insignes abogados 
que ejercieron por largos años la profesión y ade-
más la política, como Mahatma Gandhi y Benjamín 
Franklin, denunciaron, con la fuerza de sus lideraz-
gos, los males del sistema adversarial de resolución 
de conflictos. 

Gandhi afirmó sabiamente que la verdadera fun-
ción del abogado era unir a las partes en conflicto; 
que la mentalidad de los intervinientes del procedi-
miento es de agresión, y la decisión judicial una mo-
dalidad de exhibición de la fuerza ajena al diálogo 
con el oponente; a la comprensión del punto de vista 
del otro en la búsqueda de la verdad; a la coopera-
ción; co-creación, compromiso y comprensión de las 
diferencias. Esto, para concluir que hemos llegado a 
ser ciegos sobre el grado de penetración que tiene 
en nuestras vidas conducir a los tribunales situacio-
nes humanas conflictivas, y que una alternativa fun-
damental a la sistemática o automática recurrencia a 
los tribunales, es la práctica de la conciliación. 

Las bondades de los acuerdos

Abraham Lincoln, por su parte, recomendaba 
desincentivar el litigio y promover todo lo que se pue-
da los acuerdos, porque el ganador nominal, según 
afirmó, “es con frecuencia un verdadero perdedor en 
honorarios, gastos y tiempo”; que como promotor 
de paz, el abogado tiene una oportunidad de llegar 
a ser mejor persona y contribuir a la construcción de 
un mundo de paz, sin por ello dejar de ganarse la 

vida o perder oportunidades de tra-
bajo. En la misma dirección, el juez y 
el ex Presidente de la Corte Suprema 
de Estados Unidos Warren Burger, 
fue categórico en calificar al sistema 
judicial “demasiado costoso, penoso, 
destructivo e ineficiente para perso-
nas verdaderamente civilizadas”.

En Latinoamérica, la jueza de Cá-
mara Argentina Gladys Álvarez y la de 
la Corte Suprema Helena Highton, y 
en USA Roger Fisher, son y han sido 
pioneros más actuales en insistir en 
las bondades de la justicia de los 
acuerdos como sustituto o paliativo 
de las insuficiencias del sistema de 
justicia adversarial. Otro autor, anóni-
mo en mi memoria, afirmó que debi-
do a que el abogado litigante trabaja 
solo con una parte de la verdad –los 
intereses que representa–, su hones-
tidad se ve afectada en la percepción 
ciudadana. Y es que desde Shakes-
peare con sus populares referencias 
literarias a la lentitud de la justicia y 
sus dichos de que había que “matar a 
todos los abogados” hasta nuestros 
días, abundan las críticas al abogado litigante. 

Sobre la base de nuestras experiencias, particu-
larmente como abogado litigante e integrante de las 
Cortes de Apelaciones y Suprema, pienso que las 
negativas percepciones ciudadanas sobre el queha-
cer de los abogados tienen algo de razón en la me-
dida que la justicia de los acuerdos no forma parte 
de su cultura jurídica. El rol de “colaborador de la 
justicia” que suele asignársele al abogado en nues-
tro medio, será plena realidad solo en la medida que 
incorpore a su cultura jurídica y práctica profesional 
su rol pacificador, haciendo uso preferente de los 
mecanismos jurídicos disponibles en los más varia-
dos y a veces recónditos e ignorados ámbitos del 
derecho público y privado, nacional e internacional, 
como la conciliación, la mediación, la negociación 

Abraham Lincoln recomen-

daba desincentivar el litigio 

y promover todo lo que se 

pueda los acuerdos, porque 

el ganador nominal, según 

afirmó, “es con frecuencia un 

verdadero perdedor en hono-

rarios, gastos y tiempo”.

D e r e c h o  J u D i c i a l
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y el arbitraje. O bien, una combina-
ción de los mismos, dependiendo 
de la naturaleza del conflicto y del 
grado de participación directa que 
en él tengan las partes involucra-
das. Cultura jurídica interna de los 
profesionales del derecho que el 
artículo 94 del Código de Ética Pro-
fesional corrige parcialmente. 

“Salud legal”

Por otra parte y asociado a lo an-
terior, debido a que es común re-

currir al abogado una vez producido el conflicto, su 
función preventiva es menos conocida y valorada por 
el ciudadano común y corriente, no así por los hom-
bres de negocios y el empresariado que con criterio 
pragmático usan con frecuencia los mecanismos no 
adversariales de resolución de conflictos, particular-
mente el arbitraje. Algunas novedosas experiencias 
comparadas se insertan en la función preventiva de 
la abogacía, como la de los “chequeos legales” a la 
manera de los “chequeos médicos” bajo la denomi-
nación de “salud legal” de las personas, asociable al 
concepto de salud que usa la Organización Mundial 
de la Salud, comprensivo no solamente del cuerpo 
y de la mente sino, además, de la inclusión social. 

Asociar el concepto de “salud legal” al de “inclu-
sión social” tiene, en nuestra opinión, una justifica-
ción razonable si se considera que el derecho inva-
de, regula e influye si no toda gran parte de la vida de 

las personas con o sin su conocimiento. La carencia 
de esos conocimientos y sus alcances negativos en 
la vida individual y colectiva de las personas, en la 
“democracia del diario vivir”, explica y justifica la 
necesidad de enfatizar programas formales o infor-
males de educación legal popular; acercamiento y 
difusión del derecho y la justicia al ciudadano para 
su mejor comprensión; ejercicio de sus derechos in-
dividuales y colectivos; cumplimiento cabal de sus 
obligaciones; participación cívica y en última instan-
cia incremento de poder, pues es cierto que conoci-
miento es poder y educar es acrecentarlo. 

Desde otro punto de vista, la justicia de los acuer-
dos facilita el acceso a justicia y no tan solo a la 
justicia que imparten los jueces. Además reduce 
sustancialmente la aproximación legalista-formal al 
conflicto del ser humano, las complejidades recursi-
vas y las lentitudes inherentes a los procedimientos 
legales seguidos de la pérdida de la capacidad de 
asombro de los intervinientes de los juicios y de la 
sociedad toda. 

Por otra parte, la justicia de los acuerdos posee un 
interesante potencial educativo para el abogado, en 
el sentido de ir más allá de la mera aplicación del de-
recho al conflicto con ignorancia de sus causas me-
diante su apertura a conocimientos de otras áreas 
del saber, como psicología, sociología u otras, que 
les permitan nuevas miradas, mejorar vistas, ampliar 
su base intelectual y una aproximación más integral 
al conflicto y a la justicia aplicable, particularmente 
en ciertos tipos de controversias como las familia-
res, vecinales, corporativas u otras.

Además, la justicia de los acuerdos puede llegar 
a constituir otra modalidad en la dirección de forta-
lecer la “cultura jurídica externa” y participativa de 
las personas –eje en el que se deben focalizar los 
servicios profesionales–, en temas legales básicos y 
de justicia en lenguaje claro. Esto es parte de la res-
ponsabilidad ética del abogado para con el cliente y 
la comunidad, de acuerdo al Código de Ética Profe-
sional del American Bar Association y al movimiento 
de la organización mundial “Clarity International” so-
bre lenguaje jurídico simple y claro. 

La actitud del abogado frente al conflicto depende 
en buena medida de cómo entiende su rol en la so-
ciedad en que vive. 

Algunas novedosas expe-

riencias comparadas se in-

sertan en la función preven-

tiva de la abogacía, como la 

de los “chequeos legales” a 

la manera de los “chequeos 

médicos” bajo la denomina-

ción de “salud legal”.

LEX

D e r e c h o  J u D i c i a l
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El contrato de construcción es, en general, aquel 
en el que ambas partes se obligan recíprocamente, 
una -también denominada constructor o contratis-
ta-, a ejecutar una obra en un plazo dado; y la otra 
-también denominada cliente, mandante o propieta-
rio-, a pagar por ella un precio determinado.

La inversión efectuada en Chile en el rubro de la 
construcción es un motor de nuestra economía, que 
se encuentra en plena evolución. Al respecto, basta 
considerar que proyectada a diciembre de 2014, en 
los cinco últimos años la inversión en el rubro de 
construcción pública y privada en Chile superará 
-según la Cámara Chilena de la Construcción- las 
UF 3.000.000.000. 

Nuestro Código Civil se refiere al contrato de 
construcción en sus artículos 1996 y siguientes a 
propósito del contrato de arrendamiento y, especí-
ficamente, del contrato de confección de una obra 
material. De dichas normas, solamente dos aluden 
propiamente a la construcción de edificaciones, ad-
quiriendo en ellas, en consecuencia, gran relevancia 
la autonomía de la voluntad de los contratantes y 
los principios generales del derecho. 

El ajuste del precio

Contrato de construcción 
a suma alzada

Siempre que por causas no imputables al 

contratista se altere el “qué” se contrató, 

el “cómo” o “cuándo” debía ejecutarse 

ese “qué”, surge el derecho del contratis-

ta a solicitar y el deber del mandante de 

reconocer los ajustes en el precio del con-

trato de construcción.

Hernán Fleischmann Chadwick
Abogado

D e r e c h o  i n m o b i l i a r i o
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La escasa reglamentación existente en el sector 
privado, contrasta con la pormenorizada normativa 
vigente en materia de construcción de obras públi-
cas.  Entre dicha normativa nos encontramos con 
el Reglamento para Contratos de Obras Públicas, 
aprobado por el Decreto N°75 del año 2004 del Mi-
nisterio de Obras Públicas (RCOP), y con las Bases 
Reglamentarias de Contratación para los Servicios 
de Vivienda y Urbanización, aprobadas por el De-
creto N°236 del año 2002 del Ministerio de Vivienda 
y Urbanismo.

Tanto en el sector público como en el privado, el 
contrato de construcción comparte una serie carac-
terísticas esenciales, como su bilateralidad, onero-
sidad, conmutatividad y su ejecución diferida en el 
tiempo. Adicionalmente, principios básicos que in-

forman nuestro ordenamiento jurídi-
co -como el de libertad contractual y 
el de la buena fe, así como los debe-
res emanados de este último, como 
los de cooperación y de entrega de 
información correcta y fidedigna-, 
cobran especial relevancia a la hora 
de comprender el sentido y exten-
sión de las obligaciones que para 
cada una de las partes emanan en 
los siempre dinámicos contratos de 
construcción.

Tradicionalmente -como ha sido 
señalado por el profesor Arturo Pra-
do Puga- a partir del RCOP los con-
tratos de construcción se han clasi-
ficado según la forma de determinar 
su precio, distinguiendo: (i) a serie 
de precios unitarios, en la que se 
convienen precios unitarios fijos 
aplicados a cubicaciones provisio-
nales establecidas por el mandante, 
de manera que el valor total del con-
trato es la suma de los productos de 
dichos precios por las cubicaciones 
que efectivamente resulten; (ii) por 
administración, en la que el contra-
tista se obliga a ejecutar una obra y 
el mandante se obliga a abonar el 
costo efectivo de la misma, además 
de pagar una remuneración al con-

tratista por los servicios prestados; y (iii) a suma 
alzada, en la que en seguida ahondaremos. 

Variaciones en precio y plazo 

En el sentido legal y doctrinario, el contrato de 
construcción a “suma alzada” es aquel por el cual 
se conviene la construcción de una obra determina-
da dentro de un plazo y por un precio prefijado. En 
este tipo de contratos, el contratista asume el riesgo 
de que se encarezcan sus costos (mano de obra, 
materiales, equipos, etc.) por sobre los estimados a 
la época de contratar, debiendo muchas veces asu-
mir los sobrecostos -incluso- en los casos en que 
dichas fluctuaciones se deban a causas ajenas a su 
responsabilidad y control.  

Como contrapartida, el concepto a “suma alza-
da” presupone que las cantidades de obras son 
inamovibles y que la obra a construirse debe estar 
suficientemente definida al tiempo de celebrarse el 
contrato. Adicionalmente, la “suma alzada” supone 
que no se produzcan interferencias y/o modifica-
ciones, que afecten al programa de trabajo por he-
chos no imputables al contratista. En los contratos 
de construcción “a suma alzada”, salvo acuerdo en 
contrario, su objeto, precio y plazo no son modifica-
bles unilateralmente por las partes.   

De este modo, si se alteran los supuestos o “con-
diciones de borde” antes indicados, el precio “a 
suma alzada” de un contrato de construcción y su 
plazo también se afectarán, ya que ningún contra-
tista puede considerar en sus costos, al contratar, 
la contingencia de impactos que pueden ser de una 
naturaleza y variedad ilimitadas, tales como la intro-
ducción de variaciones de obras; el atraso en la en-
trega de terrenos; el atraso en la entrega de planos; 
la modificación al programa de trabajo ordenada 
por el mandante; el retraso en la entrega de mate-
riales de cargo del mandante; etc. Las situaciones 
anteriores configuran algunas de las incontables 
circunstancias que pueden afectar una obra y que, 
ciertamente, no puedieron preverse por el contratis-
ta ni incorporarse al precio y plazo del contrato en la 
época de ofertar y contratar. 

Por lo antes indicado, la propia ley, la jurispruden-
cia, la costumbre y la doctrina han ido reconociendo 
que el precio y plazo en los contratos a suma alza-

En los contratos de cons-

trucción adquieren gran re-

levancia la autonomía de la 

voluntad de los contratantes 

y los principios generales 

del derecho. 

D e r e c h o  i n m o b i l i a r i o
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da pueden y deben experimentar variaciones, en la 
medida que la obra sufra modificaciones, interferen-
cias y/o imprevistos. 

Suma alzada, 
normas generales y buena fe

El artículo 2003 del Código Civil reglamenta y re-
conoce expresamente -en sus reglas primera y se-
gunda- la relatividad de la fijeza del precio en los 
contratos de construcción a “suma alzada”, para los 
casos de existir agregaciones y/o modificaciones 
de obras al proyecto contratado (variaciones en el 
“qué” se contrató) y para el caso de existir circuns-
tancias desconocidas que ocasionen costos que 
no pudieron preverse a la época de contratar (por 
ejemplo, se refiere a alteraciones en el “cómo” y 
“cuándo” debían ejecutarse las obras a consecuen-
cia, por ejemplo, de un vicio oculto del suelo). Es im-
portante indicar que las reglas del artículo 2003 del 
Código Civil en comento se refieren a y reglamentan 
como “precio” los ajustes que se deben efectuar y 
no como indemnización de perjuicios.    

El “cómo” y “cuándo” deben ejecutarse las obras 
en un contrato de construcción “a suma alzada” se 
encuentra íntimamente relacionado con la planifi-
cación del contratista contenida en el programa de 
trabajos convenido al contratar, lo que establece los 
rendimientos de los diversos recursos asignados a 
la obra y, en consecuencia, determinó el precio del 
contrato. El programa de trabajos es la ordenación, 
dentro del plazo del contrato, del desarrollo de las 
diversas etapas, partidas o ítem de la obra de que 
se trate, sea que ellas se desarrollen de manera si-
multánea o sucesiva.

Por lo anterior, si por circunstancias desconoci-
das a la época de contratar se afecta el programa 
de trabajos del contratista, se altera la forma en que 

este abordaría la ejecu-
ción de la obra en cues-
tión, impactando y afec-
tando los diversos frentes 
de trabajo en que se divi-
de la misma, la secuencia 
de trabajo, los recursos 
y los rendimientos de los 
mismos en cada uno de 
dichos frentes. Lo anterior, 
con el consecuente efec-
to en el precio del trabajo, 
dando derecho al contra-
tista al ajuste correspondiente. 

A igual conclusión se llega por aplicación del prin-
cipio general del derecho de la buena fe, el cual re-
sulta determinante a la hora de establecer el alcance 
y la forma en que deben ejecutarse las obligaciones 
emanadas de un contrato de construcción. Mencionar 
la buena fe, advierte el profesor Jorge López Santa María, 
es evocar la idea de rectitud, de corrección y de lealtad.  

El principio de buena fe, dado su carácter de principio 
general, ha sido reconocido por nuestro ordenamiento ju-
rídico en el artículo 1546 del Código Civil, señalando al 
efecto que “Los contratos deben ejecutarse de buena 
fe, y por consiguiente obligan no solo a lo que en 
ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanan 
precisamente de la naturaleza de la obligación, o 
que por ley o la costumbre pertenecen a ella”.    

De este modo, el deber de ejecutar de buena fe 
un contrato de construcción supone que ambos 
contratantes puedan exigirse recíprocamente el 
cumplimiento de sus obligaciones contractuales en 
la medida que se mantengan los supuestos consi-
derados al contratar, ya que si estos se ven altera-
dos por causas ajenas al contratista, es deber del 
mandante reconocer los efectos económicos de 
tales variaciones.   

La propia ley, la jurisprudencia, la costumbre y la doctrina han ido 

reconociendo que el precio y plazo en los contratos a suma alzada 

pueden y deben experimentar variaciones, en la medida que la obra 

sufra modificaciones.
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corresponde ajustar el precio y/o plazo del contrato 
de construcción “a suma alzada”.  

Como se puede observar, lo expuesto no tiene por 
finalidad -ni podría tenerla-, postular la no existencia 
de los contratos a suma alzada ni vulnerar la fuerza 
obligatoria de los contratos de construcción “a suma 
alzada”; lo que se pretende es exponer, por una par-
te, cuáles son los riesgos precisos que asume el 
contratista y, por la otra, los que asume el mandante 
al celebrar este tipo de contratos. Lo señalado no 
es más que la manifestación de los principios más 
básicos de nuestro ordenamiento jurídico, como es 
la necesidad de mantener el equilibrio inicial de 
las prestaciones sobre las que se formó el con-
sentimiento, lo que es propio de los contratos bi-
laterales -onerosos- conmutativos, como lo es el 
contrato que nos ocupa y la buena fe.

De este modo, siempre y cuando por causas no 
imputables al contratista se vean alterados el “qué” 
se contrató y/o el “cómo” y/o “cuándo” debía eje-
cutarse ese “qué”, surge el derecho del contratista 
a solicitar y el deber del mandante de reconocer los 
ajustes en el precio del contrato de construcción “a 
suma alzada”.    

 
Mantener el equilibrio inicial

En línea con lo anteriormente indicado, los ajustes 
en el precio y plazo a consecuencia de las modi-
ficaciones por causas ajenas al contratista de las 
“condiciones de borde” consideradas al contratar, 
resultan indispensables a fin de mantener y respetar 
la conmutatividad del contrato de construcción “a 
suma alzada” y de evitar un enriquecimiento indebi-
do, en este caso, del mandante. En los contratos de 
construcción -por su esencia dinámicos y de ejecu-
ción escalonada y sucesiva en el tiempo- se debe 
respetar su conmutatividad durante toda su ejecu-
ción a fin de mantener el equilibrio de la ecuación 
económica, tomando en cuenta las circunstancias 
y riesgos que las partes consideraron al contratar.         

Hacemos presente que ello no pugna con el arícu-
lo 1.545 del Código Civil que consagra el principio 
que todo contrato legalmente celebrado es una ley 
para los contratantes (“pacta sunt servanda”), sino 
que lo reafirma por cuanto al modificarse las con-
diciones previstas por las partes al contratar se han 
alterado, adicionalmente, las obligaciones inicial-
mente emanadas del contrato, y es precisamente 
en cumplimiento de estas nuevas obligaciones que LEX

D e r e c h o  i n m o b i l i a r i o

Postergan entrada en vigencia 
de tramitación electrónica 
en tribunales civiles 
Aunque su implementación estaba prevista para el próximo 1 de enero, el 
Pleno de la Corte Suprema decidió postergar hasta el 1 de julio de 2015 la 
entrada en vigencia del sistema de tramitación electrónica en los tribunales 
civiles del país, cuyo objetivo es facilitar y disminuir los tiempos de gestión de 
estos procedimientos. 
Los ministros decidieron aplazar la fecha tras recibir una serie de informes de 
la Corporación Administrativa del Poder Judicial (CAPJ), donde se recomien-
da completar, previamente, las capacitaciones de los usuarios del nuevo sis-
tema, así como implementar un plan de difusión de las mejoras incorporadas. 

Noticias

En el primer año sin feriado judicial, 

todos los juzgados civiles funciona-

rán en febrero.

Tras la promulgación de la ley que 

suprimió el feriado judicial de febre-

ro, este año se introducirán nume-

rosos cambios en el funcionamien-

to de los tribunales de Chile. Es así 

como durante febrero estarán abier-

tos todos los juzgados civiles de 

Santiago y del país. 

Actividad Gremial
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Uno de los temas que mayor debate ha sus-
citado en el derecho de la libre competencia es la 
eficacia que tiene la persecución pública de actos 
anticompetitivos -esto es, concentrada en una agen-
cia del Estado como lo es nuestra Fiscalía Nacional 
Económica (FNE)- versus la persecución privada. De 
hecho, en Chile actualmente se discute si aumentar 
las posibilidades de participación de los particula-
res, por ejemplo, por la vía de permitirles demandar 
indemnización de perjuicios directamente ante el Tri-
bunal de Defensa de la Libre Competencia (TDLC). 

El análisis económico del derecho ofrece herra-
mientas útiles para aportar al debate. Mediante la 
aplicación de conceptos propios de la economía, 
permite identificar las normas que incentiven con-
ductas beneficiosas para la sociedad o las que inhi-
ban aquellas nocivas, y así promover el bienestar de 
la comunidad.

Hoy existe consenso en que se pueden alcanzar 
mejores niveles de disuasión y prevención de actos 
anticompetitivos combinando ambos sistemas de 
persecución. En la práctica, la mayoría de las juris-

Libre Competencia

El sistema más eficiente es aquel que adopta ambos mecanismos. El desafío está en identificar el 

conjunto de reglas que permita encontrar la combinación más adecuada, tarea en la cual el análisis 

económico del derecho ofrece interesantes conclusiones.

Pedro Rencoret Gutiérrez
Abogado

Persecución pública y privada

D e r e c h o  e c o n ó m i c o
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dicciones alrededor del mundo 
implementan una combinación, 
aunque con distintos énfasis. 
Por ejemplo, en Estados Unidos 
los particulares inician la mayoría 
de los juicios, mientras que en 
Europa o Canadá predomina la 
persecución pública.

Desde un punto de vista eco-
nómico, existen al menos tres 
grandes beneficios de contar 
con una combinación de per-
secución pública y privada. En 

primer lugar, las agencias públicas y los particulares 
responden a distintos objetivos e incentivos, por lo 
que cada uno puede perseguir casos cuando el otro 
quizás no tendría motivos para hacerlo. Por ejemplo, 
una empresa víctima de abusos de un competidor 
tendrá motivación para demandar no solo el cese 
de la infracción, sino también la indemnización del 
daño sufrido, algo que una agencia pública no pue-
de pedir. Por el contrario, en un caso de colusión es 
improbable que un consumidor perjudicado quiera 
asumir por sí solo todo el costo de litigar, mientras 
que sí lo hará la agencia pública en representación 
de la comunidad en general. 

Un segundo beneficio de armonizar ambos siste-
mas está en el acceso a información. Por una parte, 

los particulares están en una mejor condición inicial 
para detectar las prácticas anticompetitivas que les 
afectan directamente. Ellos las viven en carne pro-
pia, mientras que una agencia pública debe vigilar, 
por defecto, la totalidad de las industrias. Por otra 
parte, las agencias públicas tienen más experiencia 
para analizar esa información y discernir si una ac-
ción es o no anticompetitiva; además están dotadas 
de facultades especiales para investigar y así reco-
pilar más antecedentes. 

Finalmente, incluir la persecución privada junto a 
la pública también brinda un beneficio desde el pun-
to de vista del costo de oportunidad. Las agencias 
públicas enfrentan restricciones presupuestarias 
que les impiden tomar todos los casos que se les 
presenten. Luego, la participación de particulares les 
permite destinar recursos a otros casos, que de otra 
manera quizás quedarían impunes.

Sin embargo, la persecución privada también pre-
senta desventajas. La principal de ellas es el uso es-
tratégico que se le podría dar a los juicos de libre 
competencia, incluso en ausencia de actos anticom-
petitivos. Por ejemplo, una empresa podría deman-
dar solo con el objetivo de retrasar la entrada de un 
competidor, perjudicar su imagen o cambiar los tér-
minos de un contrato. Asimismo, la acción privada 
será insuficiente cuando los afectados, por temor a 
represalias, no desean públicamente acusar a em-
presas abusivas. 

La experiencia chilena

En Chile existe un sistema combinado de persecu-
ción pública y privada. Los 10 años que han transcu-
rrido desde la entrada en funcionamiento del TDLC 
invitan a analizar cuál ha sido el desempeño que en 
la práctica han tenido ambas persecuciones. Por 
ejemplo, los economistas Aldo González y Alejandro 
Micco realizan un completo análisis en el artículo Pri-
vate Versus Public Antitrust Enforcement: Evidence 
From Chile, del año 2014. 

Hasta septiembre de 2014, el TDLC ha conocido al 
menos 204 litigios que caben bajo este análisis, de 
los cuales 130 han terminado con sentencia firme. 
La estadística indica que cuando la FNE participa, el 
52% de los casos termina con sentencia favorable 
al demandante. En cambio, cuando participan solo 

En un caso de colusión es im-

probable que un consumidor 

perjudicado quiera asumir por 

sí solo todo el costo de litigar, 

mientras que sí lo hará la agen-

cia pública en representación 

de la comunidad en general. 
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particulares, el número baja a apenas un 16%. Ade-
más, si se observa el total de las multas impuestas 
entre los años 2004 y 2013, cerca del 92% de ese 
monto corresponde a juicios donde intervino la FNE, 
mientras que el 8% restante fue aplicado en juicios 
tramitados solo por particulares. 

Es razonable esperar que sean mayores las posi-
bilidades de obtener un resultado exitoso cuando la 
FNE interviene. Esta cuenta con un excelente equipo 
de abogados especializados y economistas, ade-
más posee facultades especiales para investigar de 
las que carecen los particulares. 

Con todo, una brecha tan significativa justifica un 
análisis más detenido. Una posible explicación es 
que la FNE interviene únicamente en casos que, por 
su propio mérito, ya tienen más probabilidades de 
obtener un veredicto favorable. Lo anterior no pre-
tende en lo absoluto sugerir que la FNE solo inter-
venga en “casos ganadores”, sino que reviste toda 
lógica: por su naturaleza y misión, la FNE solo parti-
cipa en casos donde efectivamente existe evidencia 
de que se está afectando la libre competencia en los 
mercados.

A su vez, la FNE no interviene en demandas teme-
rarias o sin fundamento, ni en casos que debieran 
tramitarse en otras sedes (por ejemplo, ante un tribu-
nal civil). De hecho, el 25% de los juicios de los parti-
culares termina en archivo, mientras que el 3% de las 
causas llevadas por la FNE termina en ese estado.

Adicionalmente, existen otras variables que pue-
den justificar la referida brecha. Uno de estos fac-
tores puede ser, incluso, la intervención del propio 
TDLC. Así, en el famoso caso conocido como “la 
Guerra del Plasma”, donde se sancionó a dos gran-
des tiendas por colusión, una de las principales evi-
dencias consistió en un registro de llamadas reali-
zadas entre ejecutivos de las grandes tiendas. Pues 
bien, esa prueba provino del propio TDLC, luego que 
sus ministros solicitaran, de oficio, dichos registros. 

Normas que promuevan 
el bienestar social

De acuerdo a lo expuesto, no existe duda de que el 
sistema más eficiente es aquel que combina la perse-
cución pública y la privada. En consecuencia, el de-
safío está en identificar el conjunto de reglas que per-

mita encontrar la combinación más adecuada, a fin 
de alcanzar un nivel óptimo de persecución. En esta 
tarea el análisis económico del derecho ofrece con-
clusiones interesantes para tener en consideración.

Por ejemplo, en Chile se debate si hacer un cam-
bio legal que aumente la participación de los particu-
lares, permitiéndoles pedir indemnización de perjui-
cios directamente ante el TDLC. Hoy solo es posible 
reclamar compensaciones ante los tribunales civiles 
y luego de que exista una sentencia condenatoria 
del TDLC. En la práctica, esto ha causado que solo 
muy excepcionalmente -y después de varios años 
de tramitación- víctimas de ac-
tos anticompetitivos hayan ob-
tenido indemnizaciones.

El análisis económico nos en-
seña que un cambio en ese sen-
tido sería positivo, pues tendría 
un efecto disuasivo inmedia-
to. El infractor, junto a la actual 
amenaza de multas, tendría que 
considerar también la indemni-
zación de perjuicios, reduciendo 
los incentivos para realizar actos 
anticompetitivos.

Sin embargo, el mismo análisis económico indica 
que si la reforma legal se hace con mucha laxitud, la 
excesiva participación de particulares podría resul-
tar dañina para la sociedad. Reglas muy laxas -por 
ejemplo, fijando estándares muy bajos para acreditar 
daño- incentivarían el uso estratégico de la indemni-
zación civil, lo que podría resultar en condenas de 
actos que no son verdaderamente anticompetitivos 
(“falsos positivos”). Esto tendría el indeseado efecto 
de inhibir a las empresas de realizar negocios be-
neficiosos para la sociedad o recargar el trabajo del 
TDLC con demandas infundadas.

En conclusión, el análisis económico nos advierte 
que no es indiferente qué reglas conforman un siste-
ma de persecución en libre competencia. La perse-
cución pública tiene muchas ventajas, no obstante la 
incorporación adecuada de la persecución privada 
también ayuda a aumentar la disuasión y permite 
perseguir infracciones que de otro modo quedarían 
impunes, todo ello en beneficio de la comunidad en 
general. 

Cuando la FNE participa, el 

52% de los casos termina con 

sentencia favorable al deman-

dante. En cambio, cuando par-
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¿Existe un rol para el abogado?
Sistema Antilavado de Chile

Cambios variados y de gran importancia tendrá la 

Ley Nº19.913, fortaleciendo la prevención, detec-

ción, persecución y sanción de los delitos de la-

vado de activos y financiamiento del terrorismo en 

Chile. Pero existe un actor que continúa fuera de 

esta normativa: los abogados.

En su última etapa legislativa se encuentra en la 
actualidad el proyecto que modifica la Ley Nº19.913, 
que crea la Unidad de Análisis Financiero (UAF) e 
introduce una serie de modificaciones derivadas de 
las mejores prácticas internacionales del Grupo de 
Acción Financiera Internacional (GAFI), así como de 
las evaluaciones que el Grupo de Acción Financiera 
de Sudamérica (GAFISUD) realizó a nuestro país en 
los años 2006 y 2010.

Dentro de dicho proyecto podemos destacar -a 
modo de ejemplo- la posibilidad que se da al sector 
público (superintendencias, servicios y órganos de 
la Administración del Estado) de reportar operacio-
nes sospechosas a la UAF, junto a la introducción 
de nuevos delitos base de lavado de activos, como 
contrabando, delito tributario, delitos contra la pro-
piedad intelectual y estafa, entre otros. 

Asimismo, y en concordancia con resoluciones 
de las Naciones Unidas, se introduce en esta ley la 
posibilidad, previa autorización judicial, de congelar 
activos derivados de transacciones que involucren 
a personas o empresas listadas como sospechosas 
de terrorismo por dicho organismo internacional.

Como se puede apreciar, los cambios que tendrá 
la Ley Nº 19.913 son variados y de gran importan-
cia, fortaleciéndose con ello la prevención, detec-
ción, persecución y sanción de los delitos de lavado 
de activos y financiamiento del terrorismo en Chile.

Sin embargo, existe un actor que continúa fuera 
del sistema antilavado establecido en la normativa 
en comento: los abogados. En dicho escenario po-
demos preguntarnos si, no obstante no participar 
activamente de las disposiciones legales, ni tener 

Javier Cruz Tamburrino
Abogado
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obligación legal respecto de la Ley Nº19.913, los 
abogados podemos -en el ejercicio de nuestra pro-
fesión- aportar indirectamente en la prevención de 
la comisión de estos delitos, así como también pre-
guntar por qué un abogado debería tomar medidas 
tendientes a prevenir el ser utilizado como un medio 
para el lavado de activos; o bien, si disponemos de 
las herramientas para desincentivar a los lavadores 
de utilizar nuestros servicios.

Identificar vulnerabilidades 
y amenazas

Como ya mencionamos, al no ser los abogados 
sujetos obligados a reportar operaciones sospecho-
sas a la UAF, por lo mismo este Servicio no puede 
iniciar investigación financiera alguna, aun cuando 
se reciba un reporte “voluntario” emitido por alguno 
de ellos.

No obstante esta limitación, existe una serie de 
acciones que los abogados pueden llevar a cabo 
para prevenir estas conductas ilegales de poten-
ciales clientes, y salvaguardar con ello su prestigio 
profesional, tal como lo ha recogido el nuevo docu-
mento sobre prevención de lavado de activos emi-
tido por el Colegio de Abogados a comienzos de 
este año.

Pero ¿cómo se pueden implementar dichas me-
didas de manera efectiva? Existe abundante litera-
tura comparada respecto del rol que puede tener 
un abogado en un sistema preventivo antilavado. Y, 
al igual que otras entidades reportantes de países 
desarrollados, la elaboración de un enfoque basado 
en riesgo surge como una herramienta fundamental 
para identificar las vulnerabilidades y amenazas que 
esta actividad conlleva. 

Así, y de manera muy resumida, los abogados y 
sus estudios jurídicos pueden comenzar califican-
do las actividades y servicios profesionales que 
realizan, y verificar qué nivel de exposición con-
lleva para ellos su respectiva prestación; qué tipo 
de clientes solicitan dichos servicios; y qué nivel 
de control sobre dichas operaciones el abogado 

puede tener. Una vez ana-
lizados estos y otros as-
pectos, se puede tomar la 
determinación de clasificar 
por grado de riesgo los ser-
vicios que se prestan, y so-
licitar perfiles e información 
a los clientes en directa re-
lación con el riesgo al que 
los abogados consideran al 
que se podrían ver expues-
tos. Este ejercicio es válido 
tanto para grandes oficinas 
como para abogados que 
ejercen independientemen-
te la profesión.

Como se puede ver, el 
debido conocimiento de los 
clientes es esencial para 
desincentivar la búsqueda 
de servicios legales por parte de grupos organiza-
dos y especializados en lavar activos. El relajar los 
controles internos -a objeto de intentar no perder un 
negocio- puede resultar en una pérdida irremedia-
ble del principal activo que tenemos los abogados, 
como es el prestigio profesional, a lo que se suma 
el hecho de exponer eventualmente al país a la in-
fluencia de la delincuencia organizada.

Un país con servicios legales que instauren con-
troles robustos de identidad a sus clientes; que so-
liciten información veraz respecto del origen de los 
fondos o activos a ser invertidos; que controlen de-
bidamente la identidad de quienes deseen consti-
tuir sociedades u otros vehículos de inversión; y que 
controlen y conozcan sus propios riesgos, se trans-
formará en una barrera prácticamente infranqueable 
para el ingreso de dinero ilegal a su economía, con 
la consiguiente reducción de los nefastos perjuicios 
sociales, económicos, financieros y reputacionales 
que provoca el lavado de activos.

Por todo ello, y ante la pregunta de si existe un rol 
para el abogado en el Sistema Antilavado de Chile, 
la respuesta por cierto es positiva. LEX
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“Chile y la aspiración marítima 
boliviana. Mito y realidad”

Un documento publicado 

por el Ministerio de Rela-

ciones Exteriores busca 

divulgar en diversas ins-

tancias internacionales los 

argumentos que acrediten 

los sólidos fundamentos 

históricos, jurídicos, po-

líticos y económicos que 

respaldan la posición de 

Chile y desvirtúan la pre-

tensión boliviana.

Hernán Salinas Burgos
Abogado

Con fecha 14 de abril de 2013, Bolivia interpuso 
ante la Corte Internacional de Justicia -en adelante 
la Corte-, una demanda en contra de Chile, donde 
pide que dicho Tribunal declare que nuestro país se 
encuentra obligado a negociar en orden a otorgar un 
acceso soberano al Océano Pacífico a dicho Estado 
altiplánico.

Paralelamente, Bolivia ha iniciado una intensa 
campaña diplomática y comunicacional para divulgar 
su posición. Conjuntamente, con la publicación del 
denominado “Libro del Mar” se ha designado al ex 

Presidente Carlos Mesa como responsable de esta 
campaña a nivel internacional.

Presentada la memoria boliviana y de conformi-
dad con lo dispuesto en el artículo 79, párrafo 1 
del Reglamento de la Corte, Chile ha interpuesto 
una excepción preliminar cuyo objeto es impugnar 
la jurisdicción de dicho Tribunal en el denominado 
Asunto “Obligación de negociar un acceso al Océa-
no Pacífico”.

El Ministerio de Relaciones Exteriores publicó este 
año un documento denominado “Chile y la Aspira-
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ción Marítima Boliviana. Mito y Realidad”, cuyo obje-
to es divulgar en diversas instancias internacionales 
los argumentos que acrediten los sólidos fundamen-
tos históricos, jurídicos, políticos y económicos que 
respaldan la posición de Chile y desvirtúan la preten-
sión boliviana.

La tesis que se plantea en dicho documento se re-
sume en tres argumentos principales: 1) que Bolivia 
tiene acceso al mar por territorio chileno; 2) que am-
bos Estados poseen límites claros y definitivos fun-
dados en un tratado plenamente vigente; y 3) que lo 
que está en juego con la demanda boliviana es el de-
sarrollo normal de las relaciones internacionales y el 
respeto por los límites establecidos. A continuación 
analizaremos cada uno de estos argumentos.

Bolivia tiene acceso 
al mar por territorio chileno

En relación con la primera afirmación, se señala 
que de conformidad al Tratado de Paz y Amistad de 
1904 y más allá de las obligaciones estipuladas en 
dicho instrumento, Chile otorga facilidades, privile-
gios y derechos a Bolivia que le confieren un amplio 
acceso al Océano Pacífico y le otorgan una situación 
privilegiada dentro de los países sin litoral.

Lo expuesto se traduce en que Bolivia goza de 
autonomía aduanera en los puertos de Arica y An-
tofagasta, con sus propias autoridades aduaneras, 
teniendo facultad discrecional para dictar sus pro-
pios aranceles y fijar la tasa de los derechos de im-
portación.

Las cargas bolivianas, en los puertos indicados, 
tienen derecho a permanecer almacenadas por pla-
zos sustancialmente mayores a otras cargas (1 año 
y 3 meses), y en forma gratuita hasta por un año 
para sus importaciones y hasta 60 días para sus 
exportaciones.

Asimismo, dicho país goza de tarifas preferenciales 
para el servicio de uso de muelle para la carga FIO; 
tarifas reducidas o preferenciales para el almacena-
miento de cargas peligrosas; exención impositiva a 
todos los servicios aplicados a la carga boliviana en 
tránsito; y un régimen asimétrico de comercio con 

Chile en virtud del Acuerdo de Complementación 
Económica, teniendo el libre tránsito una expresión 
particular en el oleoducto de Sica Sica-Arica.

Se destaca que solamente por el puerto de Ari-
ca, Bolivia transfiere más del 40% de su comercio 
exterior a países no vecinos, significando para Chi-
le este conjunto de beneficios y privilegios de libre 
tránsito cerca de US$ 100 millones anuales aproxi-
madamente.

Bolivia y Chile poseen límites claros 
y definitivos fundados en un tratado 
plenamente vigente

En relación con la segunda afirmación, se señala 
que la frontera definitiva entre Chile y Bolivia se en-
cuentra establecida por el Tratado de Paz y Amistad 
de 1904, estableciendo un régimen que ha goberna-
do la relación entre ambos países desde hace 110 
años aproximadamente.

En efecto, el Tratado fue suscrito libremente trans-
curridos 24 años del término del conflicto que en-
frentó a ambos países durante el siglo XIX y 20 años 
después de la tregua establecida entre ambas par-
tes, restableciendo las relaciones de paz y amistad 

Libre tránsito a perpetuidad en favor de dicho país por 

territorio y puertos chilenos, lo cual garantiza su acceso  

al mar, siendo respetado e implementado por ambos Es-

tados por más de un siglo.
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un acuerdo a fin de ceder territorio a Bolivia, con el 
objeto que esta tenga “acceso soberano” al Océano 
Pacífico. Con su pretensión Bolivia busca alterar el 
límite vigente con Chile fundada en negociaciones 
diplomáticas que tuvieron lugar en el pasado, como 
fuente de esta supuesta obligación.

Se destaca que la reclamación de Bolivia podría te-
ner consecuencias potenciales de gran alcance en la 
libertad de los Estados para participar en negociacio-
nes diplomáticas sin necesidad de estar legalmente 
obligados a llegar a un acuerdo que no tenga debi-
damente en cuenta sus derechos e intereses. Asimis-
mo, el requisito de que los Estados deben consentir 
en cualquier obligación legal que se imponga sobre 
ellos es un principio elemental del sistema interna-
cional, derivado del principio de igualdad soberana.

Finalmente, el documento aporta un conjunto de 
datos relevantes: un gráfico sobre la carga boliviana 
por puertos chilenos, otro sobre los puertos chilenos 
utilizados por Bolivia; otro que compara en días el 
derecho a permanencia de cargas en zonas prima-
rias de los puertos de Arica y Antofagasta; otro que 
compara las tarifas para el servicio de uso de muelle 
para la carga FIO; y un último que compara en tone-
ladas el comercio exterior boliviano transferido por 
puertos chilenos (34%) y por otros países (66%).

En resumen, el documento comentado constituye 
una oportuna y buena síntesis de los sólidos argu-
mentos de Chile, que legitiman plenamente la validez 
y efectivo cumplimiento del Tratado de Paz y Amis-
tad de 1904, piedra angular de nuestra relación con 
Bolivia. A través de él también se desvirtúa el intento 
de este país de obtener por la vía de la jurisdicción 
internacional, y de forma encubierta, la modificación 
de dicho tratado, en vulneración de principios fun-
damentales del derecho internacional como son la 
intangibilidad de los tratados y la estabilidad de las 
fronteras.

D e r e c h o  i n t e r n a c i o n a l
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entre Chile y Bolivia y poniendo fin al Pacto de Tregua 
de 1984.

En el Tratado de 1904 se reconoce el dominio ab-
soluto y perpetuo de Chile sobre los territorios aludi-
dos en el referido Pacto, entre la desembocadura del 
río Loa y el paralelo 23°, estableciendo el límite de sur 
a norte entre Bolivia y Chile.

Asimismo, en el referido instrumento, Chile conce-
dió a Bolivia los siguientes beneficios: a) libre tránsito 
a perpetuidad en favor de dicho país por territorio y 
puertos chilenos, lo cual garantizó su acceso  al mar, 
siendo respetado e implementado por ambos Esta-
dos por más de un siglo; 2) construcción a cargo de 
Chile del ferrocarril de Arica a La Paz, obra de ingenie-
ría que permitió, por primera vez, poner a Bolivia en 
contacto activo y vital con el Océano Pacífico. Chile 
transfirió al Gobierno de Bolivia en 1928, perpetua y 
gratuitamente, la sección boliviana de ese ferrocarril; 
y 3) obligaciones financieras asumidas por Chile.

Se concluye que las concesiones y el alto costo 
de las indemnizaciones y compromisos económi-
cos asumidos por nuestro país resultan altamente 
inusuales en situaciones similares de la época; equi-
valieron aproximadamente al 4.5% del PIB de Chile 
en la época y fueron cumplidos a cabalidad.

Lo que está en juego con la demanda 
boliviana es el desarrollo normal de las 
relaciones internacionales y el respeto 
por los límites establecidos

En la tercera parte, se señala que carece de funda-
mento la solicitud de Bolivia al Tribunal de La Haya 
que declare que Chile tiene la obligación de negociar 

Las indemnizaciones y compromisos económi-

cos asumidos por nuestro país resultan altamen-
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En el mes de octubre recién pasado ha entrado en vigen-
cia una nueva legislación concursal, bajo el título de “Ley 
de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas”, 
la cual sustituyó íntegramente la Ley de Quiebras, conteni-
da en el Título IV del Código de Comercio. Además, esta 
ley perfecciona el órgano estatal que supervigilaba a los 
síndicos, agregando  el control de martilleros concursales 
y la actuación administrativa en los procedimientos de in-
solvencia de personas naturales.

Las regulaciones de esta legislación influyen en la con-
tratación laboral; en la recaudación tributaria; en el cum-
plimiento de la legislación previsional; en todo el ámbi-
to contractual, sea de carácter nacional e internacional; 
y en definitiva en la economía y los sistemas judiciales. 
Son estos últimos los que no solo deben ejercer la jus-
ticia conmutativa, sino también la justicia distributiva, ya 
que quienes son arrastrados a un proceso de insolvencia 
deben repartirse o soportar las pérdidas, conforme a las 
reglas concursales.

La nueva legislación se adscribe a las formulaciones 
de prevención de la insolvencia, agregando dos capítulos 
nuevos, como son la insolvencia del consumidor y la insol-
vencia transfronteriza. 

Respecto a la reorganización de la empresa, la inicia-
tiva del procedimiento de reorganización regulado en la 
nueva legislación queda entregada al deudor que se en-
cuentra en crisis, quien no está obligado a llevar a efecto 
acción alguna que implique su reorganización. Al deudor 
se le entrega exclusivamente el derecho de iniciar el pro-
cedimiento de reorganización ante el tribunal que corres-
ponda, con el efecto de que el deudor, por un plazo de 
30 días prorrogable hasta alcanzar 90 días, goza de una 
protección judicial, en cuanto que los procedimientos eje-

La nueva ley de quiebras mantiene los mecanismos que ayudan tanto a los deu-

dores como a la prevención de la insolvencia, agregando dos capítulos nuevos: la 

insolvencia del consumidor y la insolvencia transfronteriza. 

Nueva Legislación Concursal

Juan Pablo Román Rodríguez
Abogado

D e r e c h o  c o n c u r s a l
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cutivos seguidos en su contra 
se suspenden y no se pueden 
iniciar nuevos procedimientos, 
incluyendo acciones de liquida-
ción (quiebra) sin perjuicio de 
diversas medidas cautelares. La 
protección se logra con el solo 
hecho de presentar la solicitud  
al tribunal respectivo, sin apoyo 
de acreedor alguno. Tal protec-
ción no comprende materias de 
orden laboral.

Lo anterior significa que un 
deudor objeto de juicios que se 
desarrollen, sean ejecutivos o 
no, puede en cualquier momento 
obtener la señalada protección 
paralizando las actividades ju-
diciales de sus acreedores para 
hacer cumplir sus obligaciones, 
con la sola presentación de la 
solicitud de reorganización.

Los acreedores -particularmente 
los trabajadores-, el Fisco, las instituciones de segu-
ridad social y aquellos que gozan de garantías rea-
les, carecen de cualquier derecho para efectuar un 
procedimiento de reorganización del deudor. Les 
queda el recurso de llevar a cabo juicios de cobro, 
conforme a sus títulos, incluido el procedimiento de 
liquidación regulado en la nueva ley. Los acreedores 
comunes verán impasibles como el patrimonio del 
deudor en crisis se deteriora y paralelamente es con-
sumido por los intereses y multas de los acreedores 
que gozan de privilegios concursales. Al carecer los 
acreedores comunes de títulos ejecutivos, las posi-
bilidades de ejercer sus derechos de cobro quedan 
sujetas a las actividades que realicen los acreedores 
que poseen tales títulos. 

El procedimiento de reorganización afecta los con-
tratos suscritos entre la empresa y sus acreedores, 
impidiendo que se terminen. Se modifica sustancial-
mente la legislación civil, en cuanto a la caducidad 
del plazo por insolvencia resultando improcedente, 
y se incluye la imposibilidad de hacer efectivas las 
garantías, las que precisamente se constituyen para 
que los acreedores puedan enfrentar la insolvencia 

del deudor. Estas solo se podrán hacer efectivas una 
vez que el plazo de la protección haya concluido. 
La empresa sometida al procedimiento de reorga-
nización, gozando de la protección respectiva, no 
puede ser excluida de los registros públicos como 
contratista o prestador de servicios. Así, podrá con-
currir a las licitaciones que los organismos públicos 
soliciten, bajo la condición de que las obligaciones 
con el licitante se encuentren al día, aunque sea un 
deudor de impuestos o cotizaciones sociales u otras 
obligaciones.

El derecho de abstención de los acreedores pre-
ferentes se suprime, toda vez que el acuerdo que 
se logre obliga al deudor y a todos los acreedores, 
hayan o no concurrido a la junta. Como en las jun-
tas se pueden acordar quitas o esperas, los acree-
dores preferentes pueden ver disminuidos sus cré-
ditos o sujetos a modalidades de pago o plazos, 
disminuyendo su valor intrínseco, lo que es aplica-
ble a cualquier crédito privilegiado o hipotecario. 
Consecuencialmente, los privilegios y la hipoteca 
quedan sujetos a los acuerdos de las mayorías en 
cada clase en que pudieren dividirse los acreedores, 
pues ello se encuentra permitido. 

“Reorganización Extrajudicial 
o simplificado”

Se regula un acuerdo que se denomina “Reorga-
nización Extrajudicial o simplificado”, el que resul-
ta obligatorio para quienes concurren al mismo, 
siempre que sea aprobado, una vez suscrito, por el 
tribunal correspondiente. Las normas sobre reorga-
nización judicial, en general, son aplicables a estos 
acuerdos. 

El procedimiento concursal de liquidación puede 
ser voluntario o forzado. Sus causales son simila-
res a las existentes a las de la ley derogada, y se 
mantiene la obligación de consignar previamente 
100 UF. La novedad radica en que el deudor puede 
pagar el crédito u oponer  las excepciones del juicio 
ejecutivo, de esta forma la acción de liquidación se 
convierte en una gestión de cobranza. La sentencia 
que se dicte es apelable en ambos efectos si acoge 
la oposición del deudor, y solo en lo devolutivo si 
acepta la acción. En caso alguno es procedente el 
recurso de casación.

Los acreedores comunes verán 

impasibles como el patrimonio 

del deudor en crisis se deterio-

ra y paralelamente es consumi-

do por los intereses y multas de 

los acreedores que gozan de 

privilegios concursales.
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Se mantiene la venta como unidad econó-
mica y la continuidad de las actividades de la 
empresa.

Procedimiento administrativo

La ley destina 26 artículos para tratar la insol-
vencia  del consumidor. Para que una persona 
natural pueda someterse a este procedimiento 
debe tener dos o más obligaciones vencidas 
por más de 90 días corridos, cuyo monto sea 
superior a 80 UF, sin que se le haya notificado 
una demanda.

Este procedimiento es administrativo, sin que 
se haya excepcionado de la aplicación de la ley 
sobre Procedimientos Administrativos. El deu-
dor debe solicitar a la Superintendencia la apli-
cación de este procedimiento, cuya tramitación 
se inicia mediante un examen de admisibilidad, 
cuyos efectos, en caso de ser admitida la tra-
mitación, es el impedir la liquidación forzosa 
o voluntaria de la persona, al igual que juicios 
ejecutivos o restituciones en juicios de arren-
damiento, hasta que termine el procedimiento. 
Se suspende el devengo de intereses y los con-
tratos mantienen su vigencia, sin que puedan 
hacerse efectivas cláusulas de resolución o de 
aceleración. La persona deudora no puede ce-
lebrar contratos respecto de los bienes embar-
gables que sean parte del procedimiento.

Se contempla una audiencia para determinar 
el pasivo de la persona deudora y otra audien-
cia de renegociación. En la primera la asisten-
cia es obligatoria para los acreedores, bajo el 
apercibimiento de proseguirse la tramitación 
asumiéndose lo obrado en dicha audiencia. 

En la segunda, priman las votaciones de los 
acreedores para acordar una renegociación, la 
que se llevará a efecto sí se cuenta con la con-
formidad de dos o más acreedores que repre-
senten más del 50% del pasivo. La ley dispone 
de normas especiales para los créditos garan-
tizados con prendas o hipotecas. Si no exis-
te acuerdo sobre el pasivo o la renegociación 
propuesta, se cita a las partes a una audiencia 
de ejecución y posterior realización de los ac-
tivos del deudor. LEX

Director de Revista del Abogado
recibió importante distinción en la 
Universidad de Chile

Con el Premio “Mejor Docente de Pregrado 2014” de la Universidad 
de Chile, fue nominado Arturo Prado Puga, Director de la Revista 
del Abogado y Profesor Titular del Departamento Comercial de la 
Facultad de Derecho de dicha casa de estudios. 

A través de esta distinción, otorgada en el pasado mes de noviem-
bre, la Universidad reconoce a los formadores de excelencia en los 
distintos ámbitos del conocimiento y los destaca como modelos 
frente a la comunidad. Cabe señalar que el proceso de selección es 
realizado a partir de la evaluación de los estudiantes, la opinión de 
los directivos y la decisión del Consejo de la Facultad en la que se 
desarrollan las actividades docentes. 

En esta ocasión también fueron premiados los profesores de la Fa-
cultad de Derecho don Álvaro Parra Vergara y don Salvador Mohor 
Abudahad. Por su parte, el Profesor don Juan Eduardo Palma Jara 
fue distinguido por sus cuarenta años de trayectoria como docente.

Designación de nuevo defensor nacional 

Como una decisión destinada a “darle continuidad al funcionamien-
to” de la Defensoría Penal Pública, calificó el ministro de Justicia, 
José Antonio Gómez, la designación a cargo de este servicio del 
abogado Andrés Mahnke Malschafsky. 

Falleció René Abeliuk Manasevich 

En el pasado mes de noviembre, falleció a los 83 años el abogado 
colegiado, académico y dirigente político René Abeliuk Manasevich, 
uno de los más destacados profesores de derecho civil del país. Se 
recibió de abogado en la Universidad de Chile, donde fue discípulo 
de don Manuel Somarriva Undurraga. En el gobierno del ex Presi-
dente Patricio Aylwin se desempeñó como ministro vicepresidente 
de Corfo y a comienzos de la década del 2000 fue abogado inte-
grante de la Corte Suprema. También fue autor de diversos textos 
sobre la enseñanza del derecho.

Actividad Gremial
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Nueva Ley de Lobby
Más transparencia para el Estado
Esta ley es parte de un proceso que busca modernizar la actuación del Estado, pero 

al ser poco certera en algunos aspectos contempla procedimientos no del todo claros 

que pueden hacer difícil su aplicación.

Jaime Gallegos Zúñiga
Abogado
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Luego de una larga tramitación en el Congreso se 
dictó la Ley N° 20.730, que regula el lobby y la gestión 
de intereses particulares, a la cual le ha sido seguido 
“su” reglamento -o más bien uno de sus reglamen-
tos-, que fue publicado a fines de agosto pasado. 

Por otra parte, el Congreso, la Contraloría General 
y el Banco Central, entre otros, también han empren-
dido el proceso de generación de sus normas pro-
pias para la implementación de esta regulación en 
su quehacer, motivo por el cual creemos oportuno 
exponer algunos elementos medulares que esta ley 
trae aparejada, y que supondrán una nueva forma de 
interactuar con las autoridades.  

Ámbito subjetivo: A grandes rasgos, podemos de-
cir que las autoridades superiores (en adelante su-
jetos pasivos) del Ejecutivo (con excepción del Pre-
sidente de la República), Legislativo, Poder Judicial 
y los demás órganos con autonomía constitucional 
que indica, se verán en la necesidad de dar cum-
plimiento a una serie de deberes de información a 
través de los canales respectivos (artículos 3° y 4°). 

Además, la ley permite que se amplíe la nómina 
de los sujetos pasivos imperados que ella establece, 
criterio flexible que da pie a un incremento de su es-
pectro (artículo 4°, incisos 2°, 3° y 4°).

No está demás señalar, en todo caso, que la apli-
cación de sus disposiciones será diferida en el tiem-
po, de acuerdo a una pauta que establece órdenes 
de entrada en vigor en atención a los órganos impe-
rados (artículo 2° transitorio).

Ámbito material: Entre las actividades que la ley 
comprende se encuentran aquellas destinadas a la 
elaboración, dictación, modificación, derogación o 
rechazo de actos administrativos, proyectos de ley y 
leyes, y los demás supuestos del artículo 5º, que en 
el caso en que se materialicen a través de: a) audien-
cias o reuniones que tengan por objeto lobby o ges-
tión de intereses particulares; b) viajes que se realicen 
en ejercicio de las funciones; y c) donativos que se 
reciban con ocasión del ejercicio de esas mismas ta-
reas, deberán consignarse en los registros pertinentes 
que se estructuren para tal efecto. Estos deberán pu-

blicarse en la página web institucional del organismo 
al cual pertenezca el sujeto pasivo y periódicamente 
ser sistematizados por el Consejo para la Transparen-
cia (artículo 9º) y fiscalizados por la entidad respecti-
va, encargada del control de esta materia.   

Aportes a la transparencia

a)Transparencia “más amplia”: La ley incorpora 
como materia susceptible de ser conocida por el 
ciudadano no solo los actos formales de los sujetos 
pasivos, sean estos terminales o no, a los cuales ya 
se tenía acceso en virtud de 
las disposiciones de la Ley Nº 
20.285, sino también aquellas 
otras actividades, como au-
diencias, reuniones, viajes y 
donativos, sostenidas, ejecu-
tadas o recibidas en el marco 
de sus funciones públicas, que 
ahora deben difundirse, pro-
veyendo una serie pormenori-
zada de datos y antecedentes 
sobre los mismos, como la 
individualización de los suje-
tos con quienes se sostuvo la 
reunión y las materias tratadas, 
entre otros muchos aspectos (artículos 5° y 8°).

Lo que se busca es hacer público el proceso de 
adopción de resoluciones, acuerdos o la mera con-
vicción de aquellos sujetos (pasivos) relevantes que 
tienen poder decisorio. Ello involucra no solo a los 
actos formales propiamente tales, sino también 
aquellos que muchas veces no culminarán en un 
acto terminal, pero que sí influyeron o pueden influir 
en la voluntad del órgano en el futuro. 

De ahí que a través de un estudio sistemático de la 
información publicada, el ciudadano podrá “seguir la 
pista” a todos los grupos de interés que intervinieron 
en la generación de un acto que se transforme en una 
decisión de la Administración o incluso en una ley.

b) Proceso modernizador del Estado: La dictación 
de esta ley no puede mirarse como una iniciativa 

Solo a través de un verda-

dero espíritu consistente 

con una mayor transparen-

cia, esta ley podrá ver sus 

frutos, ya que en su defecto 

las alternativas para “eva-

dirla” son muchas.
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aislada, puesto que debe entenderse dentro de un 
proceso que busca dar mayor transparencia a la ac-
tuación del Estado. Esto obliga a una lectura siste-
mática de toda la normativa involucrada, como por 
ejemplo la Ley N° 20.285, sobre acceso a la informa-
ción; la Ley N° 19.653, de probidad administrativa; la 
Ley N° 20.088, de declaración de intereses y otras 
análogas, cuyo objetivo es modelar una instituciona-
lidad acorde con los requerimientos de esta época. 
Por ello estimamos que si se hace una correcta apli-
cación de sus disposiciones, se puede dar un paso 
adelante en la consolidación de un Estado de Dere-
cho más cercano a la ciudadanía.

c) Rol de los privados: La Ley supone el cumpli-
miento de una serie de deberes no solo para los su-
jetos pasivos (actores públicos), sino también para 
los individuos que desarrollen actividades de lobby 
o gestión de intereses particulares, quienes deberán 
aportar una serie de antecedentes que serán difun-
didos en los registros correspondientes (artículos 12 
y 13), lo que en muchos casos puede resultar sen-
sible para esta clase de agentes. Relacionado con 
ello, no está demás indicar que en el evento de omi-
tir información o proveer, a sabiendas, antecedentes 
inexactos o falsos se podrán aplicar multas a título 
de sanción (artículos 12, 13 y 8°).

Posibles dificultades
en la implementación

a) Rechazo a los cambios: La ley supondrá un 
necesario proceso de aprendizaje de los diferentes 
actores involucrados, quienes no cuentan con expe-
riencia en estos aspectos y cuyo ámbito es vasto, 
desde ministros a concejales y funcionarios de todos 
los municipios del país. Ellos deberán implemen-
tar procesos de flujos de información que actúen 
de manera inmediata y dinámica, lo que importará 
transformaciones en la forma de operar y relacionar-
se con la ciudadanía.

b) Riesgo de coartar la participación: Los sujetos 
pasivos pueden verse inhibidos de tener un contacto 
inmediato con los ciudadanos, a través de audien-
cias, por el temor a ser escrutados públicamente, 
entrabando así la interacción con el Estado.

Mirado desde otro punto de vista, lo positivo de 
ello será que mediante los incentivos/desincentivos 
establecidos se puede fomentar la participación de 
los distintos sectores, a través de canales formales y 
públicos, estructurados a la luz de las disposiciones 
de la Ley Nº 20.500, y no por actividades de presión, 
ajenas a control alguno, que usualmente solo pue-
den desarrollar los sectores más influyentes.

El ciudadano podrá “seguir la pista” a todos los grupos de interés que intervinieron en la generación de 

un acto que se transforme en una decisión de la Administración o incluso en una ley.

D e r e c h o  P ú b l i c o



do de velar por la correcta aplicación de la precepti-
va en análisis en toda la Administración, en general.

d) Ambigüedad en el texto aprobado: La ley es 
poco certera en algunos aspectos, contemplando 
procedimientos poco claros que pueden hacer difícil 
su aplicación.

En este punto, será crucial determinar el alcance 
del artículo 6º, que contempla una serie de asuntos 
que quedan al margen de esta ley. Así, mientras se 
les dé una interpretación más amplia a esos supues-
tos, podrían verse mermados los objetivos de trans-
parencia perseguidos. 

Como puede apreciarse, esta normativa deman-
dará de los operadores el ajustar su actuar bajo 
otros criterios y pautas. Solo a través de un verdade-
ro espíritu consistente con una mayor transparencia, 
esta ley podrá ver sus frutos, ya que en su defecto 
las alternativas para “evadirla” son muchas. LEX

En esta línea, no puede olvidarse que según el ar-
tículo 11 los sujetos pasivos deben brindar igualdad 
de trato respecto de las personas, organizaciones y 
entidades que soliciten audiencias sobre una misma 
materia. En virtud de ello no sería viable -en princi-
pio- el rechazo de un requerimiento de este tipo, si 
previamente ya se ha sostenido una con otro grupo 
que represente intereses divergentes a los que se 
quiere formular. 

c) Falta de uniformidad en la aplicación: La hete-
rogeneidad en la dictación de resoluciones o acuer-
dos que normen la ejecución de la ley puede generar 
criterios dispares en los distintos órganos involucra-
dos, ya que no se creó un órgano centralizado que 
uniforme o fiscalice su aplicación de manera trans-
versal en los distintos poderes del Estado.

En esta materia, será crucial el rol que deberá 
cumplir la Contraloría General, organismo  encarga-

D e r e c h o  P ú b l i c o
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Por Arturo Prado Puga y Deborah Con Kohan

e n t r e v i s t a

Abogado y periodista, Cristián Zegers es de so-
bra conocido en el medio nacional y sin duda no ne-
cesita mayores presentaciones.Ya antes de terminar 
sus estudios de derecho en la Universidad Católica, 
comenzó a trabajar como redactor de “El Diario Ilus-
trado” y su interés por el periodismo fue creciendo 
al punto de que terminó desplazando por comple-
to al trabajo con las leyes. Participó en la fundación 
de las revistas “Portada” y “Qué Pasa” y en 1972 se 
incorporó a la empresa El Mercurio SAP. Fue subdi-
rector de “El Mercurio” y luego, durante cerca de 25 
años, director de “La Segunda”, a la cual le impuso 
su particular y exitoso sello, y a contar de 2006 es 
el director de “El Mercurio”. A punto de cumplir 75 
años el próximo 14 de febrero, desde su privilegiada 
ubicación como testigo y a la vez actor de la realidad 
nacional, dice estar optimista en relación con el de-
venir de Chile y que, a pesar de todo lo que ha visto 
y vivido en su larga carrera, no cree probable escribir 
un libro con sus memorias. 

Con una formación en derecho y muchas 

décadas de periodismo en el cuerpo, ha 

sido un testigo privilegiado del acontecer 

nacional y de los distintos procesos que 

ha atravesado la sociedad chilena. Su vi-

sión sobre el futuro de la prensa escrita es 

optimista, ya que a su juicio entrega una 

profundidad que los medios digitales no 

permiten.

“La sociedad chilena se encuentra 
en plena fermentación de cambios”

Cristián Zegers, Director de “El Mercurio” 
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- Leo con cierta voracidad a los me-
morialistas, tal vez por saber de modo 
inconsciente que difícilmente me con-
taré entre ellos -señala-. Pienso que no 
procede hacer público después lo que 
no procedió publicar en su momento, ni 
menos traicionar la confianza, don gra-
tuito que he recibido de tantos protago-
nistas del acontecer nacional.   

- ¿Cómo se explica la longevidad 
de “El Mercurio”?  ¿Cuál es la “rece-
ta” para mantener el éxito a lo largo 
de los años?

- Pienso que la clave radica en el es-
fuerzo empleado en la recolección pro-
fesional y el análisis de la información, 
y en su debida jerarquización. “El Mer-
curio” no ha sido un diario de trinche-
ras políticas, ideológicas ni religiosas, 
sin perjuicio de expresar siempre una 
línea editorial -solo en sus espacios de 
opinión- en favor de una sociedad de 
libertades. La descalificación personal, 
el lenguaje agresivo, le son ajenos. En 
esto, creemos sintonizar con el ánimo 
de la inmensa mayoría de los chilenos.  

- ¿Cómo ha evolucionado el públi-
co lector durante todas estas déca-
das en que Ud. ha estado en el pe-
riodismo?

- Contra todo lo que pudiera creerse, 
se ha ampliado enormemente el núme-
ro de lectores chilenos de la prensa de 
calidad, y no de los que prefieren el sen-
sacionalismo. “El Mercurio” es hoy líder 
en circulación auditada los siete días 
de la semana, lo que antes no ocurrió.  
En paralelo, se ha ensanchado la gama 
de campos en los que debemos entre-
gar información fiable. La economía, 
la ciencia y tecnología, la educación y 
también la cultura, ocupan hoy espacios 
de preferencia periodística inexistentes 
hace cuatro décadas. Respecto de los 
contenidos legales y judiciales, cada 
vez más nuestros lectores demandan 

información específica sobre materias 
crecientemente más complejas del ám-
bito del derecho económico, energético 
o medioambiental, entre muchas otras.

- ¿Cómo ha cambiado el periodis-
mo la existencia de internet, la publi-
cación de diarios online y la posibili-
dad de los lectores de interactuar a 
través de blogs?

- Se ha refinado más el contenido del 
periodismo escrito, en nuestra columna 
matriz: la edición diaria está comple-
mentada por los sitios de interacción. En 
general, la mayoría de las múltiples for-
mas de internet provocan la tensión no-
ticiosa del minuto en la red, pero no pro-
fundizan ni pueden jerarquizar el torrente 
noticioso para dar una visión inteligible 
de la realidad. Así, el solo alimento noti-
cioso de internet puede conducir a algún 
grado de desinformación y confusión.  

Un retroceso 
en la formación humanista

- ¿Qué le ha aportado a su trabajo 
periodístico su formación en derecho?

- Mucho. Quizá lo más determinante 
sea el valor irreemplazable de preservar 
para Chile el imperio de un Estado de 
Derecho efectivo. También un método in-
consciente de organización mental muy 
valioso para procesar la actualidad; y, en 
fin, el fundamento de la organización del 
Estado y su relación con la comunidad.  

- ¿Tuvo influencia en Ud. haber teni-
do como profesor a Jaime Eyzaguirre?

- Él fue el maestro por excelencia de 
mi generación universitaria. Su influen-
cia fue mucho más allá de su valiosa in-
terpretación de Chile y de su historia.  Él 
suscitó vocaciones e inquietudes públi-
cas como pocos, y el ascendiente de su 
testimonio personal se proyectó en una 
amplia y plural dimensión de chilenos. 
Vivió ejemplarmente el verdadero senti-
do de la pobreza evangélica.

- ¿Qué le llevó a preferir el periodis-
mo antes que el derecho?

- Cuando entré a la Universidad, re-
cién se había fundado la primera es-
cuela de periodismo. Siendo estudiante 
de derecho tuve intensa práctica como 
periodista, y en los diez años siguientes 
pude compatibilizar, no sin esfuerzo, la 
abogacía y el periodismo, hasta que lle-
gó el momento de la opción definitiva, 
de la cual no me arrepiento.

- ¿Observa diferencias entre las 
nuevas y las antiguas generaciones 
de periodistas?

-Generalizando mucho, en lo positivo, 
la diferencia más visible en los jóvenes 
me parece su múltiple y fácil dominio de 
las nuevas tecnologías. En lo preocu-
pante, un perceptible retroceso en su 
formación humanista, derivado de la de-
bilidad formativa de la educación media. 
Y agregaría un curioso desinterés inicial 
en los propios estudiantes de periodis-
mo por informarse a fondo, de todo y 
todos los días, dedicando a este afán su 
primera obsesión.  Eso no lo noto; pue-

“El Mercurio” no ha sido un 

diario de trincheras políticas, 

ideológicas ni religiosas, sin per-

juicio de expresar siempre una 

línea editorial.
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e n t r e v i s t a

de atribuirse a una vocación más tenue, 
que no siempre se logra profundizar 
hasta la pasión y entrega total que exige 
nuestra actividad.   

- ¿A qué peligros se enfrenta el pe-
riodismo en la actualidad? ¿Y especí-
ficamente en Latinoamérica?

- Es el mismo peligro de siempre: la 
amenaza a la libertad de expresión y de 
información. Gobiernos pretendidamen-
te democráticos en Latinoamérica em-
plean un talento creativo que les habrían 
envidiado Stalin o Hitler, por apagar la li-
bertad con medios mucho más sutiles y 
menos aparentes, pero igualmente des-
tructores del periodismo libre. Venezue-
la no es el único ejemplo en la región.   

- Desde su perspectiva privilegiada 
como director de “El Mercurio”, ¿cómo 
ve hoy día a la sociedad chilena? 

- Se encuentra en plena fermentación 
de cambios. Algunos positivos, otros 
inquietantes, como siempre en la histo-
ria. Somos una sociedad aún joven, en 
proceso de madurar psicológicamente 
la vivencia de estándares de bienestar 
materiales que nunca conoció antes. 
Periódicamente somos puestos a dura 
prueba por la naturaleza, pero, felizmen-
te, en nuestros menos de cinco siglos 
no hemos debido atravesar las terribles 
pruebas de guerras y convulsiones casi 
aniquiladoras, como las que han expe-
rimentado varios países de Europa y 
Asia. Carecemos del capital de acervos 
milenarios de experiencia. Quizá de allí 
que demos por exigibles ciertos dere-
chos, sin conciencia paralela de los es-
fuerzos colectivos que supone el llegar 
a poder disfrutarlos en la realidad, no 
en las meras palabras. Históricamente, 
quizá a muchos respectos estemos aún 
en la adolescencia en cuanto se refiere a 
una expresión ciudadana que hoy, feliz-
mente, es amplísima y masiva.    

- ¿Qué importancia le asigna al em-
poderamiento de la ciudadanía y a 

sus crecientes exigencias, demandas 
y conciencia de sus derechos?

- Es positivo, desde luego. Una ciu-
dadanía “empoderada” puede resultar, 
en principio, menos vulnerable a los 
intentos totalitaristas, mesiánicos o fun-
damentalistas que siempre laten entre 
nosotros, apenas cubiertos por los dis-
fraces de ocasión.    

  

El progreso chileno

- Un problema importante que se 
observa a nivel nacional es que la 
prensa juzga y declara culpables an-
tes que los tribunales. ¿Es este un fe-
nómeno que puede corregirse?

- No generalizaría. “El Mercurio”, des-
de luego, no lo practica. Tampoco pien-
so que sea un fenómeno exclusivamente 
chileno, y ni siquiera de los países me-
nos avanzados. Se observa también en 
democracias sólidas que tienen real li-
bertad de información y expresión, don-
de hay muchísimos medios volcados en 
el sensacionalismo. En el Reino Unido, 
cuna de la “quality press”, esta convive 
con otra, muy acogida por cierto público, 
que hace caso omiso de la honra ajena. 
También debemos admitir que ciertas 
áreas de la institucionalidad se quedan 
retrasadas respecto de la sociedad con-
temporánea, y flaquean frecuentemente 
en traducir lo que el sentir colectivo per-
cibe como justo.  Ello determina juicios y 
pareceres anticipados que los diarios de 
referencia no pueden ignorar.        

- ¿Cómo ve el panorama político y 
económico chileno para el próximo 
año? ¿Cree que se podrá recuperar 
la confianza?

- Soy optimista. Es tan evidente el 
progreso chileno en las últimas cuatro 
décadas, que sería demencial sacrifi-
carlo en el altar del ideologismo enso-
ñado. Tenemos problemas, y graves 
problemas, como cualquier sociedad 
-pensemos solo en la pobreza no su-

perada del todo, de la que no se habla 
mucho ahora-, pero necesitamos un 
baño de realidad, y mirar tan solo lo que 
está pasando en buena parte de nuestra 
región. ¿Por qué elegir malos rumbos 
demostrados como tales, a sabiendas?    

- Otro fenómeno importante del 
presente en nuestro país es la au-
sencia de líderes y el descrédito de 
los políticos en Chile. ¿Cree que esto 
pueda revertirse?

- Cuando veo los resultados de los 
certámenes que anualmente y por ya 
una década y media organizamos con 
otras instituciones, como “Mujeres lí-
deres”, “Jóvenes líderes”, “Mejores em-
presas”, “Escuelas líderes” y otros simi-
lares, no puedo coincidir en que haya 
ausencia de líderes. Los hay en consi-
derable número y diversidad, y de admi-
rable calidad, solo que revisten formas 
diferentes de lo que calificábamos como 
liderazgo hace algunos decenios. Ese 
es otro fenómeno en ebullición de cam-
bio, me parece. En cuanto a descrédi-
to de los políticos, tampoco lo percibo 
como una exclusividad nacional. Basta 
mirar la evaluación que reciben en Euro-
pa occidental e incluso en las democra-
cias más antiguas, como el Reino Unido 
y EE.UU. Por lo general, además, en las 
crisis suelen emerger figuras nuevas va-
liosas, que marcan rumbos de cambio y 
contribuyen a recuperar los equilibrios.  

- ¿La cultura sigue siendo elitista 
en Chile?

- Desde cierta perspectiva, la cultura, 
en el sentido de creación y apreciación 
de las obras de máxima excelencia en 
las artes, las letras y el pensamiento, 
siempre ha sido elitista, incluso en los 
ejemplos más paradigmáticos, como la 
Grecia clásica o el Renacimiento. Des-
de otro ángulo, sin embargo, la cultu-
ra nunca había sido menos elitista que 
hoy, en Chile como en el mundo. La tec-
nología contemporánea -las redes elec-
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lativamente favorable en comparación 
con la de otros países de la región. Pero 
nos inquieta que, aduciendo toda suer-
te de teorías, hoy todas desprestigiadas 
en el mundo desarrollado, se pretendan 
reformas que establecen restricciones e 
imposiciones a los medios de comunica-
ción que pueden terminar afectando la li-
bertad de expresión. Diversas formas de 
expropiar y controlar contenidos noticio-
sos. Naturalmente, no toda regulación 
es mala y siempre hay aspectos que 
mejorar, pero lo esencial es fomentar y 
resguardar el libre emprendimiento de 
distintos proyectos editoriales que sean 
independientes de la autoridad política 
de turno. Más que hipertrofia de regu-
laciones -que suele llevar a arbitrarie-
dades, dirigismo o sofocación informa-
tiva a manos del poder de turno, como 
lo sufren no pocos países hermanos-, 
creo que hace falta mejor educación, y 
específicamente educación cívica. Esta 
es la que crea conciencia de la necesi-
dad de un ordenamiento jurídico equili-
brado, con respeto por las instituciones 
y por los derechos y libertades de las 
personas. Eso permite que las personas 
asuman un papel mucho más activo en 
defensa de la libertad de expresión.  LEX

trónicas, los masivos desplazamientos 
por el planeta hacia los centros cultu-
rales- la ha puesto al alcance de más 
millones que jamás antes en la historia 
humana. Baste notar que en el arte que 
rutinariamente se sindica como el más 
elitista de todos los géneros -la ópera-, 
las transmisiones en directo desde los 
máximos teatros en que esta se culti-
va llegan hoy a una inédita audiencia 
de millones en toda la Tierra. En Chi-
le, nunca hubo tantos focos de cultura 
como en nuestros días. Y si se facilitara 
enérgicamente el mecenazgo privado 
-por la vía que abrió la histórica Ley Val-
dés-, su número, calidad y diversidad 
aumentarían velozmente.  

- Temas como el aborto terapéutico, 
el matrimonio homosexual, la adop-
ción por homosexuales, ¿encuentran 
suficiente y objetivo espacio en la 
prensa nacional?

- No creo que me competa un juicio 
general respecto de otros medios, pero 
contrapregunto: ¿cabe estimar escasas 
o sesgadas la cobertura y la polémica 
permanente que esos y otros temas 
valóricos encuentran en las páginas de 
crónica, editorial y de cartas del lector 
en “El Mercurio”, así como en sus blogs, 
desde todos los ángulos?

Con sentido de urgencia

- Durante un largo tiempo fue direc-
tor de “La Segunda”, ¿qué diferencias 
tenía ese cargo con respecto al actual?

- En lo esencial, solo de alcance. Un 
vespertino fuerte en información polí-
tica y económica, con vocación de in-
fluencia, pero más enfocado hace una 
década atrás a la Región Metropolitana, 
versus un diario de alcance nacional y 
completitud informativa.     

- ¿Cuál ha sido su sello como direc-
tor de “El Mercurio”?

- No me parece que tenga nada espe-
cialmente personal. Hay toda una tradi-

ción sobre la cual apoyarse, para pre-
servar el estilo del diario. Si algo, quizá 
un redoblado acento en el sentido de la 
urgencia y de la máxima celeridad entre 
la detección del fenómeno noticioso, su 
verificación y su entrega al lector.   

- Usted ha hablado del “diario ins-
titución”, ¿a qué se refiere con ese 
concepto?

- Lo que escribí hace bastante tiem-
po, se mantiene a firme. Alguna eviden-
cia actual es el hecho de que con todo 
el fantástico desarrollo alcanzado por la 
penetración de internet, las principales 
marcas de prestigio periodístico son, 
precisamente, las de aquellos diarios-
instituciones que en sus respectivos 
países interpretan algo muy permanente 
y valioso de ellos mismos.  

- Ud. ha dicho que la “la prensa in-
tenta ser el reflejo de la verdad que 
existe en la sociedad”. ¿Lo logra “El 
Mercurio”?

-Al menos venimos esforzándonos por 
lograrlo cada día del año....desde 1827.

- A su juicio ¿qué reformas legales 
hacen falta en Chile para fortalecer la 
labor de la prensa?

- Al respecto, nuestra situación es re-

Las múltiples formas de in-

ternet provocan la tensión 

noticiosa del minuto en la 

red, pero no profundizan ni 

pueden jerarquizar el torrente 

noticioso para dar una visión 

inteligible de la realidad.

e n t r e v i s t a
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50 Años de Profesión

Como ya es tradicional, el Consejo de la Orden 
rindió un emotivo homenaje a los abogados cole-
giados que cumplieron 50 años de profesión, distin-
guiendo esta vez a quienes se titularon en 1964. 

La ceremonia  se realizó el pasado 20 de noviembre 
y en ella la Presidenta de la Orden, Olga Feliú de Or-
túzar, se refirió, entre otros aspectos, a la misión del 
Colegio de Abogados, señalando que este debe “ve-
lar permanentemente por la mantención del Estado 
de Derecho en el país y por el irrestricto respeto de 
los derechos humanos, como lo dicen sus Estatutos. 
En medio de la vorágine del progreso, y de los cam-
bios que se requieren, el derecho, que es perdurable 
y valioso, debe ser la piedra angular. Nunca debemos 
olvidar que por grandes que sean las transformacio-

Colegio de Abogados homenajeó 
a titulados en 1964

nes, el derecho y los abogados son indispensables”.
A nombre de los homenajeados se dirigió Luis Win-

ter Igualt, quien destacó a las grandes transformacio-
nes experimentadas por la sociedad en todo orden 
durante estos 50 años de profesión, expresando que 
lo apasionante de ella “es la diversidad de los campos 
en que esta se despliega… en todos estos senderos 
distintos por los que nos ha conducido la profesión, 
hemos intentado como abogados iluminar en estos 
50 años las sombras del camino con la antorcha del 
derecho y la justicia, el derecho que Ulpiano definía 
como “el arte de lo bueno y de lo justo”, y sus tres 
grandes preceptos “vivir honestamente, no dañar a 
otros y dar a cada uno lo suyo”. Ojalá hayamos con-
tribuido a lograrlo”.

a c t i v i D a D  G r e m i a l
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Homenajeados 2014

Isa Anuch Sagle

Antonio Alberto Atisha Atisha

Eduardo C. Avello Concha

Hernán Enrique Barrios Caro

Guillermo Bruna Contreras

Alberto Coddou Claramunt

Humberto Enrique Cresta Fairlie

Leandro Segundo Chand Lizama

Juan Carlos Dörr Zegers

Carlos Gastón Fernández Montero

Hernán Gamboa Blanco

Luis Arturo Gardeweg Lacourt

James Andrew Hamilton Donoso

Marta Hantke Corvalán

Gonzalo Hurtado Morales

Pedro Rafael Ibarra Léniz

Germán Jorge Illanes Fernández

Pablo Infante Vargas

Jaime Irarrázabal Covarrubias

María Eugenia Iturra Raposo

Víctor Eduardo Jara Roncati

Patricio Jory Walker

a c t i v i D a D  G r e m i a l

De izquierda a derecha, los consejeros Cristián Maturana Miquel, Héctor Humeres Nogu-
er, Olga Feliú Segovia (Presidenta de la Orden), Marcelo Albornoz Serrano (Subsecretario 
de Justicia) y Arturo Alessandri Cohn (Vicepresidente).
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Homenajeados 2014 

Oscar Kolbach Correa

Roberto Lausen Kuhlmann

María Yolanda Manríquez Sepúlveda

Fernando Renato Mesa-Campbell 

Ceruti

Leonidas Montes Olavarrieta

Sylvia Morales Gana

Gabriel Muñoz González

Hugo Musante Romero

Rodrigo Norero Meza

Galo Ojeda Gutiérrez

María Ximena Olivos Jervis

Mauricio Opazo Barragán

Francisco Javier Ortega Riquelme

Eliana Natacha Panatt Kyling

Francisco Fernando Pimentel Díaz

Jaime Ponce Cumplido

Hernán Alberto Puerto García

Alberto Pulido Cruz

Fernando Gregorio Quintana Bravo

Carlos Humberto Ramírez Navarro

Hernán Reyes Silva

Gonzalo Reyes Vargas

Hernán Ríos de Marimon

Manuel Antonio Riveros Izquierdo

Sergio Daniel Rojas Pizarro

María Lucila San Martín Segura

Miguel Schweitzer Walters

Gustavo Sciolla Avendaño

Guido Alfonso Sepúlveda Sánchez

Mario Soto Venegas

Régulo Valenzuela Matte

Francisco Vargas Avilés

Alberto Vergara Silva

Pablo Guillermo Vinagre Muñoz

Luis Carlos Winter Igualt LEX

a c t i v i D a D  G r e m i a l

El consejero Luis Ortiz Quiroga y el abo-
gado homenajeado Jaime Irarrázabal Co-
varrubias.

Olga Feliú destacó la misión que le cabe al Colegio de Abogados en la mantención del Estado de 
Derecho en el país.

Luis Carlos Winter Igualt, quien se expresó a nombre de los homenajeados, 
se refirió a las grandes transformaciones experimentadas por la sociedad 
durante estos 50 años de profesión.

El consejero Sergio Urrejola Monckeberg y el 
abogado homenajeado Oscar Kolbach Correa.
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D e r e c h o  P r o c e s a l

En nuestro país se está promoviendo por diversos 
gobiernos y desde hace mucho tiempo una reforma del 
sistema procesal civil, la que implica no solo la aproba-
ción de un Código Procesal Civil, sino también de las re-
formas orgánicas que permitan su funcionamiento ade-
cuado y coherente. 

Dichos cambios orgánicos revisten una urgente nece-
sidad, ya que, como todos sabemos, con anterioridad y 

Rol de la Corte Suprema

Debemos decidir qué función deseamos que cumpla nuestro máximo órgano jurisdiccional, 

asignándole un rol claro para impedir que se mueva erráticamente entre los diversos modelos de 

tribunal que le impone nuestra difusa legalidad.

¿Recurso de Casación o 
Unificación de Jurisprudencia?

Cristián Maturana Miquel
Abogado

basándose en diversos principios, se han modificado en 
forma sustancial los sistemas procesales penales, labo-
ral y de familia.

Por otra parte, respecto del sistema recursivo, son mu-
chos los cambios constitucionales y legales experimenta-
dos durante estas últimas décadas, lo que ha implicado 
requerir de nuestra Corte Suprema su funcionamiento 
como tribunal de instancia, de casación y de unificación 
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de jurisprudencia, sin perjuicio de que también se le 
ha encomendado el ejercicio de funciones discipli-
narias, conservadoras y administrativas.

Para que un sistema se desempeñe en forma co-
herente y cumpla funciones que claramente sean co-
nocidas por la comunidad, es necesario precisar el 
recurso con el cual se podrá arribar a dicho sistema, 
en este caso, al tribunal superior de una organización 
judicial que debe cumplir con una determinada mi-
sión. En la actualidad, en el derecho comparado se 
reconocen solo tres modelos, con distintas variables: 

1.- Un recurso de casación, de origen francés y 
entendido como aquel que permite a la Corte de 
Casación, a requerimiento de una parte agraviada, 
solamente anular las sentencias dictadas con in-
fracción de ley en un caso concreto (sentencia de 
casación), reenviando el asunto a los tribunales de 
instancia para su solución. En este caso, la Corte 
de Casación no tiene ningún contacto con la ins-
tancia, dado que su interés radica en velar solo por 
la correcta aplicación de la ley con la anulación de 
las sentencias que la hubieran infringido en un caso 
concreto. Así se explica la ubicación originaria de la 
Corte de Casación fuera del Poder Judicial, dentro 
del papel acotado que se le entrega.

2.- Un recurso de casación de origen hispánico, 
entendido como aquel que permite al Tribunal Supe-
rior, a requerimiento de una parte agraviada, no sola-
mente anular las sentencias dictadas con infracción 
de ley en un caso concreto (sentencia de casación), 
sino también resolver el asunto particular aplicando 
correctamente la ley en lugar de los tribunales de la 
instancia, a quienes no es reenviado el asunto para 
la dictación de una nueva sentencia (sentencia de 
reemplazo). En este caso, el Tribunal Superior pasa 
a tener  a posteriori un contacto limitado con la ins-
tancia, dado que si casa la sentencia, debe proce-
der a fallar el asunto aplicando correctamente la ley. 
De acuerdo con ello, se utiliza la expresión Tribunal 
-correctamente a nuestro entender- y es también 
precisa la expresión Superior, al ser este el que se 
encuentra en la cúspide de la organización judicial.

3. Un recurso de unificación de jurisprudencia 
ante la Corte Suprema, la que a requerimiento de 
una parte agraviada, procede a seleccionar el co-
nocimiento de un recurso deducido en un asunto 
particular. Ello, por revestir este un interés general, 

El interés del órgano juris-

diccional no se radica en la 

solución de un asunto parti-

cular, por ser ello misión de 

los tribunales de la instan-

cia, sino en la generación 

de precedentes para la so-

lución uniforme e igualitaria 

de casos futuros.
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permitiendo que a partir de la solución del mismo 
se pueda fijar un precedente para ser considerado 
a futuro respecto a cómo deberán ser resueltos en 
forma uniforme casos semejantes. Aquí, el interés 
del órgano jurisdiccional no se radica en la solución 
de un asunto particular, por ser ello misión de los 
tribunales de la instancia, sino en la generación de 
precedentes para la solución uniforme e igualitaria 
de casos futuros, velando así preferentemente por la 
igualitaria, coherente, uniforme y predecible solución 
de asuntos semejantes dentro del sistema jurídico.

Posibles consecuencias

La decisión anterior es importante, dado que si op-
tamos por un recurso de casación, en cualquiera de 
sus modalidades, ello traerá las consecuencias de: 

a) Encontrarnos ante una Corte de Casación o 
Tribunal Superior, que atendido el gran volumen de 
asuntos deberá estar compuesto por muchos mi-
nistros, con un cargo que no reviste el carácter per-
sonalísimo, al permitirse la integración del tribunal 
por abogados integrantes, fiscal judicial y ministros 
suplentes, disgregándose las funciones en otros 
funcionarios.

 b) Los escritos deben ser formalistas, sancionán-
dose con el filtro negativo de la inadmisibilidad su 
incumplimiento, al ser su finalidad la ineludible elimi-
nación de recursos, debido a que no todos pueden 
ser conocidos por el tribunal superior.

 c) El interés que se privilegia es el ius litigatoris 
o particular, mirando hacia el pasado como ha sido 
fallado un asunto particular, a petición de una parte 
agraviada, para así alcanzar la correcta aplicación 
de la ley ante un caso concreto. Con ello no se dis-
tinguen las funciones que deben ejercer los distintos 
tribunales, y se termina descansado en una mirada 
jerárquica conforme a la estructura en que se ejerce 
el poder más que en la autoritas y la eficiencia de 
la funcionalidad del mismo. Asimismo, solamente se 
admite la intervención en el  recurso de casación de 
las partes en el proceso. 

d) Se otorga una mirada a la independencia judi-
cial en beneficio de los jueces, sosteniendo que no 
puede imponérseles de manera alguna la considera-
ción de lo resuelto en otros procesos, ni aun si hu-
biera sido resuelto por ellos mismos.

e) Se privilegia claramente la justicia del caso con-
creto, restándose importancia a la falta de uniformi-
dad en la solución de los conflictos, sin que se con-
temple mecanismo alguno para conducirnos al logro 
efectivo de ese propósito. 

f) La necesaria falla de los filtros negativos con-
duce a que se vea una gran cantidad de asuntos, lo 
que lleva a una seria devaluación de la jurispruden-
cia, y a una imposibilidad efectiva de que esta sea 
proyectada hacia futuro y con carácter general para 
dirigirnos a un fallo igualitario, predecible  y uniforme 
de asuntos semejantes. 

g) En virtud de un principio estricto de legalidad, 
solo la ley es considerada fuente del derecho. Se 
desconoce entonces va-lor a la jurisprudencia, aun 
como antecedente que debe ser considerado para la 
correcta argumentación en la solución de un asunto.

En cambio, si opta-
mos por un recurso que 
nos conduzca a la unifi-
cación de jurispruden-
cia, en cualquiera de sus 
modalidades, ello debe-
ría traer como conse-
cuencia lo siguiente: 

a) Nos encontraremos 
ante una Corte Suprema 
que atendido el menor volumen de asuntos debe 
estar compuesta por un reducido número de minis-
tros, revistiendo dicho cargo un carácter personalí-
simo, sin que se permita la integración del tribunal 
por abogados integrantes, fiscal judicial y ministros 
suplentes. Las funciones se concentran en dichos 
ministros, cada uno de los cuales debería contar 
con un equipo de abogados que lo asesore para el 
eficiente desempeño de sus funciones.

b) Privilegia el contendido sustancial, más que la 
formalidad de los escritos, al existir un filtro positivo 
como el Certiorari, que conduce a la selección de 
los recursos que deben ser conocidos por el tribunal 
superior.

c) El interés que se privilegia es el ius contitutionis 
o general sobre el particular, mirando más bien hacia 
el futuro que al pasado en la solución de un asunto, 
sentando así la forma en cómo aplicando correcta-
mente el derecho deberán ser resueltos en el futuro 

La jurisprudencia requiere a lo me-

nos ser considerada como anteceden-

te para la correcta argumentación en 

cuanto a la forma en que debe resol-

verse un asunto dentro del sistema.
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asuntos semejantes. Con ello se 
distinguen las funciones que de-
ben ejercer los distintos tribuna-
les, y se termina descansado en 
una mirada funcional del sistema 

judicial, donde se ejerce el poder basado en la au-
toritas y la eficiencia de la funcionalidad del mismo. 
Por otra parte, se admite la intervención en el  re-
curso de terceros que puedan colaborar en la mejor 
solución de asuntos de interés general, con  figuras 
como las del procurador privado y amicus curiae que 
existen en el derecho comparado.  

d) Se otorga una mirada a la independencia ju-
dicial en beneficio de los ciudadanos, sosteniendo 
que los jueces, al ser parte de un sistema, sin que 
quepa darles papeles personalistas y permitir actua-
ciones arbitrarias como funcionarios públicos en que 
se delega la soberanía, deben actuar valiéndose de 
la jurisprudencia de manera de conducirnos a una 
igualitaria, uniforme, coherente y predecible solución 
de los asuntos. 

e) Privilegia en mejor forma la seguridad jurídica, al 
deber conducirnos con la utilización del precedente 
a la igualdad, uniformidad y predecibilidad en la so-
lución de los conflictos.

f) Los filtros positivos son efectivos porque nos 
conducen a que se vea poco número de asuntos, lo 
que lleva a una seria valoración de la jurisprudencia, 
al ser posible en la realidad su estudio, conocimiento 
y  proyección hacia futuro. La inflación de fallos nos 
conduce a la devaluación de la jurisprudencia.

g) En virtud de la necesaria conciliación del prin-
cipio de la seguridad jurídica con el de la justicia, 
no solo la ley es considerada fuente del derecho, 
reconociéndole valor, aunque en distintos grados de 
jerarquía, a otras fuentes. De allí que la jurispruden-
cia requiere a lo menos ser considerada como ante-
cedente para la correcta argumentación en cuanto 
a la forma en que debe resolverse un asunto dentro 
del sistema.

Una estructura moderna

En consecuencia, el siglo XXI nos ha llevado a 
un momento histórico en el que por razones orgá-
nicas, procedimentales, valóricas y sistémicas, de-
bemos tomar una decisión seria acerca del rol que 
deseamos que cumpla nuestra Corte Suprema. No 
podemos desperdiciar esta oportunidad; ello nos 
permitirá que le entreguemos a nuestro máximo ór-
gano jurisdiccional un rol claro, impidiendo que se 
mueva erráticamente entre los diversos modelos de 
tribunal que le impone nuestra poco clara y difusa le-
galidad. Tenemos la posibilidad de construir una mo-
derna estructura orgánica para nuestros tribunales, 
de manera que podamos acercarnos prontamente 
mediante la aplicación de la ley a una solución de 
conflictos igualitaria, uniforme, coherente y justa. 
Cabe considerar que si esta no es cumplida, con los 
avances de las comunicaciones sociales nos será 
demandada más temprano que tarde. 

Todos aquellos que aman el derecho saben que en 
caso de conflicto el medio para alcanzar una paz so-
cial es su solución en forma pronta y cumplida dentro 
de un debido proceso, que nos conduzca al logro de 
la justicia y la seguridad jurídica. Como señala cer-
teramente Radbruch, “existen relaciones estrechas 
entre la seguridad y la justicia, que llegan a encon-
trarse y confundirse. La seguridad exige la misma ge-
neralidad de las normas que caracteriza a la justicia: 
porque solo una norma general es capaz de regular 
con anterioridad los hechos por venir, de establecer 
un derecho futuro cierto. Por el contrario, un derecho 
incierto es al mismo tiempo injusto, porque no pue-
de asegurar para el porvenir un trato igual de hechos 
iguales. En este sentido se puede circunscribir la idea 
de seguridad, como “la igualdad ante la ley”.   

Un derecho incierto es al 

mismo tiempo injusto, por-

que no puede asegurar 

para el porvenir un trato 

igual de hechos iguales.
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ESTUDIO SOBRE EL ACCESO INDIVIDUAL A LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL: 
Adoptado por la Comisión de Venecia en su 85ª sesión plenaria (Venecia, 17 y 18 de 
diciembre de 2010). Tribunal Constitucional (Chile).

El Tribunal, Santiago, 2014, 261 páginas.

Este texto es fruto de la traducción realizada por la Dirección de Estudios, Investigación y 
Documentación del Tribunal Constitucional, tarea efectuada por nuestro país en el 85ª Ple-
nario de la Comisión de Venecia. La traducción fue finalizada en marzo de 2012 y se entregó 
oficialmente una copia de ella a los participantes de la Conferencia de Cádiz en mayo de este 
año, para finalmente ser aprobada su publicación por la División de Justicia Constitucional 
de la Comisión de Venecia.

ANUARIO DE DERECHO PÚBLICO 
2014. Universidad Diego Portales. 

Ediciones Universidad Diego Portales, 
primera edición, Santiago, 2014,  679 
páginas.

El “Anuario” es una publicación aca-
démica elaborada por el Programa 
de Derecho Constitucional de la Fa-
cultad de Derecho de la Universidad 
Diego Portales, que busca dar cuen-
ta de los avances y eventuales re-
trocesos del derecho chileno en sus 
áreas constitucional, administrativa e 
internacional pública, durante el año 
precedente. 

Libros

En esta versión se incluye una sec-
ción especialmente dedicada al 
debate sobre la justiciabilidad de 
los derechos económicos, sociales 
y culturales, trabajo realizado por 
los profesores Eduardo Aldunate, 
Guillermo Jiménez y Humberto No-
gueira Alcalá. También se destaca 
la presentación de dos perspectivas 
sobre la sentencia de la Corte Inter-
nacional de Justicia de La Haya en 
el caso “Perú contra Chile”, artículo 
elaborado por la profesora peruana 
Elizabeth Salmón, directora del Insti-
tuto de Democracia y Derechos Hu-
manos de la Pontificia Universidad 

REVISTA DE DERECHO PÚBLICO 
UNIVERSIDAD DE CHILE, Facultad de Derecho, Departamento de Derecho Público.  

Volumen 80, primer semestre de 2014, 196 páginas. 

La presente revista, de larga data en nuestro país, es una publicación semestral del De-
partamento de Derecho Público de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile. Fue 
creada en enero de 1963, fecha desde la cual se ha publicado en forma casi ininterrumpida. 
Actualmente se encuentra incluida en el “Catálogo Latindex”, que reúne estudios de profe-
sores nacionales y extranjeros, sobre materias que abarcan desde reflexiones sobre filosofía 
política hasta el más reciente de los derechos fundamentales, como es la protección del 
medio ambiente.

Católica del Perú, y por la profesora 
chilena de derecho internacional de 
la Universidad Adolfo Ibáñez, Xime-
na Fuentes Torrijo.
La obra contiene además artículos 
escritos por destacados juristas de 
variadas universidades e institucio-
nes nacionales y extranjeras. 
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Solución alternativa de controversias
Consiste en un mecanismo rápido de resolución temprana de conflictos, cuyo objetivo es acercar a 

las partes para lograr un acuerdo de manera inmediata, a través de las recomendaciones o decisio-

nes de un panel de expertos independientes. El sistema se implementará próximamente en Chile.

Macarena Letelier Velasco*
Abogado

El Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de 
Comercio de Santiago (CAM) fue creado de la mano del 
Colegio de Abogados hace ya más de veinte años, como 
una entidad dedicada a proveer y administrar mecanis-
mos de solución alternativa de controversias. En la actua-
lidad se ha consolidado en Chile y en el extranjero como 
una institución seria y de prestigio en esta materia. 

En esa línea, tenemos una constante preocupación y 
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sentimos la responsabilidad de situarnos a la vanguardia 
en temas de resolución de conflictos y métodos anticipa-
dos que logren reducir los índices de conflictividad entre 
partes. Para lograr este objetivo, por una parte debemos 
seguir ofreciendo un servicio de excelencia con los instru-
mentos que hoy contamos. Y por otra parte, conociendo 
la realidad de algunos sectores y siguiendo tendencias in-
ternacionales, queremos ofrecer un nuevo servicio, cono-
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cido en el país y a nivel internacional, que aún tiene 
un gran margen de desarrollo: los Dispute Board. 
Para ello estamos creando y habilitando una pla-
taforma institucional que implemente el sistema de 
Dispute Board, conocido internacionalmente como 
“DB” o Paneles de Expertos.    

El Dispute Board o DB es un sistema alternati-
vo y anticipado de resolución de controversias, en 
virtud del cual un panel de expertos independien-
te, constituido normalmente al inicio de la ejecu-
ción del contrato, ayuda a las partes a resolver sus 
desacuerdos a través de la asistencia informal y la 
emisión de “recomendaciones” o “decisiones”, se-
gún el modelo que se adopte. Por su naturaleza, 
opera en contratos con cierto contenido técnico, de 
ejecución de mediano a largo plazo y donde la solu-
ción oportuna de alguna desavenencia presenta un 
provecho especialmente atractivo para las partes. 

Si bien existen experiencias de DB en diversas 
áreas, como el sector extractivo y energético, la 
construcción es el rubro dentro del cual estos na-
cieron y en el que más desarrollo conoce la expe-
riencia local y comparada. De esta manera, el Cen-
tro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Co-
mercio de Santiago (CAM) suscribió en septiembre 
de 2014 un Convenio de Cooperación con la Cáma-
ra Chilena de la Construcción, con el propósito de 
avanzar en la implementación y sociabilización en 
nuestra cultura de los DB.

Son varios los países que han institucionalizado 
el sistema de Dispute Board, lo que significa que 
estos cuentan con un reglamento y un ente admi-
nistrador de tales servicios. Por ejemplo, la Ameri-
can Arbitration Association tiene reglas sobre estos 
mecanismos desde el año 2000; el International 
Centre for ADR de la Cámara de Comercio Interna-
cional tiene un reglamento Dispute Board y ofrece 
el servicio desde 2004; la Japan International Coo-
peration tiene su reglamento propio desde 2012; y 
recientemente, en mayo de 2014, el Centro de Aná-
lisis y Resolución de Conflictos de la Pontificia Uni-
versidad Católica de Perú elaboró un Reglamento 

de Dispute Boards. Asimismo, a nivel gremial exis-
te una Federación Internacional de DB y una fun-
dación mundial de promoción de los DB, llamada 
Dispute Resolution Board Foundation. Con esta, el 
CAM Santiago firmó un convenio de colaboración 
en octubre de 2014, transformándose así en el pri-
mer país sudamericano en suscribir un convenio 
con esta institución. 

Satisfacción de expectativas

El sistema propuesto, al tratarse de un mecanis-
mo rápido y de solución temprana de controversias, 
es altamente eficiente en una fase en que el conflic-
to no ha escalado ni se ha visto complejizado con 
nuevos factores. Junto a lo anterior, la satisfacción 
de las partes con las determinaciones o sugerencias 
del DB es mayor que la obtenida 
por la vía adjudicativa, dado que 
el DB está compuesto por profe-
sionales imparciales con conoci-
miento técnico, quienes además 
han hecho un seguimiento al 
contrato desde su inicio. Durante 
la ejecución del contrato el panel 
busca siempre entregar solución 
a las disputas o puntos de des-
encuentro entre las partes, con el 
fin, entre otros, de que la obra no 
se paralice.

Tal como se expondrá más adelante, las partes 
pueden solicitar al DB que preste asistencia informal 
frente a una desavenencia o conflicto, oportunidad 
en la cual el DB, al ser libre para tratar el conflicto 
según la manera que le sea más apropiada, tiene una 
posibilidad única de resolver el potencial conflicto 
en sus orígenes y componer las confianzas entre las 
partes, permitiendo que estas continúen con una eje-
cución mutuamente satisfactoria del contrato.

No tenemos duda de que la madurez y consoli-
dación de nuestro Centro, apoyado desde siempre 
por el Colegio de Abogados, ha llevado a posicio-

Opera en contratos con cierto 

contenido técnico, de ejecu-

ción de mediano a largo plazo y 

donde la solución oportuna de 

alguna desavenencia presen-

ta un provecho especialmente 

atractivo para las partes.



46  REVISTA DEL ABOGADO  

nar el arbitraje como método para solucionar los 
conflictos como una opción cada vez más utiliza-
da por las partes. El arbitraje en Chile forma parte 
de la cultura desde hace muchos años. Don Pa-
tricio Aylwin escribió hace ya 70 años su memoria 
en esta materia y hace algunas semanas se lanzó 
la sexta edición actualizada de dicha memoria en 
nuestras dependencias.

En arbitrajes nacionales, los conflictos en materia 
de construcciones son los más recurrentes. Tam-
bién hay un porcentaje importante de solicitudes 
en el sector de  seguros, arrendamientos, temas 
financieros y mineros, entre otros. En materia in-

ternacional, los casos en general versan sobre in-
cumplimientos de contratos, ya sea de servicios o 
transacción de bienes.

Avanzando en el área de los métodos alternati-
vos, nos encontramos con estos mecanismos de 
resolución temprana de conflictos que tienen por 
objetivo acercar a las partes para lograr un acuerdo 
de manera inmediata. Se busca que el profesional 
o los profesionales a cargo logren identificar el in-
terés de cada parte para luego trabajar y proponer 
soluciones. La experiencia señala que además de 
reducir los niveles de conflictividad se logra acotar 
las controversias a puntos claros, los que eventual-
mente llegarán o no a conocimiento de un árbitro o 
de la justicia ordinaria. 

En materia de construcción, el uso de DB demues-
tra que quienes lo han utilizado han visto satisfechas 
sus  expectativas en cuanto a tiempo y costos.

Hace ya un tiempo que el equipo del Centro de 
Arbitrajes, liderado por su presidente, don Carlos 
Eugenio Jorquiera, ha estado trabajando en la  im-
plementación de este nuevo sistema. Para esto 
hemos participado en encuentros de mandantes y 
contratistas, analizado experiencias exitosas del ex-
tranjero y también nos hemos reunido con eventua-
les usuarios de este sistema, entre otras iniciativas. 
Actualmente, con la ayuda de del Consejo del Co-
legio de Abogados, compuesto entre otros por su 
Presidenta, Olga Feliú, y los consejeros Sergio Urre-
jola, Luis Ortiz y Cristián Maturana, nos encontramos 
en la etapa final de la redacción del reglamento res-
pectivo, confeccionando la nómina de expertos y las 
cláusulas tipos, y avanzando en diferentes aspectos 
administrativos para poder ofrecer este servicio de 
manera responsable a partir del 1 de enero de 2015.

Que el Centro institucionalice este sistema signi-
fica, en la práctica, que podremos nombrar -a falta 
de acuerdo entre las partes-  a miembros del panel 
de expertos, conocer de las recusaciones de sus 
miembros y eventuales reclamos de honorarios. El 
objetivo de esta propuesta es proveer a la comu-
nidad de un mecanismo de resolución de contro-
versias altamente calificado, eficiente y eficaz en 
proyectos de ejecución de mediano a largo plazo 
y con alto contenido técnico, contribuyendo así a 
la promoción de una cultura de colaboración en la 
realización de los negocios.

* Macarena Letelier Velasco es Directora Ejecutiva del Centro 
de Arbitraje y Mediación de la CCS.

LEX
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En conformidad con su regla-
mento, el Centro de Arbitraje y 
Mediación de la Cámara de Co-
mercio de Santiago (CAM) desig-
na a los árbitros que atenderán 
los casos que se someten a esa 
jurisdicción arbitral a través de 
sus consejeros, quienes operan 
en dos salas de cinco miembros 
cada una.

Estas salas para designar se 
reúnen semanalmente y se dedi-
can a despachar todas las solici-
tudes de nombramiento acumu-
ladas en los días previos.

Los criterios que se emplean 
en estas designaciones están 
relacionados con la especiali-
dad del asunto, la distribución 
de causas anteriores entre los 
árbitros que componen la lista, y 
otros aspectos como la enverga-
dura del asunto e inhabilidades 
preexistentes.

Una vez adoptada la decisión 
del nombre del árbitro, esta se 
notifica a las partes contendien-
tes, las cuales poseen hasta 10 
días para oponerse al nombra-

Cámara de Comercio de Santiago
¿Cómo se designan los árbitros 
del Centro de Arbitraje y Mediación?

miento por alguna razón funda-
da. Transcurrido dicho plazo sin 
pronunciamiento de las partes, 
se considera que el nombra-
miento queda a firme para su for-
malización mediante resolución 
del  presidente de la Cámara de 
Comercio de Santiago, la que se 
comunica al árbitro designado 
para dar lugar a la aceptación 
del cargo y al correspondiente 
juramento.  A contar de este mo-
mento, el árbitro -ya constituido 
en tribunal- da inicio al procedi-
miento.

El CAM está integrado por los 
consejeros Luis Ortiz, Olga Feliú, 
Sergio Urrejola, Luis Bezanilla, Au-
gusto Bruna, Herman Chadwick, 
J. Tomás Guzmán, Juan Pedro 
Santa María, Cristián Maturana, 
Luis Mayol y Ramón Jara. Presi-
de el Consejo Carlos E. Jorquiera. 
Desde la constitución de este cen-
tro, hace 22 años, rige la norma 
de que los consejeros no pueden 
ser designados árbitros, a me-
nos que las partes lo hagan en 
forma directa.
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¿Qué ha sido 
de la voluntad del testador?

D e r e c h o  s u c e s o r i o

Lamartine, alabando a Esopo, relató lo siguien-
te: un ciudadano griego tenía tres hijas, muy distin-
tas cada una; la primera, dada a la bebida; la se-
gunda, muy coqueta; y la tercera, avara. El hombre 
testó dividiendo su herencia en partes iguales, le-
gando a la madre un tanto, que no debía abonarse 
hasta que cada una de sus hijas hubiera perdido su 
asignación. Muerto el padre, las tres hijas al leer las 
disposiciones no las comprendieron ¿Cómo expli-

No se conocen estadísticas de cuántos testamentos se impugnan en Chile, y menos si el 

móvil para refutar ha sido correcto, se debe a la molestia o a la decepción, en vez de co-

rresponder a la real existencia de un vicio relativo al criterio manifestado por el difunto.

Macarena Figueroa Salas

Abogado

car la condición que las hermanas habían de abo-
nar su parte a la madre cuando perdiesen la suya? 
Mal puede pagar quien nada tiene.

 ¿Qué quiso decir el testador? Los abogados fa-
mosos que fueron consultados, dándose por venci-
dos, aconsejaron a las herederas que se repartieran 
las hijuelas sin más, y en cuanto a la pensión de la 
viuda, opinaron que cada una de ellas cargase con 
un tercio pagadero a su voluntad, si no preferían 
formarle una renta que corriera desde la muerte del 
testador; agregaron que las hijas hicieran a su gusto 
tres lotes de la herencia. Así procedieron, formando 
la primera hijuela con los viñedos y bodegas, re-
pletas del mejor vino y de todo lo que agradaba al 
paladar; la segunda, con las joyas y vestidos; y la 
tercera, con la granja, los animales de labor, tierras 
y ganados. No quisieron arriesgarse a la suerte las 
hermanas y optaron por tomar cada una la parte 
que mejor le pareciere, previo el debido justiprecio. 

En Atenas todos aprobaron y felicitaron tal repar-
to, pero llegado a oídos de Esopo, este dijo que 
habían actuado al contrario de la voluntad del tes-
tador, lamentó cómo criticaría el difunto al pueblo 
ateniense que se creía tan sabio, y partió la heren-
cia dando a cada heredera la hijuela que menos le 
agradaba. A la coqueta, Esopo le asignó las viñas y 
bodegas; a la bebedora, los sembrados y tierras; y 
a la avara, los trajes y joyas.  De esta manera cada 
hermana vendería el lote concedido, sacaría buen 
dinero para una dote que le permitiera un buen ma-
trimonio y pagar la parte de su madre al contado, 
cumpliéndose así el testamento al pie de la letra.
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Esto pasó en Atenas en el siglo VI antes de Cris-
to, Lamartine vivió en el XVIII de esta era y hoy, en 
el siglo XXI, se sigue analizando y cuestionando la 
voluntad del testador. Casos de la vida diaria que 
superan la ficción, noticias policiales, novelas de 
toda índole, películas e incluso dibujos animados 
se han dedicado a  ello.

Con el alma del testador

La institución del testamento existe porque se  
reconoce el valor de la voluntad expresada para 
ser ejecutada después de la muerte. Si además la 
ley se ha dado tanto trabajo en velar por su res-
peto, con solemnidades y otros requisitos, enton-
ces ¿por qué cuando la voluntad es clara, libre y 
soberana, manifestada con todos los resguardos 
exigidos se insiste en cuestionar la voluntad del 
testador, ya sea con acciones judiciales o turbando 
indebidamente las conciencias para no cumplir lo 
que él quiso? 

Los abogados son instrumentos del testador 
para que su querer se respete, también los nota-
rios y testigos que honraron su libre discernimiento, 
cada uno en su rol.

 El asunto está en que llegado el momento here-
deros, albaceas, abogados y jueces se dejen inva-
dir de la voluntad que el testador ha manifestado 
en la confianza que esta será cumplida y respeta-
da. Se trata de vestirse del alma del testador sin 
ceder a argumentos de conocimiento, de pena o 
deber ser, y por debilidad anteponer el propio que-

rer, criterio o ego al manifestado por el difunto.
Entre las formas de cuidar la manifestación de 

la última voluntad están lo relativo a las capaci-
dades e incapacidades; al entorno que rodea 
la expresión de la voluntad; los tipos de tes-
tamentos y formas de celebrarlo con el es-
pecial cuidado de la persona del testador, 
como por ejemplo en el caso del ciego; 
también el cómo pueda llevarse a cabo 
en imperiosas circunstancias; las mane-
ras de probarlo, etc. Asimismo importan 
las  sanciones cuando hay vicios que 

pueden afectar la voluntad del testador y 
su análisis particular, por ejemplo respecto de la 

fuerza, que anula todo el testamento y se consti-
tuye en causal para ser desheredado el que la ha 

empleado. También el error esencial, el dolo, y el 
sentido que en Chile se da a la libertad para testar, 
pues es limitada si hay asignatarios forzosos. To-
dos son en sí mismos temas fascinantes, pero no 
se contraponen al espíritu que debe reinar, referido 
en el párrafo anterior, llegada la hora. 

No se conocen estadísticas de cuántos testa-
mentos se impugnan en Chile, y menos sabemos si 
el móvil para refutar ha sido correcto o se debe sim-
plemente a la molestia o a la amarga reacción por la 
decepción, y no corresponde a la real existencia de 
un vicio relativo a la voluntad del testador. Sin em-
bargo, no se puede desconocer que en ambientes 
formales e informales se conversa, se comenta, se 
analiza e incluso se discute sobre casos que alguno 
aporta, colocando en duda el razonamiento expre-
sado en la decisión del testador, teniendo en cuen-
ta las situaciones de hecho que al corro se aportan.

Entonces, si la ley ha puesto tanto celo y cuida-
do para el momento de testar, en sus formalida-
des, maneras y proceder, ¿por qué el hombre se 
arroga la facultad de ser interlocutor de la voluntad 
expresa del que ha muerto, alterando lo que con 
tanta preocupación y gestión manifestó al testar, y 
no acepta que “más sabe el loco en su casa que el 
cuerdo en la ajena”? ¡Realidad que hace un buen 
tiempo evidenció Cervantes!

Libertad para testar

En el eterno debate sobre la libertad para testar, 
nuestro Código Civil la establece restringida, por-
que no cabe omitir a los legitimarios y hay máximos 
para las cuotas de mejoras y de libre disposición; 
todo lo que ya conocemos.

Debido a esas limitaciones la opción de testar 
puede no satisfacer los deseos y el buen criterio 
del testador. 

El mensaje del Código al respecto explica que 
“se ha creído conciliar así el derecho de propiedad 
con la obligación de proveer al bienestar de aque-
llos a quienes se ha dado el ser, o de quienes se ha 
recibido”; que se ha pretendido confiar en el juicio 
de los padres; reprimir los excesos de la liberalidad 
indiscreta; reconocer el peligro de la “vana osten-
tación” y rescatar el valor del esfuerzo familiar en la 
formación del patrimonio del causante, su preser-
vación y aumento.

D e r e c h o  s u c e s o r i o
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El motivo de las legítimas se contradice hoy con 
el derecho legal de usufructo en favor del cónyuge 
viudo y con el divorcio, porque este termina con 
los derechos y obligaciones entre cónyuges. Si el 
divorciado con hijos de matrimonio anterior con-
trae nuevo matrimonio y testa asignándole al nuevo 
cónyuge la cuarta de mejora y la de libre disposi-
ción, a su muerte, el nuevo cónyuge recibirá la ma-
yor parte del patrimonio en desmedro de los hijos 
del causante. Agreguémosle a este entuerto que 
cuando fallezca el nuevo cónyuge heredarán sus 
hijos, que no tienen vínculo alguno con el primer 
causante, que fue el gestor del patrimonio.

Problemas semejantes pueden ocurrir con los as-
cendientes legitimarios. 

En consecuencia, el legislador aparece impulsan-
do la creación de artilugios para evitar el desorden 
del “ordenamiento”, desgastando el rol del aboga-
do y la razón de legislar.

Si en vida se puede disponer libremente, no se 
comprende que para después de los días no se 
permita; parece entonces que restringir la libertad 
para testar no se justifica más.

¿Evitar los abusos?

Don Robustiano Vera, en su trabajo “Conviene 
establecer en Chile la libertad de testar en caso 
contrario qué limitaciones ha de tener”, presentado 
en el VI Congreso científico de la Serena en 1900, 
señaló que don Andrés Bello era de la idea de la 
libertad para testar, pero la plasmó en nuestro Có-
digo Civil restringida por ser la corriente imperante 
de la época. Recuerda el señor Vera que en Roma 
había total libertad para que el testador dispusiera 
a su antojo y que, al constatarse el aumento de las 
postergaciones a los hijos, nació la querella de tes-

tamento inoficioso, que obligaba al padre a hacer 
una reserva a favor de los hijos, cuota que Justinia-
no aumentó.  

Don Robustiano relata que la mayor parte de los 
países de Sudamérica y España regularon en sus 
nacientes códigos civiles una limitación a la liber-
tad del testador; que en Centroamérica se ampliaba 
la libertad; y en Estados Unidos de Norteamérica e 
Inglaterra el régimen era de total libertad. En Hon-
duras se fijó un derecho de alimentos y libertad 
para testar, lo mismo que en el Código Prusiano, 
siguiendo a Montesquieu, según quien “si la ley na-
tural ordena a los padres a que alimenten a sus hi-
jos, no los obliga a hacer de estos sus herederos”.

No convence el argumento de que mediante las 
legítimas se eviten abusos, como que un tercero 
fuerce a testar en su beneficio. Según Robustiano 
ese valor se cuida fortaleciendo los lazos familia-
res, y  si, con todo, el abuso se produce, están las 
acciones judiciales que la ley contempla para resta-
blecer las cosas a su orden. Esto no ha cambiado, 
al contrario, con los actuales medios de comuni-
cación, más accesibles e inmediatos, es más fácil 
mantener el contacto familiar, aunque sus integran-
tes estén en territorios distantes.

Por último, es indiscutible que ante la incerti-
dumbre de heredar se fortalece el carácter por la 
necesidad de producir; no hay nada más peligroso 
para el emprendimiento y el desarrollo que sentirse 
heredero, inhibe las habilidades y no solo en cuan-
to a la economía; basta observar las naciones que 
impulsan la libertad. 

El asunto está en que llegado el momento he-

rederos, albaceas, abogados y jueces se dejen 

invadir de la voluntad que el testador ha mani-

festado en la confianza que esta será cumpli-

da y respetada.

LEX
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Nacido en 1932, egresó de la Fa-
cultad de Derecho de la Universidad de 
Chile en 1962 y sus estudios de post-
grado los realizó en la Université de Pa-
ris y en el Institut d’études politiques de 
la misma casa de estudios, donde tuvo 
a profesores de gran renombre, como 
Georges Burdeau y Francois Goguel, 
entre los años 1963 y 1964. Luego con-
tinuó su perfeccionamiento y en 1969 
realizó postgrados de su especialidad 
en las universidades de Stanford y Har-
vard, en Estados Unidos. 

En 1971, en plena Unidad Popular, 
obtuvo en concurso de oposición  las 
cátedras de Derecho Político y Cons-
titucional de la Facultad de Derecho 
de la  Universidad de Chile, en la cual 
permaneció hasta su jubilación y donde 
recibió una medalla por servicios distin-
guidos en la enseñanza. Ejerció la do-
cencia  con ahínco hasta el final de sus 
días. Cuando falleció se encontraba en 
plena actividad en la Universidad Finis 
Terrae y también había sido requerido 
por la Universidad  del Desarrollo y an-
tes enseñó en la Universidad Bernardo 
O’Higgins, en los inicios de esta.

Entre las diversas obras de las que 
fue autor destacan “Constitución de la 
Quinta República Francesa” (su Memo-

Carlos Cruz-Coke Ossa
Maestro de generaciones
Maestro del derecho político y constitucional, dotado además de una 

vasta cultura y un fino sentido del humor, Carlos Cruz-Coke Ossa fa-

lleció el 28 de mayo de 2014, dejando el recuerdo de un profesional de 

gran conocimiento jurídico, político y artístico.

s e m b l a n z a

ria de Prueba, aprobada con distinción 
máxima); y el “Manual de Educación 
Cívica”, de ocho ediciones agotadas, 
que en su momento el Ministerio de 
Educación distribuyó a lo largo de todo 
el país para ilustrar a los estudiantes 
en esa importantísima materia, hoy tan 
olvidada. También escribió interesantes 
monografías que fueron publicadas en 
revistas especializadas en derecho, en 
materias como derecho constitucional, 
derecho electoral e historia del pensa-
miento político, entre otros. En 2009 pu-
blicó por medio de la Universidad Finis 
Terrae su obra cumbre: “Instituciones 
Políticas y Derecho Constitucional”, que 
para él fue la culminación de su carrera 
docente; y para nosotros, una obra que 
todo abogado y estudiante de Derecho 
debe tener, cuya edición se ha agotado 
en reiteradas oportunidades.

Durante su vida participó activamente 
en política. Católico y conservador, amó 
incansablemente a su patria y defendió 
con firmeza sus ideales y convicciones. 
Fue un gran polemista, pero nunca tuvo 
rencor para con el adversario, ya que su 
noble corazón no tenía espacio para odio-
sidades. Cultivó  la amistad como pocos, 
por esos sus colegas, amigos, discípulos y 
ex alumnos forman una legión. 

Asimismo, desde su juventud estuvo 
inserto y participó en actividades cultu-
rales. Su pasión fue la ópera, que hasta 
cantó como aficionado, y fue el primero 
en traer  a Chile, allá por los años 70, a 
un joven y desconocido tenor, llamado 
Plácido Domingo. En el mundo artísti-
co, cultural y político, conoció a figuras 
tan dispares como Charles de Gaulle, 
Carlos Ibáñez del Campo, Augusto Pi-
nochet, Alberto Hurtado, Eduardo Cruz 
Coke (su tío), Plácido Domingo, María 
Callas, Jorge Prat Echaurren, Violeta 
Parra, Ramón Vinay, Arturo Alessandri 
Rodríguez y muchos otros personajes 
tan interesantes como los nombrados. 

Sin duda, estaba dotado de una cul-
tura superior, que transmitía conver-
sando. Por eso su inesperada partida, 
a sus jóvenes 82 años, nos ha sorpren-
dido tanto a todos. Su vida profesional 
fue intachable; dignificó la profesión y 
motivó en el estudio del derecho a to-
das las generaciones de jóvenes que 
fueron sus alumnos, destacando tam-
bién por la defensa de los valores esen-
ciales y permanentes del Occidente 
Cristiano que guiaron su vida.

Por Marcelo Elissalde Martel

Abogado 

LEX
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Por Rodrigo Winter Igualt
Abogado

hu m o r

El Congreso

Todos los años se celebra en diversos países de 
Latinoamérica un Congreso de Derecho Bancario, 
tema de mi especialidad por cansancio e insisten-
cia contumaz, ya que me desempeño por más de 
35 años en el rubro. El Congreso recibe el curioso 
nombre de COLADE, que proviene del acrónimo de 
“Congreso Latinoamericano de Derecho Bancario” y 
es un testimonio de la trampa de las siglas, ya que 
en vez de dar luces sobre su real contenido, sugiere 
un seminario sobre coladores o repollos, o un en-
cuentro de personas con orientaciones afines  de 
cierto tipo. Este año el Congreso se desarrolla en 
Chile y se ha fijado como sede del mismo el Hotel 
Miramar de Viña del Mar.  

Como una deferencia a los años que llevo en el 
mismo circo, o quizás como una maquiavélica y sutil  
venganza del comité organizador, me han designado 
moderador de uno de los paneles, que recibe el des-
pampanante nombre de “Experiencias en materia de 
entidades de contrapartes central para operaciones 
de derivados”. Confieso que del árido tema que me 
corresponderá moderar sé poco, pero al parecer na-
die sabe mucho tampoco, por lo que confío en que  
las brutalidades que pueda decir pasarán desaper-
cibidas entre un público que se augura  escaso, ya 
que a la misma hora hay otro panel simultáneo  y con 
un nombre menos asfixiante.  

No obstante, a medida que la fecha del Con-
greso se acerca, me empieza a bajar una angustia 
creciente. Intento ilustrarme sobre el tema leyendo 
las Normas de Funcionamiento de ComDer, la enti-
dad de este tipo que empezará a funcionar en Chile 
próximamente, pero es como intentar tragarse unos 
ravioles secos que se quedan adheridos al paladar. 
Pues bien, no otro ejemplo que este puedo utilizar 
frente a los siguientes párrafos de las Normas de 

Nuestro cronista se mete en camisas de once varas, pero logra salir airoso aplicando una 

vieja triquiñuela: impresionar a la audiencia ante la que debe hablar con un par de palabras 

difíciles e importantes, mientras goza de la buena vida frente al mar.

Funcionamiento, que me hacen desistir del propósi-
to de desasnarme por esa vía:  

Coeficiente de Calibración: Es el ponderador, ma-
yor o igual a uno, que ComDer aplicará al Riesgo 
Estimado (VaR), para que el monto del Riesgo Es-
timado Calibrado, esté siempre dentro del intervalo 
de confianza. 

Con un elemental sentido de la responsabilidad, 
sostengo una reunión previa con los dos expositores 
del panel, ambos versadísimos en el tema, a quienes 
solicito sutiles cambios en sus impecables presenta-
ciones para justificar mi rol de moderador, cambios 
que aceptan resignados.  

Confieso mis cuitas respecto a la función que 
debo asumir a un colega también designado mode-
rador, quien me alivia del siguiente modo: “No te an-
gusties, Rodrigo. En estos congresos lo que más se 
valora es la brevedad. Tres palabras de introducción 
en términos difíciles para desconcertar y aparentar 
sapiencia infusa, un breve prontuario de los exposi-
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tores, después colar un par de preguntas y pedir una 
ovación. No-es-más-que-eso”, termina, enfatizando 
la última frase como un tableteo de ametralladora 
para hacerla más convincente. 

Así llegan los días del Congreso, el que se inicia 
un miércoles en la tarde con un cocktail de bienve-
nida en el hotel. Me propongo partir temprano de la 
institución en la cual me desempeño como asala-
riado a tiempo completo y de la cual me ausentaré 
los dos días siguientes. Sin embargo, el propósito se 
ve arruinado con varios asuntos de última hora que 
venenosamente esperaron el último día para asomar 
sus cabezas reclamando urgencia y exigiendo solu-
ciones. Usando todas mis habilidades de zorro legal 
correteado, doy arreglos de parche a algunos, difie-
ro elegantemente otros pidiendo más antecedentes, 
cabeceo otros a terceros, y al filo de la hora límite 
para salir a Viña, me encamino a mi casa a buscar a 
la Clarita. 

Al llegar, la encuentro con una calma chicha, con 
varias tenidas en exhibición respecto de las cuales 
me pide su opinión. Sabedor del truco ponzoñoso 
que se esconde detrás de este proceso, escojo a la 
rápida las que menos me gustan, ya  que la respues-
ta será: “¿Y no te gusta la otra?”, e invariablemente 
escogerá la que yo no elegí, en un gesto inconscien-
te de liberación femenina. Mientras tanto, lleno mi 
maleta a la ligera. 

Recambio generacional

Después de apurar reiteradamente a la Clarita, lo-
gramos salir con media hora de retraso, tiempo que 
intento recuperar con el acelerador. Afortunadamen-
te la ruta está despejada, por lo que el Hotel Miramar 
nos recibe con el trasfondo de los arreboles de un 
hermoso atardecer. Como buen viñamarino, el aire 
de costa me energiza y me trae recuerdos de la in-
fancia, por lo que no bien entro a la habitación, me 
dirijo a la terraza y aspiro a fondo la brisa del  mar. 
En eso oigo la voz de la Clarita. “Te tengo una mala 
noticia”, dice. ”Se te olvidó traer calcetines, así que 
deberás usar los que tienes puestos durante tres 
días seguidos. Ojalá no se hayan podrido para el 
viernes, que es el día de tu panel”, remata, con una 
broma macabra. No alcanzo a dimensionar las con-
secuencias que tendrá el olvido de los calcetines, ya 

que miro el reloj y ya es hora del cocktail de bienve-
nida, por lo que me cambio de camisa y me peino 
los pocos pelos que en un acto de fidelidad extrema 
con su amo todavía no me han abandonado. Luego 
viene  una larga espera a la Clarita, quien se retoca 
la pintura de ojos, el maquillaje y el peinado, y me 
solicita que la ayude con un collar que tiene un bro-
che infinitesimal que para cerrarlo demanda el mis-
mo trabajo que el de enhebrar una aguja. Después 
de varios minutos logro cerrar el maldito broche y al 
fin nos encaminamos al cocktail. En el trayecto  no 
puedo dejar de admirar a mi linda mujer que luce 
hermosa con sus mejores galas. 

Al entrar reconozco a varios de 
los colegas chilenos, pero no veo 
a ninguno de los extranjeros que 
conocí en congresos anteriores. 
“Ha habido un recambio genera-
cional entre los colegas latinoa-
mericanos”, explica un colega 
que me adivina el pensamiento, 
y como prueba me presenta a un  
joven colombiano. ”¡A que no sa-
bes de quién es hijo!”, me dice, 
guiñando el ojo. “Es  hijo de … ta 
tan…ta tan… del mismísimo Sergio Rodríguez Azue-
ro”, y caigo en cuenta de que el padre es el  ícono de 
estos congresos, autor del libro-biblia del derecho 
bancario “Contratos Bancarios”, expositor de nume-
rosos congresos y dotado de una sapiencia y orato-
ria notable. “Daniel Rodríguez Bravo”, se presenta 
educadamente el joven colega. 

Entonces me viene un acto de venganza incons-
ciente. Resulta que hace muchos años fui exposi-
tor en uno de estos encuentros y para mala suerte 
me tocó exponer después del emblemático Rodrí-
guez Azuero. Los currículums se leían antes de las 
exposiciones, y el de él era apabullante; acumulaba 
varios doctorados, distinciones académicas al por 
mayor, cargos públicos de gran relevancia y final-
mente, como guinda de la torta, el haber recibido 
la Legión de Honor. Ante tamaño currículum, el mío, 
que se leería a continuación, parecería el de un sim-
ple procurador. Alarmado, quise solucionar el tema 
echándole mano al humor y para agregar algo a mi 
título pelado de abogado, le sumé que era doctor de 
la Life University, pensando que el público captaría 

Como una deferencia a los 

años que llevo en el mismo 
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la broma. Sin embargo, el presentador lo leyó tan 
solemnemente que nadie percibió la ironía y quedé 
como un estafador atribuyéndome un doctorado fal-
so, dato que ojalá no llegue nunca al “Polígrafo”. 

En un acto de revancha por la humillación curricular 
a la que me sometió el padre, le comenté a Rodríguez 
Azuero Junior, medio en serio y medio en broma, que 
existía la creencia de que las virtudes geniales se sal-
taban una generación, de manera que iba a asistir 
con espíritu crítico a sus exposiciones para verificar 
si él era la excepción que confirmaba la regla. 

Hijo de tigre

Asistí a la inauguración del evento con solemnes 
discursos varios. Entre ellos, disfruté el del presiden-
te del Comité Latinoamericano de COLADE, quien 
en un gesto de empatía profundo con los asistentes, 
realizó una alocución notable por su brevedad, algo 

así como: “Señoras y Señores: 
Bienvenidos al  Congreso. Mu-
chas gracias”. Posteriormente 
le pregunté el motivo de tan 
corta exposición y me confesó 
que le habían pedido hablar a 
última hora, por lo que en vez 
de improvisar incoherencias, 
había preferido brillar por el 
laconismo, opción que encon-
tré sumamente respetable. 

Ya a las 9.30 empiezan las conferencias, con nom-
bres rimbombantes tales como “Sistemas de Pro-
tección de Controversias en Materias de Consumo”, 
“Manifestación del Consentimiento para la Cele-
bración, Modificación y Terminación de Contratos 
de Servicios Financieros” y demases. Confieso que 
intenté seguirlas con la mayor atención, ya que los 
temas me interesaban. Sin embargo, el proceso di-
gestivo del opíparo desayuno que había ingerido co-
bró su revancha, en especial los huevos y el salmón 
ahumado, de manera que a la media hora me bajó 
una modorra feroz que no pude aguantar y de pronto 
me sorprendí en las garras de Morfeo. Desperté so-
bresaltado y captando miradas burlonas de varios, 
ya que seguramente ronqué como un oso durante 
el proceso onírico, que calculo debe haber durado 
cerca de 15 minutos. 

Aprovecho el coffee break para ir a ver a la Clari-
ta a la habitación, y me encuentro con que esta se 
ha transformado en una virtual oficina de campaña. 

Está abierto el computador, códigos y carpetas lle-
nan la cama, y ella habla por teléfono largamente 
con un cliente, mientras me hace mímicas de que el 
llamado va a terminar luego. Pero no termina nunca, 
así es que doy por abortado el encuentro románti-
co y vuelvo al segundo round de las conferencias 
con el interés de ver la exposición de Rodríguez 
Azuero Junior sobre gobiernos corporativos. Ya lú-
cido después de la siesta mañanera, descubro que 
Rodríguez chico es un verdadero hijo de tigre. Inicia 
la exposición captando el interés y la simpatía del 
público con varias frases del slang chileno, como 
“me mandé un condoro”, revelándonos que hemos 
creado una jerga propia incomprensible para el resto 
de los hispanoparlantes. 

Después, para ilustrarnos de los desafíos que 
afronta el gobierno corporativo, Rodríguez muestra 
un video de un marido engañado que se desplaza 
por la casa sin ver a los numerosos amantes de su 
mujer, que se esconden en los rincones. Ya definiti-
vamente captada nuestra atención, se explaya con 
propiedad y sapiencia sobre el importante tema de 
su charla. Al terminar la exposición lo felicito, dicién-
dole que es un digno hijo de su padre, y creo que 
me perdona a medias por la tensión extra que he 
agregado a su exposición, la de demostrar que la 
antorcha no se ha saltado una generación. 

La mañana siguiente llega el momento esperado: 
el panel que he de moderar. La noche anterior, si-
guiendo el consejo del colega, repasé el currículum 
de los expositores y las tres palabras de introduc-
ción en términos difíciles para desconcertar y apa-
rentar sapiencia infusa. Google de por medio, des-
cubro que una cámara centralizada de este tipo tuvo 
recientemente problemas en Corea, a raíz de lo cual 
se criticó ampliamente que su patrimonio no estuvie-
ra comprometido en el evento, utilizando el término 
Skin in the game, frase en lengua foránea y críptica 
que me pareció adecuada para aparentar sapiencia 
infusa. Advierto que la asistencia es mayor a la espe-
rada. Desempeño mi rol como un actor consumado; 
la frase Skin in the game produce el efecto deseado 
y los expositores desarrollan sus exposiciones a la 
perfección. Termino con algunas breves preguntas, 
pido un aplauso para los expositores y junto con 
sentirme aliviado de una mochila de piedras en la es-
palda, noto que al relajarme parece que he estirado 
los dedos del pie, por lo que un aroma nauseabundo 
inunda el ambiente: son los calcetines que después 
de tres días de uso ininterrumpido han manifestado 
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su fragancia a cartero en forma despiadada, cum-
pliendo la profecía de la Clarita. Salgo a matacaballo 
para no asfixiar a los colegas y a Dios gracias en-
cuentro en el hotel una tienda donde venden calceti-
nes de emergencia.

Esa noche se despide el Congreso con una ele-
gante comida en el Sporting Club de Viña del Mar.  
Mientras se corre una carrera de caballos en honor 
del evento, mi mujer con ojos inyectados en sangre 
y apuntando a uno de los expositores, exclama: “Ese 
es el profesor que rajó a la Xime en un examen”, 
aludiendo a mi hija estudiante de leyes. La sigo, te-
miendo lo peor, mientras  se dirige hacia él con áni-
mo combativo. Sin embargo, en vez de la agresión 
frontal, utiliza la  táctica femenina de la emboscada 
circular. Así, primero rodea el tema y después le pre-
gunta si se acuerda de haber tenido a la Xime como 
alumna. El profesor no recuerda nada. “Un verdugo 
que no recuerda el nombre de sus víctimas”, pienso, 
contagiado con el ánimo vengativo. No obstante, al 
cabo de algunos minutos el académico hace deste-
rrar con su bonhomía cualquier idea de que la raja-
dura haya sido un acto cruel y despiadado, sino so-

lamente el cumplimiento de su deber. “Lo perdoné, 
pero igual podría haberle dado otra oportunidad a la 
Xime”, dice la Clarita con ese sentimiento profundo 
de la fiera que defiende a sus cachorros.          

Al día siguiente salimos a caminar por el borde 
costero y decidimos relajarnos en la playa de Caleta 
Abarca, aledaña al Hotel. Arrendamos unas repose-
ras y un quitasol y nos instalamos a gozar del lugar. 
Unas brisas marinas frescas me dan frío, por lo que 
decido cerrar el quitasol  y calentarme con los rayos 
del sol. De pronto despierto con la voz de la Clarita: 
“Rodrigo, te quedaste dormido al sol y ahora estás 
rojo como una pancora”. Me desperezo y siento una 
sensación rara en el cuerpo, como si estuviera grillé. 
“Ahora te despellejarás entero, partiendo por la pe-
lada, que tienes granate”, anuncia la Clarita en una 
nueva profecía que la transforma en una Nostrada-
mus moderna. 

Así, como recuerdo de la última COLADE, estoy 
ahora igual que las culebras, mudando de piel en un 
proceso repugnante que me hace parecer como si 
adoleciera de “sevicia atroz” capilar, acepción libre 
del término legal.     
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deras joyas auditivas y efectuar com-
paraciones entre tantas estrellas de la 
dirección orquestal. Al respecto, la crí-
tica especializada de diversos países 
ha concluido que los tres mejores con-
ciertos han sido los dirigidos por Her-
bert von Karajan y los conducidos por 
Carlos Kleiber, cuyas interpretaciones 
han llegado a tal nivel de perfección, 
sutileza y expresividad que hasta esta 
fecha nadie ha podido igualarlos. 

Finalmente, una ciudad tan mara-
villosa como Viena, con sus palacios, 

bosques, salas de concierto y de teatro, museos o bibliote-
cas, en la cual todo funciona a la perfección, también brinda 
a sus habitantes y turistas la posibilidad de que cada uno de 
ellos pueda dirigir a la propia Orquesta Filarmónica de Viena. 
Y esto es así porque en el centro de la ciudad se encuen-
tra una edificación de varios pisos denominada Haus Musik, 
en la que se exhibe toda clase de objetos relacionados con 
la música selecta, como las batutas de Furtwäengler y de 
Toscanini, los anteojos de Franz Schubert, partituras y otros 
artículos de interés musical. En su último piso existe una in-
mensa sala en la cual se encuentra adosada a la pared una 
gigantesca pantalla y donde una atenta asistente consulta al 
visitante si desea dirigir a la Orquesta Filarmónica de Viena, 
proponiéndole una lista de obras como sinfonías de Beetho-
ven, Danzas Húngaras de Brahms, el Danubio Azul, etc. Si la 
persona acepta, se le proporciona una batuta electrónica con 
la cual podrá dirigir a un inmenso número de músicos que 
aparecen en la pantalla en tamaño natural. Lo sorprendente 
del caso es que estos, verbalmente, reprenden al visitante si 
este conduce erróneamente; o a la inversa, lo felicitan si lo ha 
hecho correctamente.  Si se logra pasar esta prueba, la Haus 
Musik otorga un certificado personalizado que así lo acredita. 
De esta forma, y gracias a la maravilla de la electrónica, y al 
ingenio y pasión por la buena música de una ciudad inolvida-
ble, cualquier persona podrá ufanarse de haber dirigido a la 
mejor orquesta del mundo. LEX

Por Oscar Kolbach Correa
Abogado

Música

Los aficionados a la música selec-
ta y público en general, el 1º de enero 
de cada año tenemos la oportunidad 
de ver y escuchar a la que es consi-
derada la mejor orquesta del mundo: 
la Orquesta Filarmónica de Viena, 
que puntualmente a las 11:15 horas 
de dicha fecha interpreta el famo-
so Concierto de Año Nuevo. Este es 
transmitido en forma directa por tele-
visión y radio a todos los continentes 
de la tierra, con una audiencia de a lo 
menos mil millones de personas, en 
cerca de 81 países. El concierto se efectúa anualmente en 
la Gran Sala o Sala Dorada en el Musikverein de Viena, que 
data de 1870 y cuya acústica por circunstancias que aún en 
el estado actual de la ciencia no ha sido posible explicar, se 
sitúa entre las tres mejores del mundo -conjuntamente con 
la del Concertgebouw de Ámsterdam y el Symphony Hall de 
Boston- y en la cual se interpreta preferentemente la alegre 
y maravillosa música de la familia Strauss; de Johann padre 
y de sus hijos Johann, Joseph y Eduardo; y ocasionalmente, 
obras de Haydn, Mozart y otros autores famosos. 

La Filarmónica de Viena es una orquesta integrada exclusi-
vamente por músicos formados en el Conservatorio de dicha 
ciudad, quienes obligatoriamente deben haber cumplido a lo 
menos tres años previos en la Orquesta de la Ópera Estatal y 
son elegidos por votación de sus miembros. 

Estos Conciertos de Año Nuevo fueron instituidos en Viena 
en 1939 por el notable director de orquesta Clemens Krauss, 
quien no obstante la gravedad de la horrorosa guerra que aso-
laba a Europa, organizó esta clase de manifestaciones artísti-
cas. Con breves interrupciones, ellas se han mantenido hasta 
esta fecha, contando con  grandes directores como Joseph 
Krips, Willi Boskovsky, Lorin Maazel, el gran Herbert von Kara-
jan, Zubin Mehta, Ricardo Muti, el famoso Carlos Kleiber, Niko-
laus Harnoncourt, el japonés Seiji Ozawa y Daniel Baremboim. 

Muchos de los conciertos se encuentran grabados en DVD 
y CD, lo que permite que puedan conservarse estas verda-

El Concierto de Año Nuevo en Viena
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Cine
Por Juan Francisco Gutiérrez Irarrázaval

Abogado

Hank Palmer (Robert Dow-
ney Jr.) es un abogado extre-
madamente exitoso, de los que 
gustan a una película con pro-
fundos cimientos en el cliché. 
Hank no tiene ética, es menti-
roso, egoísta y con ese hablar 
rápido que agota a todos sus 
interlocutores. Con ocasión de 
la muerte de su madre, debe re-
gresar a un Carlinville, Indiana, 
un pueblo del medio oeste, de 
esos que ponen un aviso que 
atraviesa la calle principal (“Main 
St.”) anunciando el pronto inicio 
del “Festival del Arándano”, y en el que lo más importante es 
el equipo de baseball de la secundaria local, pues es el mejor 
pasaporte para salir del  lugar. La muerte de la madre es la 
excusa para un reencuentro familiar con sus hermanos Glen 
(Vincent D’Onofrio) y Dale (Jeremy Strong), y con su padre 
el juez Palmer (Robert Duvall), a quien todo el pueblo le dice 
“Juez”, incluso sus hijos. Enterrada la madre y luego de un 
encuentro “insatisfactorio” entre padre e hijo, Hank se dirige 
al aeropuerto para regresar a Chicago. Sin embargo, y para 
sorpresa de nadie a esas alturas de la película, recibe un lla-
mado de último minuto que le obliga a bajarse del avión, pues 
su padre ha sido detenido acusado de homicidio. 

Así quedan sentadas las bases de esta película, cuya ten-
sión dramática está generada por la duda de si habrá o no 
un reencuentro padre e hijo. Relájese, el público que paga 
$ 5.000 por ver a un padre e hijo quedar peleados es muy re-
ducido. En todo caso, para condimentar la tensión dramática 
se agrega ese viejo recurso del contraste que ya relató Esopo 
(siglo VI AC) en su fabula del ratón del campo y de la ciudad.  
Hank vive en Chicago, el Juez en Carlinville; Hank maneja un 
Ferrari clásico, el Juez un Cadillac viejo; Hank seduce mien-
tras habla a mil km por hora al borde de la falta de ética (pero 
jamás cayendo en la ilegalidad, a fin de cuentas es un ¡exce-
lente abogado!); el Juez no seduce a nadie y deja las cosas en 

Sentencia: Al Límite

claro a todos sus interlocutores 
con pocas palabras. Podría 
seguir, pero creo que captan 
la idea. Robert Downey Jr., el 
actor mejor pagado en estos 
momentos en Hollywood,  está 
interpretando otra versión de 
Tony Stark (Ironman), o, más 
correctamente, de sí mismo. 
Robert Duvall, probablemente 
el mejor actor de reparto de 
Hollywood, está interpretando 
otra versión de Mac Sledge 
(“Tender Mercies”) y a estas al-
turas de su carrera, creo que en 

su caso también está interpretando otra versión de sí mismo.   
Para sorpresa de nadie, esta película que sigue todos los 

pasos de una receta clásica de Hollywood, tampoco falla 
aquí. Podremos acusarla de formulaica, predecible, cliché, 
etc.; pero al igual que un plato de bistec con papas fritas, aquí 
también funciona. La lástima es que no haya hecho algo más 
con el material que contaba. Los actores, no solo los protago-
nistas, son de primera, por ejemplo Billy Bob Thornton como 
abogado acusador y villano invitado está magnífico (genial el 
detalle del vaso telescópico, le agrega un aire entre mecánico 
y maligno, que contrasta con la humanidad del Juez y Hank). 
Sin embargo, al final del día, a la película le sobran tramas 
secundarias que no llevan a nada y simplemente aplastan 
una trama central bastante sencilla. Hank tiene lástima por su 
hermano Glen, quien está alcanzando ya una edad madura, 
frustrado por no haber podido brillar en el beisbol, deporte en 
el cual alcanzó una breve fama. Hank también tiene lástima 
de Dale, su hermano autista, quien dice cosas simplistas o 
profundas, dependiendo de si usted está en mayor o menor 
sintonía con el Dalai Lama. Hank tiene una mujer que lo en-
gaña (en Chicago), una hija adorable, una antigua polola (en 
Carlinville) y aparentemente una hija fuera de matrimonio, lo 
que al final del día le resultará  incómodo por varias razones. 

No se equivoque, igual la pasé bien.  

(The Judge)

LEX
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LEX

Libros

LA RESPONSABILIDAD DE LOS 
DIRECTORES DE SOCIEDADES 
ANÓNIMAS: Responsabilidad Civil 
y Penal Administrativa.  
Enrique Alcalde Rodríguez 

Santiago, Ediciones Universidad Católica de 

Chile, 2013, 498 páginas.

Se presenta en esta obra un exhausti-
vo estudio sobre el compromiso de los 
profesionales de sociedades anónimas 
en el ordenamiento jurídico chileno, in-
cluyendo también diversas alusiones a 
las legislaciones y doctrinas extranjeras.
La primera parte examina la responsa-
bilidad civil de los directores, comen-
zando por precisar si aquella se inserta 
en el estatuto propio de la responsa-
bilidad contractual, o si bien es regida 
por normas y principios de la respon-
sabilidad aquiliana. De igual modo, se 
analiza si tal responsabilidad tiene un 
carácter objetivo o, por el contrario, 
se enmarca en los presupuestos de la 
responsabilidad subjetiva. Además se 
tratan en detalle los deberes fiduciarios 
que recaen sobre los administradores 
societarios y la titularidad activa y pasi-
va de las acciones que pueden ejercer-
se contra estos, así como las causales 
de exención de responsabilidad sus-
ceptibles de invocarse en este ámbito.
En síntesis, este libro aborda una ma-
teria en la que nuestra cultura jurídica 
acusa un notable vacío, constituyendo 
por tanto una importante contribución 
para el análisis y formación de quienes 
se desempeñan en esta área.

DELITOS SEXUALES
Luis Rodríguez Collao

Editorial Jurídica, segunda edición actualiza-

da, Santiago, septiembre de 2014, 460 páginas.

Desde una perspectiva dogmática y 
crítica, se examina aquí el conjunto 
de los delitos de significación sexual, 
los cuales son objeto de un análisis 
exhaustivo y riguroso, tanto en lo que 

respecta a sus fuentes normati-
vas como en lo que atañe a las 
fuentes doctrinales y jurispruden-
ciales.
Apoyada en una vastísima biblio-
grafía nacional y extranjera, esta 
obra no se circunscribe a los as-
pectos estrictamente penales, 
sino que aborda también temá-
ticas criminológicas y político-
criminales relacionadas con esta 
forma de delincuencia, desarro-
llando asimismo algunas cuestio-

nes de índole procesal.
En razón de la claridad de la exposición 
y por su carácter eminentemente prác-
tico, este libro seguirá siendo, como lo 
ha sido desde aparición, un texto de 
consulta obligada para los estudiantes 
y para los profesionales que ejercen en 
el campo de la jurisdicción penal.

DERECHO PROCESAL 
INTERNACIONAL
Carola Canelo Figueroa

Editorial Jurídica, primera edición, Santiago,

septiembre de 2014, 168 páginas.

En el mundo globalizado, las relacio-
nes internacionales entre los particula-
res y los Estados, cuando estos actúan 
como un particular, son altamente cre-
cientes. 
Ello genera el desafío 
de establecer reglas 
claras que permitan, 
en caso de conflictos 
surgidos de dichas re-
laciones, determinar 
con certeza el tribunal 
competente para su 
resolución, la ley apli-
cable al proceso y la 
debida cooperación 
judicial entre tribunales 
de distintos países para el cumpli-
miento de sus resoluciones judiciales.
Motivado, como indica la autora, por 
un deseo de justicia sin fronteras, este 
libro aporta una base para el desarro-
llo del derecho procesal internacional 
en Chile.
La obra consta de cuatro partes. La 
primera versa sobre las reglas de com-
petencia judicial internacional; la se-
gunda se refiere a la aplicación de la 
ley extranjera; la tercera trata sobre la 
cooperación judicial internacional; y la 
cuarta contiene un interesante análisis 
sobre el derecho procesal internacional 
en la Era Digital.
Ilustrado con interesante doctrina y ju-
risprudencia, este volumen constituye 
un aporte para abogados, legisladores, 
jueces, autoridades políticas, académi-
cos y estudiantes.
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artística de la realidad invisible. Para algu-
nos, este retrato del Renacimiento Italiano 
es solo “típico”, pero para quienes ven en 
él espacios de cautivo misterio o perciben 
verdades profundas, es siempre intere-
sante detenerse a sentir sus detalles. 

En su pequeño formato, este cuadro no 
es únicamente la apariencia de Lisa del 
Giocondo, sino, por sobre todo, la captura 
de su alma. El óleo sobre madera, trabaja-
do por Leonardo, de pronto se ha conver-
tido en la dignidad de un ser humano: una 
mujer de carne y hueso, vestida según la 
moda de su época, que no solo es mate-
ria, que piensa y que siente. La Gioconda 
nos mira abiertamente, logrando trans-
portar a su dimensión psicológica, desco-
nocida en forma cierta, pero naturalmente 

existente. El paisaje del fondo parece ser precisamente esa 
prolongación de lo que existe en el hombre tras la presen-
cia física, aquellos mundos a veces infinitos e inasibles para 
los demás. En este sentido, la presencia de la retratada es 
absoluta, pero también lo es su ausencia. Esta dualidad se 
encuentra reforzada con la utilización en todo el cuadro, y 
especialmente sobre el paisaje rocoso, de la técnica del sfu-
mato -suave fusión de luces y sombras que provoca el efec-
to de que los cuerpos pierden rigidez y la realidad aparece 
desvanecida y esfumada-.

Ya desde mediados del siglo XIX, el retrato de Mona Lisa, 
serena y contemplativa, y con esa sonrisa que se diluye en 
la delicadeza difundida en el espacio pictórico, era conside-
rado la obra más famosa de Da Vinci. Pero cuando en 1911 
fue robado del Salón Carré y encontrado en un alojamiento 
en Florencia dos años más tarde, en extrañas circunstan-
cias, pasó a ser el cuadro más famoso del mundo. 

¡Vale la pena mirar con lupa esta pintura tan aclamada!

Carolina Seeger Caerols
Abogado

Licenciada en Estética

Arte

LEX

Leonardo aprendió de la misma natu-
raleza a captar el alma de las cosas. Con 
su lenguaje pictórico, en este retrato nos 
señala la esencia de lo que significa ser 
humano. Ya desde niño demostró un es-
píritu de especial sensibilidad: compraba 
en las calles de Florencia pájaros enjaula-
dos y los ponía en libertad. Tiempo des-
pués puso también en libertad su genio 
creador y su inacabable afán de investi-
gación y estudio. No en vano fue escultor, 
pintor, ingeniero, arquitecto, y además 
improvisaba música -tocaba el arpa para 
Ludovico Sforza el Moro (príncipe de Mi-
lán)- y poesías. 

Académicos han señalado que el re-
trato de “Mona Lisa” fue pintado para el 
comerciante de sedas Francesco del Gio-
condo, quien en la primavera de 1503 había comprado una 
nueva casa para su joven familia; Lisa Gherardini, su tercera 
mujer, había dado a luz un hijo unos meses antes. Ambos 
hechos justificaban en la Florencia de los siglos XV y XVI el 
encargo de un retrato. No obstante, aquel nunca fue entre-
gado a Francesco, puesto que su conclusión quedó poster-
gada. 

Leonardo amó mucho este cuadro, a tal punto que lo lle-
vaba constantemente consigo. Se sabe que, finalmente, fue 
vendido a Francisco I de Francia -presumiblemente amante 
de Leonardo-, quien ofreció a este vivir en el Château de 
Clou, en el valle del Loira.  

En esta obra, de la cual se ha dicho que es “la cima del 
arte del retrato de todos los tiempos”, quedó plasmado el 
verdadero genio de este pintor, tanto en la perfección de la 
línea como en la expresión de vida.  

Amante de la naturaleza, Leonardo combinaba la obser-
vación objetiva de esta con una pasión por la penetración 

Lisa Gherardini
Apariencia visible y realidad invisible
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Fal los
Por Mariela Miranda Guzmán
Bibliotecaria Colegio de Abogados

Nulidad de contrato de compraven-
ta. Causa en el Código Civil chileno.

La causa es un elemento indispensa-
ble para que el acto produzca los efec-
tos que le son propios. Se ha discutido 
si lo que debe tener una causa es la 
obligación o el contrato que la engen-
dra; a la fecha de dictación de nuestro 
Código Civil imperaba la doctrina clá-
sica en esta materia, inspiradora del 
Código Civil francés. Según este, lo 
que debe tener causa es la obligación 
que tiene como fuente un contrato y 
entrega una concepción objetiva de la 
causa, pues no se consideran las mo-
tivaciones personales o subjetivas de 
quienes celebran dicho contrato. Sin 
embargo, a diferencia de lo que ocu-
rre en el Código  Civil francés, que no 
contiene una definición de causa, el 
artículo 1467 inciso 2° del Código Civil 
de Chile la define como “el motivo que 
induce al acto o contrato”, con lo que 
inequívocamente se refiere a la causa 
del contrato, que hace consistir en los 
motivos. Palabra esta última que de 
acuerdo con su sentido natural y ob-
vio designa a las connotaciones parti-
culares o psicológicas, individuales y 
subjetivas que inducen a las partes a 
contratar, lo que es por completo ajeno 
a la teoría clásica de la causa. De todas 
maneras, no puede desconocerse que 
el inciso 1° de la disposición precitada 
señala que “No puede haber obligación 
sin una causa real y lícita”, con lo que 
el legislador requiere causa para la obli-
gación, reproduciendo el pensamiento 
de la doctrina clásica.

De lo expuesto fluye que sería legí-
timo alegar la ineficacia de una obli-
gación por falta de causa de la mis-
ma, recurriendo a los postulados de la 
doctrina o teoría clásica. Sin embargo, 
teniendo causa las obligaciones que 
contrajeron las partes en el contrato 

de compraventa, el no pago del pre-
cio no significa que las obligaciones 
engendradas por el contrato de com-
praventa dejan de tener causa, ya que 
tal hecho configura la infracción de una 
obligación que permite la aplicación del 
estatuto expresamente previsto por la 
ley para el caso de incumplimiento de 
obligaciones por una de las partes del 
contrato bilateral. Esto es, la condición 
resolutoria tácita prevista en el artícu-
lo 1489 del Código Civil. En definitiva, 
no es la falta de causa ni la sanción 
de ineficacia por nulidad absoluta lo 
que debe aplicarse en el evento que el 
comprador no hubiese pagado el pre-
cio en el contrato de compraventa.

Corte Suprema, 17 de marzo de 2014. Recurso 
de Casación en el fondo (rechazado).

(Gaceta Jurídica (405): 75-82, marzo, 2014)

Reclamación de filiación. El presun-
to padre fallece antes de la entra-
da en vigencia de la Ley N° 19.585. 
Plazo de caducidad para reclamar 
la filiación se computa desde que el 
hijo demandante alcanza la mayoría 
de edad.

Una de las características más nota-
bles de las acciones de reclamación de 
filiación es su imprescriptibilidad, con-
sagrada en el artículo 195 inciso 2° del 
Código Civil, que señala que el derecho 
de reclamar la filiación es imprescripti-
ble e irrenunciable, no obstante lo cual 
los efectos patrimoniales quedan so-
metidos a reglas generales de prescrip-
ción y renuncia. Si bien la acción es im-
prescriptible y el titular podrá ejercerla 
en cualquier tiempo, la ley establece 
plazos de caducidad en determinados 
casos. En todas estas situaciones el 
legislador ha previsto la posibilidad de 
que el titular de la acción sea incapaz 
en razón a su menor edad, de manera 
que, a fin de no hacer ilusorio el ejerci-

cio de la misma, ha dispuesto que ese 
plazo de caducidad no principie a com-
putarse sino una vez que aquel haya al-
canzado la plena capacidad.

La recta inteligencia del artículo 5° 
transitorio inciso 3° de la Ley N° 19.585, 
no puede llevar a concluir que si una 
persona fallece antes de la vigencia de 
la ley, quienes sean menores a esa fe-
cha y se pretendan sus hijos se vean en 
la imposibilidad de reclamar su filiación 
a los herederos del padre o madre fa-
llecido al alcanzar ellos la mayoría de 
edad. Esto, porque cuando la ley prevé 
que el incapaz por menor edad es titu-
lar de acciones, ha contemplado que el 
plazo para ejercerlas se cuente desde 
que él alcanza la plena capacidad. En 
suma, la restricción al ejercicio de la 
acción de reclamación de paternidad o 
maternidad respecto de personas falle-
cidas con anterioridad a la entrada en 
vigencia de la Ley N° 19.585, es aplica-
ble únicamente a quienes en esa época 
eran mayores de edad y plenamente ca-
paces y que, por lo mismo, estaban en 
situación de hacer valer sus derechos.

Por el contrario, si a la fecha de en-
trada en vigencia de la Ley precitada el 
titular de la acción de reclamación de 
filiación era incapaz por menor edad 
y no podía, en razón de ello, ejercer-
la eficazmente, el plazo de caducidad 
que se contempla para dicho ejercicio 
debe computarse una vez alcanzada la 
mayoría de edad. En consecuencia, si 
la demandante era menor de edad en 
la época de entrada en vigencia de la 
Ley N° 19.585, no resultaba aplicable a 
su respecto la regla del artículo 5° tran-
sitorio inciso 3°, que impide la acción 
de reclamación de paternidad contra 
personas fallecidas con anterioridad a 
esa data, sino la de su inciso final. Este 
acepta el ejercicio de las acciones de 
reclamación de la filiación dentro del 
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plazo de un año, contado desde la en-
trada en vigencia de la Ley; regla que 
para los que a esa fecha eran meno-
res rige a contar desde que alcanzan la 
mayoría de edad

Corte Suprema, 28 de marzo de 2014. Recurso 
de Casación en el fondo (rechazado). Hay voto 
en contra. 

(Gaceta Jurídica (405): 110-128, marzo, 2014)

Cobro de pagaré.

En ejercicio de la autonomía de la vo-
luntad que se reconoce como principio 
inspirador del derecho privado patri-
monial, es indudable que la cláusula de 
aceleración puede extenderse valién-
dose los contratantes o el estipulante 
-si se trata de un acto jurídico unilateral, 
como es el caso del pagaré- de formas 
verbales imperativas o facultativas. Por 
lo mismo, no resulta legítimo que esa 
manifestación de voluntad, a la que la 
ley reconoce eficacia para permitir al 
acreedor cobrar la totalidad del crédito, 
no obstante encontrarse pendiente el 
cumplimiento del plazo previsto para el 
pago de algunas de las cuotas en que 
este se dividió, no sea tenida en consi-
deración para los efectos de determi-
nar las condiciones en que opera. 

En otros términos, si se permite pac-
tar la aceleración, debe naturalmente 
entenderse también que está permitido 
pactar las circunstancias en que ella 
actúa. Lo anterior no significa acceder 
a que el deudor renuncie convencional 
y anticipadamente a la prescripción y, 
con ello, disponga de normas que se 
considera de orden público y, por lo 
mismo, indisponibles. El hecho de en-
tregarse al acreedor la facultad de de-
cidir el momento a partir del cual pue-
de ejercer un derecho -cuestión nada 
extraña en cualquier acto jurídico- no 
importa que, en el evento de cumplirse 
el plazo de prescripción contado des-

de la exigibilidad de una o más cuotas, 
no se las declare extinguidas por esta 
razón. Así se reconoce la prescripción 
parcial, que por lo demás operaría de 
no pactarse la cláusula.

Corte de Apelaciones de Santiago, 20 de mayo 
de 2014. Recurso de apelación (revocada). Hay 
voto de prevención.

(Gaceta Jurídica (407): 319-323, mayo, 2014)

Recurso de queja acogido (contra 
Tribunal de Juicio Oral en lo Penal). 
Al fallarse recurso de nulidad se de-
ben exponer los fundamentos que 
sirven de base a la decisión y pro-
nunciarse sobre todas las cuestio-
nes controvertidas.

Como ya ha resuelto este tribunal, el 
artículo 384 del Código Procesal Penal 
ordena que al fallarse un recurso de nu-
lidad, se deben exponer los fundamen-
tos que sirven de base a su decisión y 
pronunciarse sobre todas las cuestio-
nes controvertidas, salvo que acogiere 
el recurso por alguna de ellas. Lo ante-
rior no es más que una reiteración de la 
obligación de los tribunales de la inex-
cusable carga de resolver los asuntos 
que conozcan, de acuerdo al artículo 
10 del Código Orgánico de Tribunales. 
La omisión de pronunciamiento acerca 
de cualquiera de las pretensiones de-
ducidas, con la salvedad ya anotada, 
vulnera necesariamente lo dispuesto 
en la ley que fija con toda precisión las 
condiciones y el contenido de la acti-
vidad jurisdiccional. Por tanto, si esos 
presupuestos no se satisfacen, ello 
deviene en una manifiesta y grave falta 
funcionaria, pues está vinculada al de-
ber de ejercer la jurisdicción, toda vez 
que de manera inmotivada no obstante 
su remisión, no se la atiende.

Corte Suprema, 03 de abril de 2014. Recurso de 
queja (acogido).

(Gaceta Jurídica (406): 170-173, abril, 2014)

Cobro ejecutivo de obligaciones tri-
butarias.  

El proceso de estos antecedentes es 
un procedimiento de cobro ejecutivo 
de obligaciones tributarias de dinero, 
cuya regulación está contenida en el Tí-
tulo V del Libro III del Código Tributario. 
Se trata de un procedimiento especial, 
dentro del que se contempla una nor-
ma sobre las excepciones que pueden 
oponerse a la ejecución, a saber, el ar-
tículo 177 del Código del ramo, que es-
tablece que la oposición es admisible 
solo cuando se funda en las defensas 
que enumera, esto es, pago de la deu-
da, prescripción y no empecer el título 
al ejecutado, de lo que surge que no 
se contempla aquella cuya supuesta 
infracción motiva el recurso en análi-
sis. Lo anterior significa que resulta del 
todo improcedente sustentar la defensa 
de la ejecutada en una excepción que 
no está permitida en el procedimiento 
ejecutivo de la especie, y que tampoco 
resulta acertado analizar un eventual 
error de derecho en la apreciación de 
la concurrencia de la totalidad de los 
requisitos que otorgan mérito ejecutivo 
al título, por cuanto ello no puede ser-
vir de base a una decisión que permita 
poner término a la ejecución. De esta 
suerte no cabe sino rechazar el recurso 
en cuenta, por manifiesta falta de fun-
damento.

Corte Suprema, 10 de abril de 2014. Recurso de 
casación en el fondo (rechazado).

(Gaceta Jurídica (406): 280-282, abril, 2014)

Responsabilidad extracontractual del 
Estado. Indemnización de perjuicios, 
acogida.

La presentación en la que el de-
mandante formuló reserva expresa de 
la acción civil que emanaba del ilícito 
que estaba siendo investigado en esa 
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Fal los

sede jurisdiccional, tuvo en concepto 
de estos jueces el efecto de suspender 
el tiempo de prescripción que desde 
su fecha empezó nuevamente -tras la 
interrupción- a transcurrir en adelante 
hasta la fecha del cúmplase de la sen-
tencia de término dictada en ese pro-
ceso, actuación que aconteció el 18 de 
junio de 2008. Esta afirmación impone 
necesariamente concluir que habién-
dose notificado la presente demanda al 
Fisco de Chile con fecha 16 de junio de 
2011, resulta evidente que no alcanzó a 
transcurrir en su integridad el plazo de 
cuatro años que prevé el artículo 2332 
del Código Civil, constatación que de-
termina colegir que la excepción de 
prescripción extintiva de la acción del 
mencionado demandante deberá inelu-
diblemente ser rechazada.

Para arribar a la conclusión expresa-
da en el motivo anterior, estos senten-
ciadores han tenido en consideración 
que tal como se colige de los artículos 
5°, 133, 178 y 179 del Código de Jus-
ticia Militar, la acción civil de indemni-
zación de perjuicios que provenga de 
delitos de competencia de jurisdicción 
militar debe ejercitarse exclusivamente 
ante los tribunales ordinarios. En este 
escenario, ante la imposibilidad de for-
malizar demanda ante dicha sede juris-
diccional, de conformidad a lo dispues-
to en el inciso segundo del artículo 450 
bis del Código de Procedimiento Penal, 
es posible entender que los efectos de 
la suspensión a que alude el referido 
precepto legal se originaron desde el 
momento en que el demandado mani-
festó su voluntad de erigirse en parte 
civil ante el tribunal que al efecto resul-
tare pertinente.

Corte de Apelaciones de Santiago, 11 de junio 
de 2014. Recurso de apelación (revocado). Hay 
voto de prevención.

(Gaceta Jurídica (408): 57-65, junio, 2014)

Recurso de amparo. Aplicación de la 
Ley de Responsabilidad Penal Juvenil.

Si bien el artículo 27 de la Ley de 
Responsabilidad Penal de Adolescen-
tes hace aplicable el procedimiento 
monitorio a menores infractores de la 
ley penal de conformidad con las pres-
cripciones del Código Procesal Penal, 
esa sola circunstancia no puede traer 
como consecuencia la exclusión de 
medidas de resguardo y de otras for-
mas de sanción menos gravosas, como 
las que establece el artículo 23 de la in-
dicada ley especial. Bajo tales supues-
tos, para que el menor pueda ejercer el 
derecho a reclamar de la decisión que 
acoge el requerimiento y lo sanciona al 
pago de una multa, debe encontrarse 
en suficientes condiciones de asis-
tencia, que le permitan entender los 
efectos de tal resolución y los medios 
de impugnación que la ley procesal le 
franquea. Esto no solo se satisface con 
la designación de un abogado defensor 
al tiempo de la condena, sino también 
con la notificación del requerimiento y 
la decisión recaída en él a sus padres 
o al adulto que se encuentre a su cui-
dado, como dispone el artículo 36 de 
la Ley N° 20.084. Esa comunicación 
no solo asiste al joven en el ejercicio 
del derecho a reclamar, ya que además 
permite a las personas responsables 
de él informarse de los medios de re-
habilitación adoptados por el tribunal.

Corte Suprema, 02 de julio de 2014. Recurso de 
amparo (acogido). 

(Gaceta Jurídica (409): 176-178, julio, 2014)

Accidente de trabajo (unificación de 
jurisprudencia). Disimilitud de in-
terpretaciones respecto al poder li-
beratorio del finiquito.

Esta Corte reiteradamente ha soste-
nido que, en conformidad con lo dis-

puesto en el artículo 483ª del Código 
del Trabajo, el recurso en examen debe 
contener fundamentos, es decir, una 
relación precisa y circunstanciada de 
las distintas interpretaciones respecto 
de la materia de derecho de que se tra-
te. Estas deben sostenerse en diversos 
fallos emanados de tribunales superio-
res de justicia y que hayan sido objeto 
de la sentencia contra la que se recu-
rre. Por último, también se debe acom-
pañar la copia del o los fallos que se 
invocan como fundamento.

Se presenta la disimilitud de interpre-
taciones respecto al poder liberatorio 
del finiquito, divergencia que conduce 
a que el presente recurso de unifica-
ción de jurisprudencia prospere con 
el objeto de precisar la recta exégesis 
del artículo 177 del Código del Trabajo. 
Ello, en orden a determinar el alcance 
de dicho poder liberatorio de un finiqui-
to suscrito con las formalidades esta-
blecidas por el legislador y sin reserva 
alguna, en relación con la acción de 
indemnización de los perjuicios deriva-
dos de un accidente del trabajo.

Corte Suprema, 08 de julio de 2014. Recurso de 
unificación de jurisprudencia (acogido). Hay 
voto de prevención.

(Gaceta Jurídica (409): 204-214, julio, 2014) LEX
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Abogado i lustre

cátedra de Filosofía del Derecho 
en la Escuela de Derecho de la 
Universidad de Chile, durante 
varios años, a partir de 1958. 
Sus clases eran amenas.

También tuvo una larga e inten-
sa actividad política. En cuatro 
ocasiones fue electo presidente 
del Partido Radical. En el perio-
do parlamentario 1949-1957 
fue senador por Biobío, Malleco 
y Cautín. En el Parlamento tuvo 
un brillante desempeño público 
y su participación en los deba-
tes legislativos lo convirtió en 
una figura de relieve nacional. 
Sus discursos en el hemiciclo, 
documentados y de impecable 
factura, se hicieron famosos. Su 
palabra era oída con respeto en 
todos los sectores.

Entre 1971 y 1973 se desem-
peñó como embajador en Brasil.

Por su prestigio como ciuda-
dano, en el atardecer de su vida, 
en 1990, el Presidente Aylwin lo 
nombró presidente de una co-
misión ad-hoc, denominada de 
Verdad y Conciliación, con el 
fin de investigar acerca de vio-

laciones a los derechos humanos que 
podrían haberse cometido durante el 
Gobierno Militar, en el periodo compren-
dido entre 1973 y 1990. Al final de su 
cometido, esta comisión emitió un vo-
luminoso informe que fue denominado 
“Informe Rettig”, que suscitó variados 
comentarios y dio origen a numerosas y 
contradictorias opiniones.

Después de una larga existencia, este 
ilustre abogado falleció en Santiago el 
30 de abril de 2000, próximo a cumplir 
los 91 años de edad. LEX

Don Raúl Rettig Guissen

Fue un abogado, profesor y 
político destacado. Nació en Te-
muco el 26 de agosto de 1909, 
hizo sus estudios primarios en la 
escuela de Pitrufquén y los se-
cundarios en los liceos de Valdi-
via y Angol, para luego titularse 
de profesor normalista, en 1925, 
en la Escuela Normal de Victoria. 
Tras desempeñarse como profe-
sor primario en 1929, sin dejar la 
docencia ingresó a la Facultad 
de Derecho de la Universidad de 
Concepción, de la cual egresó 
en 1934. Se licenció en la Uni-
versidad de Chile, presentando 
una original tesis titulada “Tomás 
Hobbes, su filosofía jurídica”, 
que fue aprobada con amplia 
distinción. 

Juró como abogado el 4 de 
enero de 1935 y se dedicó al 
ejercicio libre de la abogacía en 
Concepción, junto con una activa 
vida política partidista, iniciada 
tempranamente, como militante 
del antiguo Partidio Radical.

Hombre de inquietudes inte-
lectuales, estudioso, desde tem-
prano sobresalió por su sólida 
cultura, unida a una elocuente y elegan-
te oratoria. Ello le permitió abrirse paso 
y alcanzar un sitio de honor tanto en el 
foro como en la arena política.

Muy joven, fue designado por el Pre-
sidente Aguirre Cerda, en 1939, sub-
secretario del Ministerio del Interior, 
cargo que luego sirvió en el Ministerio 
de Relaciones Exteriores en ese mismo 
gobierno. 

Más adelante, bajo la administración 
del Presidente Juan Antonio Ríos, se 
desempeñó como director general de 

Informaciones y Extensión Cultural, re-
partición fiscal que había sido reciente-
mente creada, cuya finalidad aparece en 
su nombre.

Radicado en Santiago, continuó el 
ejercicio activo de la profesión en esta 
ciudad. Entre 1985 y 1987, por su pres-
tigio como abogado y ciudadano, fue 
elegido presidente del Consejo General 
del Colegio de Abogados.

Estudioso de las ciencias jurídicas, 
con una marcada vocación por la do-
cencia, como profesor titular sirvió la 

Sus discursos en el hemiciclo, 

documentados y de impecable factura, se 

hicieron famosos. Su palabra era oída con 

respeto en todos los sectores.
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Libros

Juan Eduardo Figueroa Valdés (Coord.) 
 Legal Publishing/Centro de Derecho de la Empresa 
Universidad de los Andes, Santiago, 2014, 332 págs.

Derecho Inmobiliario Actual

El texto está estructurado a partir del 
método de enseñanza-aprendizaje exis-
tente en la Escuela de Derecho de la 
Universidad de Valparaíso, por tanto, 
está dividido en dos partes: una de ca-
rácter general y otra de índole especial.
La primera parte comprende cuatro uni-
dades relativas al derecho marítimo en 
general; a la autoridad marítima; al régi-
men jurídico de las naves; y a los princi-
pales sujetos que intervienen en la nave-
gación y el comercio marítimos.
La segunda parte está dividida en cin-
co unidades que se refieren a los con-
tratos para la explotación comercial de 

CURSO DE DERECHO MARÍTIMO. Leslie Tomasello Hart. Libromar, Valparaíso,  2014, 1170 páginas.

No sin razón el título de la obra que 
reseñamos enfatiza que se trata de es-
tudios de derecho “actuales”, pues ya 
con solo mirar el índice de los traba-
jos que se contienen en ella, se ve que 
hay una conexión directa del análisis 
con la normativa, la jurisprudencia y los 
criterios administrativos que se están 
aplicando hoy en esta amplia área del 
derecho, cada vez más importante tan-
to para los ciudadanos como para las 
empresas y para los órganos públicos, 
especialmente las direcciones de Obra 
de cada municipalidad. 

Tampoco sorprende, dada la vital 
trascendencia de esta labor, que en el 
libro haya dos artículos que abordan el 
estudio de títulos. En primer lugar, Ale-
jandra Callejas Cruz analiza el estudio 

de títulos de una manera general, pero 
con consejos tremendamente prácti-
cos y con recomendaciones para evi-
tar lo que llama “fraudes inmobiliarios”. 

También sobre el estudio de títulos, 
pero ahora sobre seis aspectos especí-
ficos, entre los que debe destacarse el 
análisis de los problemas de la regulari-
zación de la propiedad del Decreto-Ley 
Nº 2.695, versa el texto de Blas Bellolio 
Rodríguez. 

Sobre los planes reguladores y las 
afectaciones de utilidad pública que 
ellos producen, encontramos el estudio 
de Juan Eduardo Figueroa Valdés. 

Las cuestiones sobre permisos de 
edificación y cumplimiento de los pla-
nes reguladores han sido judicializadas 
fuertemente en el último tiempo. De allí 
surge la preocupación por la seguridad 
jurídica de los beneficiarios de los ac-
tos de la Administración que les reco-
nocen ciertos derechos o facultades. El 

las naves; los riesgos de la navegación 
marítima; el crédito marítimo, incluidos 
los privilegios y la hipoteca naval; los 
procedimientos del comercio marítimo 
y otras disposiciones complementarias, 
así como a la prescripción; y el final de 
esta sección versa sobre la contamina-
ción marina y la responsabilidad que de 
ella puede derivarse.
Este libro está dirigido fundamental-
mente a los alumnos, pero con la inten-
ción de que sirva a jueces y abogados, 
quienes podrán encontrar aquí un aná-
lisis comprensivo del derecho marítimo 
chileno. 
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artículo de Andrés Ibarra Videla aborda 
esta espinuda materia al hilo del co-
mentario de un recurso de protección 
interpuesto por vecinos del barrio de la 
comuna de Vitacura contra un permiso 
de edificación y un anteproyecto.

El “arsenal” –y ocupo la denomina-
ción que le da su autor– de instrumen-
tos que consagra nuestro ordenamien-
to jurídico en favor de los administra-
dos para la defensa del orden urbanís-
tico, es descrito y sistematizado por 
Robert Gillmore Landon. Al estudio de 
una de estas herramientas, la reclama-
ción contemplada en el art. 12 de la Ley 
General de Urbanismo y Construccio-
nes, está dedicado el artículo de Mau-
ricio Viñuela Hojas. A la subdivisión, lo-
teo y urbanización se aboca el texto de 
Patricio Figueroa Velasco. Se trata de 
una exposición sintética y panorámica, 
pero muy incisiva, del marco normati-
vo actual que rige toda esta compleja 
materia. 

Una ley que tiene especial importan-
cia en esta área es la Ley Nº19.537, 
sobre Copropiedad Inmobiliaria. José 
Manuel Figueroa Valdés presenta un 
análisis de la sobreelevación o cons-
trucción de nuevos pisos en un edificio 
acogido a este régimen. 

Juan Pablo Díaz de Valdés escribe 
sobre las relaciones entre los proyectos 
inmobiliarios y los derechos de agua, la 
provisión de agua potable y la de ser-
vicios sanitarios. A los conflictos que 
pueden surgir por la superposición de 
concesiones o servidumbres mineras, 
está orientado el estudio del que son 

coautores Juan Paulo Bambach y Ma-
ría Paz Pulgar. Aunque pueda parecer 
más novedoso, cada vez va ser más 
frecuente lo que analiza el estudio de 
Óscar Acuña, sobre “patrimonio cultu-
ral y desarrollo”, y es que los proyec-
tos inmobiliarios deban adaptarse para 
que sean compatibles con la legislación 
que protege los diversos bienes que 
conforman el patrimonio arqueológico, 
histórico y cultural. Al estado actual del 
régimen de responsabilidad que prevé 
el art. 18 de la Ley General de Urbanis-
mo y Construcciones, modificado por 
la Ley N°20.703, se dedica un segundo 
estudio de Juan Eduardo Figueroa. 

Hemos dejado para el final la men-
ción del trabajo que constituye la por-
tada de esta obra colectiva, pertene-
ciente al arquitecto y urbanista Felipe 
Cádiz. Nos habla en él de la responsa-
bilidad compartida de las autoridades 
públicas y la ciudadanía en general en 
la creación y desarrollo de ciudades, 
para que estas vayan progresando de 
manera armónica con las exigencias de 
una mejor calidad de vida de las perso-
nas y de las familias. 

Una de sus conclusiones es que se 
debe profesionalizar el desarrollo de 
las ciudades, evitando que ellas que-
den solamente en manos de intereses 
ajenos al desarrollo urbano y la calidad 
de vida de los usuarios, siendo impera-
tiva la creación de un estilo de gestión 
urbana que se convierta en una cultura 
que nos ligue a la comunidad.

Por Hernán Corral Talciani

LEX
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do más que la cocaína, renta más que 
el petróleo, más que el oro. En 2012, 
por ejemplo, año en que Apple lanzó el 
iPhone 5 y el iPad Mini, si se hubieran in-
vertido mil euros en acciones de Apple, 
ahora se tendrían 1.670 euros. Pero si 
se hubiera invertido mil euros en coca 
en el mismo periodo, ahora se tendrían 
182 mil euros: ¡cien veces más que invir-
tiendo en el título bursátil récord del año! 
La economía de la coca, organizada con 
la eficiencia de las mejores empresas, 
crece desmesuradamente y funciona 
con la facilidad de un cajero automático. 
Las narcoempresas, al igual que respe-
tables organizaciones, trazan planes de 
productividad, determinan objetivos, se 
dividen en áreas estratégicas: política, 
seguridad, finanzas, asistencia legal y 
narcotráfico.

Sus códigos son el terror, el miedo y 
la violencia. Torturas, secuestros, deca-
pitaciones; venganzas terribles donde 
la crueldad derrocha creatividad. Luego 
está el tema del blanqueo del dinero. 
Cientos de miles de millones de dólares 
invertidos en instituciones de honorable 
fachada, que en épocas de crisis pro-
porcionan liquidez a conocidos bancos 
evitando así que estos caigan en quie-
bra. Nueva York y Londres son los dos 
mayores blanqueadores de dinero negro 
del mundo, “los centros del poder finan-
ciero mundial se han mantenido a flote 
con el dinero de la coca”.

Y al final, cuando ya ha sido descri-
to todo el horror que ha habido y el que 
vendrá, una pregunta inquietante: ¿lega-
lizar la droga sería la solución para aca-
bar con el narcotráfico?

Gentileza

Por Deborah Con Kohan

http://www.feriachilenadellibro.cl/Libros

LEX

Puede ser cualquiera el que consu-
me coca. Tu jefe, tu hijo, tu hermano, 
el camionero que tiene que resistir lar-
gas horas de manejo, la enfermera que 
busca alivianar noches sin dormir, la 
chica que comienza por curiosidad, el 
cantautor que estás escuchando para 
relajarte, el chofer del bus que te lleva 
a casa porque quiere hacer horas extras 
sin sentir calambres en las cervicales…
Como una incontenible marea de cruel-
dad, violencia y corrupción, donde todas 
las aberraciones son posibles, la “dama 
blanca” avanza conquistando tierras, 
cielos, océanos y fronteras, corrompien-
do políticos, gobernantes, policías, mi-
litares, obreros, periodistas y empresa-
rios; ofreciendo esperanzas de un futuro 
sin hambre a miserables que la trafican 
por una paga ínfima; satisfaciendo la co-
dicia sin límites de narcos que aspiran a 
más poder, más dinero, más lujos, más 
excentricidades. Como Pablo Escobar 
en Colombia; como en México el Chapo 
Guzmán, Osiel Cárdenas Guillén y Ar-
mando Carrillo, “el Señor de los Cielos”, 
fallecido durante una operación de ciru-
gía estética para cambiar sus facciones, 
luego de la cual los tres cirujanos plásti-
cos que lo atendieron fueron torturados 
y asesinados; como Ventrici y Barbieri 
en Italia; como tantos otros donde me-
nos te lo esperas, donde menos lo pien-
sas, pero en todas partes, abrazando 
el mundo en una corriente de adicción, 
en Estambul, Atenas, Málaga, Ámster-
dam, Zagreb, Chipre, Estados Unidos, 
Canadá, Colombia, Venezuela, México, 
Bolivia, Australia, África, Londres, Milán, 
Roma, Sicilia, Apulia, Calabria…

Éxtasis, alegría, potencia, exaltación, 
euforia, estados de máxima alerta, y más 
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tarde la anulación completa de la volun-
tad, la dependencia que se transforma 
en un infierno, la falta de apetito, la del-
gadez y palidez de un cadáver, hasta 
que la muerte te toma entre sus brazos 
para liberarte de esa pesadilla que no te 
deja despertar.

Roberto Saviano (Nápoles, 1979) ha 
pagado un precio alto desde que en 
2006 publicó “Gomorra”, superventas 
mundial sobre la camorra italiana, que le 
significó amenazas de muerte y la nece-
sidad de contar con escolta permanente. 
No por nada “CeroCeroCero” comienza 
con la siguiente declaración: “Dedico 
este libro a todos los carabineros de mi 
escolta. A las 38.000 horas pasadas jun-
tos. Y a las que todavía hemos de pasar. 
Dondequiera que sea”.

Una exhaustiva investigación junto a 
un manejo literario del lenguaje y una 
extraordinaria capacidad narrativa que 
recrea como en una novela -pero con 
datos estrictamente reales- las vidas, 
historias, auge y caída de los cárteles 
(sic) de la droga, sus alianzas, sus gue-
rras despiadadas y sus miles de vícti-
mas, hacen de este un libro excepcional. 

No hay mercado que rinda en el mun-

CeroCeroCero 
Cómo la cocaína gobierna al mundo






